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Doctora 

BLANCA LIZETTE FERNÁNDEZ GÓMEZ 

Juez Veintitrés Civil Municipal de Oralidad 

Bogotá – Cundinamarca 

 
REF: PROCESO:  Declarativo De Pertenencia Por Prescripción Extraordinaria Adquisitiva De Dominio 

DEMANDANTE: HERNANDO PALACIOS ESCOBAR 
DEMANDADO: SIERVO JIMÉNEZ MARTÍN y AURA MARÍA MURCIA HURTADO, y demás personas 

indeterminadas 
RADICACIÓN: 11-00-140-03-023-2021-00704-00  
ASUNTO:  Contestación de demanda 

 

Respetuoso saludo, 

 

RICARDO CEPEDA ALDANA, identificado con la cédula de ciudadanía No. 79.963.266 expedida 

en Bogotá D.C., Abogado portador de la Tarjeta Profesional No. 359.365 del Consejo 

Superior de la Judicatura, con fundamento en el poder otorgado por el señor SIERVO 

JIMÉNEZ MARTÍN, mayor y domiciliada en Bogotá D.C., identificado con la Cédula de 

Ciudadanía No. 79.155.235 expedida en Usaquén y la señora AURA MARÍA MURCIA HURTADO, 

también mayor y domiciliada en Bogotá D.C., identificada con la Cédula de Ciudadanía 

No. 21.054.814 expedida en Ubaté (Cundinamarca); y en virtud del mismo, 

respetuosamente me permito contestar la demanda, en los siguientes términos: 

 

OPORTUNIDAD PARA CONTESTAR LA DEMANDA 

 

Mediante auto del dos (2) de junio de dos mil veintitrés (2023)1, se ordenó tener por 

notificado por conducta concluyente al señor SIERVO JIMÉNEZ MARTÍN, de conformidad con 

lo contemplado en el artículo 301 del Código General del Proceso, por lo cual se ordenó 

que mediante Secretaría se remitiera copia de expediente digital y se contabilizara el 

término para contestar la demanda.  Mediante correo electrónico del trece (13) de junio de 

dos mil veintitrés (2023) la Secretaría de este Despacho extiende enlace digital para el 

acceso al dossier.  Comoquiera que el término para descorrer el traslado del libelo inicial 

se encontraba supeditado a la remisión del expediente digital a la parte Demandada, y 

considerando que esto sólo se verifica para el trece (13) de junio hogaño, el término para 

contestar la demanda se comprendido entre el catorce (14) de junio al trece (13) de julio de 

dos mil veintitrés (2023); razón por la cual la contestación de la demanda resulta oportuna.  

 

A LOS HECHOS 

 

AL PRIMERO: Es cierto. 

 

AL SEGUNDO:  No es cierto, con la finalidad de poder analizar en detalle cada uno de las 

circunstancias o descripciones fácticas que realiza la parte Actora en relación a la 

sucesivas relaciones jurídicas que han sostenido los señores RAFAEL ANTONIO ROSSO PADILLA, 

FERNANDO BOCANEGRA COTTE, ERNESTO MOLINA CASTRO, EMILIO MEDINA MOSQUERA y HERNANDO 

PALACIOS ESCOBAR, respecto del inmueble base de la acción de pertenencia, es importante 

auscultar la génesis del objeto o cosa pretendida, así como los periodos o interregno 

sobre los cuales se aduce se ejerció de forma pacífica e interrumpida posesión.   

 
1 Notificado por estado electrónico el cinco (5) de junio de dos mil veintitrés (2023). Ver al respecto 

https://www.ramajudicial.gov.co/documents/35211433/147124259/Autos+Estado+No.019+del+05-06 
2023.pdf/77554668-456f-4a10-9aed-720314da7561.    

https://www.ramajudicial.gov.co/documents/35211433/147124259/Autos+Estado+No.019+del+05-06%202023.pdf/77554668-456f-4a10-9aed-720314da7561.
https://www.ramajudicial.gov.co/documents/35211433/147124259/Autos+Estado+No.019+del+05-06%202023.pdf/77554668-456f-4a10-9aed-720314da7561.
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Según consta en Escritura Pública No. 2092 del once (11) de julio de mil novecientos noventa y 

seis (1996) otorgada ante la NOTARIA CUARENTA Y NUEVE (49) DEL CÍRCULO DE BOGOTÁ D.C., el bien 

inmueble ubicado base de la acción de pertenencia, corresponde al ubicado en la 

Carrera 7A No. 94B-07 del municipio de Usaquén, Departamento de Cundinamarca, e 

identificado con folio de matrícula inmobiliaria No. 50N-20323874, con área de extensión 

de setecientos veintisiete punto diecisiete metros cuadrados (727.17 m2).  Se tiene 

igualmente en el certificado de libertad y tradición, que la apertura de la matrícula 

inmobiliaria del precitado bien inmueble, sólo se verifica el trece (13) de noviembre de mil 

novecientos noventa y ocho (1998), al registrarse la precitada escritura pública.  

 

Los señores SIERVO JIMÉNEZ MARTÍN y AURA MARÍA MURCIA HURTADO adquirieron el bien inmueble 

con matrícula inmobiliaria No. 50N-20323874 por medio de compraventa según Escritura 

Pública No. 2092 del once (11) de julio de mil novecientos noventa y seis (1996), acto jurídico en 

el cual intervino la señora JULIANA INÉS QUINTERO MARTÍNEZ identificada con la Cédula de 

Ciudadanía No. 49.729.508 expedida en Valledupar, quien obraba en su condición de 

Agente Especial del SUPERINTENDENTE DE SOCIEDADES en la administración de los negocios, 

bienes y haberes de la sociedad intervenida COMPAÑÍA PARCELADORA SAN LUIS LTDA., teniendo 

en tal carácter la Representación Legal de la misma, en calidad de Vendedora.  

 

La Escritura Pública No. 2092 del once (11) de julio de mil novecientos noventa y seis (1996) se 

registra el diez (10) de noviembre de mil novecientos noventa y ocho (1998) en la OFICINA DE 

REGISTRO DE INSTRUMENTOS PÚBLICOS DE BOGOTÁ, Zona Norte, bajo radicación No. 1998-73803 y 

como anotación No. 001.  

 

El punto de partida del cual dimana la consolidación del derecho real de dominio es a 

partir de la convergencia tanto del título como del modo.  Para el caso concreto, es 

indiscutible que la Escritura Pública No. 2092 del once (11) de julio de mil novecientos noventa 

y seis (1996), constituye el título traslaticio de dominio por el cual los señores SIERVO JIMÉNEZ 

MARTÍN Y AURA MARÍA MURCIA HURTADO adquirieron de la COMPAÑÍA PARCELADORA SAN LUIS LTDA. 

el bien inmueble base de la presente acción de pertenencia.  Igualmente, se encuentra 

acreditado que el modo por el cual el derecho real de dominio se transfirió correspondió 

a la tradición, verificada ésta última con el registro de la precitada Escritura Pública en la 

OFICINA DE REGISTRO DE INSTRUMENTOS PÚBLICOS DE BOGOTÁ.  Así mismo, de los antecedentes 

fácticos señalados en precedencia, y que constan tanto en el certificado libertad y 

tradición del referido inmueble, así como la Escritura Pública No. 2092, si en gracia de 

discusión se hubiera presentado posesión, si se presentó, esta sólo puede acreditarse con 

algún grado de probabilidad desde el trece (13) de noviembre de mil novecientos noventa y 

ocho (1998), data para la cual se crea el referido bien inmueble, pues antes de esta fecha 

no existía jurídicamente derecho alguno sobre el prenotado bien inmueble, toda vez que 

el mismo no existía.  

 

Y esa circunstancia resulta de enorme trascendencia, para los efectos que persigue la 

parte Actora al interior del presente proceso, toda vez que el bien inmueble materia de 

controversia y sobre el cual pretende se le declare como su propietario es recibido “(…) el 
12 de junio de 2003, mediante contrato de venta, realizado entre el actor y el señor EMILIO MENA 
MOSQUERA, que venía ostentando [presuntamente] la posesión de dicho predio de manera 
pública, pacífica en interrumpida y explotándolo económicamente desde el mes de marzo de 1996, 
cuando se lo compró al señor ERNESTO MOLINA CASTRO, quien lo había adquirido de manos de 
igual forma del señor FERNANDO BOCANEGRA COTTE, último comprador en cadena que lo 
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adquirió directamente del primer poseedor y titular del derecho adjudicación señor RAFAEL 
ANTONIO ROZA PADILLA, este último comprador y legítimo poseedor desde el año 1987 y 
propietario cuyo derecho de compra y adjudicación adquirió de la entonces COMPAÑÍA 
PARCELADORA SAN LUIS LTDA.” 

 

De la descripción fáctica realizada por la parte actora, se puede colegial con facilidad 

que el interés jurídico y probatorio al interior del proceso se centra en demostrar la 

existencia de una cadena sucesiva de periodos en los cuales “presuntamente” se 

ejecutaron acciones de señores y dueños, por algunas personas que aducen ser 

poseedores desde el año 1987.   La primer dificultad probatoria que se observa de este 

cometido, tiene que ver con que antes del trece (13) de noviembre de mil novecientos noventa 

y ocho (1998), data para la cual se apertura folio de matrícula inmobiliaria del bien 

pretendido, no es posible establecer con certeza la existencia de una posesión, toda vez 

que hasta antes de esta fecha, las dimensiones de los linderos, longitudes, área o 

superficie, extensión del terreno, inexistencia del es englobe, hacen jurídicamente inviable 

hacer cualquier consideración en torno a demostrar una posesión respecto a un previo 

que para entonces aún no existía en el tráfico jurídico. 

 

Sobre el particular, importa precisar que esta circunstancia no requiere medios de prueba 

testimonial que acrediten una posición con la entidad que le pretende imprimir la parte 

actora, toda vez que ninguno de los medios de prueba testimonial a usados con el libelo 

inicial, podrá demostrar la existencia de actos de señor y dueño durante un periodo o 

interregno en el cual el inmueble, bien o cosa pretendida, aún no existía.  Y aunque esa 

sola circunstancia permitiría dar al traste con la línea sucesiva, continua e ininterrumpida y 

de periodos de posesión que aduce o pretende demostrar la parte actora, toda vez, que 

si existen vicios jurídicos u obstáculos que impiden el nacimiento del derecho de posesión, 

este mismo vicio en la creación de la posesión, se proyectará sobre las futuras relaciones 

jurídicas sustanciales que se pretendan demostrar, respecto al mismo inmueble.  

 

Lo anterior implica que, para que exista la denominada “suma de posesiones”, resulta 

necesario que la parte que pretende el reconocimiento mediante sentencia, el derecho 

real de dominio sobre la cosa pretendida, no solamente debe acreditar el interregno 

durante el cual ejerció actos de señor y dueño sobre el bien pretendido, sino también los 

actos de señorío que fueron ejercidos en los periodos de tiempo anteriores a su posesión, 

un título traslaticio de dominio apto así como la entrega del bien.   

 

Al respecto, la Honorable CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN CIVIL, en sentencia SC 

12323 del once (11) de septiembre de dos mil quince (2015), Magistrado Ponente, Doctor LUIS 

ARMANDO TOLOSA VILLABONA, señaló sobre la anexión o suma de posesiones lo siguiente: 

 
Recuérdese, centenariamente en una bien decantada doctrina probable2, esta Sala, 
incluyendo la memorada sentencia citada por el censor3, ha reiterado con claridad 
meridiana que para la concurrencia de la anexión válida de posesiones, el núcleo del 
instituto sumatorio “intervivos” se forja con la presencia de: i) negocio jurídico válido, 
esto es, que haya pleno consentimiento entre el poseedor que se despoja de la 
materialidad de la cosa y de quien la adquiere en su condición de causahabiente; ii) 
homogeneidad en la posesión, vista como identidad o uniformidad en la cosa poseída 

 
2 Art. 4 de la Ley 169 de 1896, C. Const. Sent. C-836 de 2001. 
 

3 CSJ. Casación civil, sentencia del cinco (5) de julio de dos mil siete (2007). 
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con sucesión cronológica ininterrumpida; de modo que el antecesor o antecesores, 
hayan sido poseedores del mismo bien formando una cadena de posesiones 
ininterrumpidas; y, ii) entrega de la cosa poseída. 
 
Con relación al primer elemento pergeñado, la Corporación ha mantenido la tesis 
según la cual, es necesario que exista un pontón traslativo que permita la creación de 
un vínculo sustancial entre el sucesor y el antecesor; como la compraventa, permuta, 
donación, aporte de sociedad, etc.; sin que necesariamente se requiera para su 
demostración escritura pública, porque ha modulado la antigua tesis, según la cual el 
título con virtualidad para anudar posesiones debía corresponder con la naturaleza 
jurídica del bien de que se tratara:  
 
"(…) Ahora bien, por su particular relación con el asunto que se examina resulta 
conveniente reiterar el aspecto de título singular generador de la sucesión de 
posesiones, que no puede perfeccionarse y, por ende, producir los efectos de 
agregación, sin que se cumpla con las  formalidades legales señaladas para el acto 
respectivo, es decir, por medio de público instrumento si se trata de la traslación del 
hecho de la posesión en inmuebles (…)"4.   
 
Precisamente, a partir del año 2007, flexibilizó esta doctrina, para admitir que un título 
cualquiera es suficiente. En este sentido, sostuvo: 
 
“(…) ¿Qué es lo que se negocia? Simplemente la posesión; o si se prefiere, los derechos 
derivados de la posesión. Y transmisión semejante no está atada a formalidad ninguna. (…)”.  
 
“(…). 
 
“(…) Por lo demás, requerir que, en tales casos, para poder sumar posesiones, exhiba 
una escritura pública, es demandarle cosas como si él alegase ser poseedor regular, 
donde tal exigencia sí está justificada del todo. Una cosa es aducir suma de posesiones 
y otra alegar que se es poseedor regular”5 (Sublíneas fuera de texto original). 
 
Ahora bien, la no exigencia de la posesión regular, no elimina el requisito del vínculo 
o negocio jurídico que debe mediar entre sucesor y antecesor para que se verifique la 
suma de posesiones; de manera que el título debe contar con la idoneidad suficiente 
para demostrar que la posesión fue convenida, evitando así que la unión de 
posesiones provenga de ladrones o de usurpadores: “(…) Por consecuencia, un título 
cualquiera le es suficiente. Nada más que sea idóneo para acreditar que la posesión 
fue convenida o consentida con el antecesor. (…)”6. 
 
Sin embargo, la posesión de quien se reputa dueño sin serlo supone el 
desconocimiento frontal de los derechos del propietario, por cuanto traduce rebelarse 
en un todo contra el verus domini, y a fortiori, cuando su derecho tiene como 
antecedente inmediato un negocio jurídico consistente en una promesa de contrato de 

 
4 CSJ. Civil. Sentencia del 26 de junio de 1986. También puede encontrarse en sentencias del 26 de junio 

de 1951 (LXX, pág. 408); 15 de febrero de 1966 (CXV, p. 123); 26 de agosto de 1969 (CXXI, p. 180); 21 de 

agosto de 1978; 13 de septiembre de 1980. 
 

5 CSJ. Civil. Sentencia del 5 de julio de 2007, citada. 
 

6 Ibídem. 
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compraventa celebrado con el mismo propietario inscrito y demandado, como 
eventual pontón para sumarla.  
 
Por regla general, quien obrando como propietario pleno celebra promesa de contrato 
en esas condiciones, sigue conservando el derecho de dominio; apenas contrae 
obligación de hacer, esto es, la de celebrar el contrato prometido, pero no ejecuta la 
tradición, tampoco la promesa envuelve la ejecución de una obligación de dar el 
derecho de dominio, simplemente apareja la de celebrar el contrato; apenas entrega la 
tenencia mas no la posesión de quien es dueño. Ni aun señalando que transfiere la 
posesión material al prometiente comprador y asentando que desde ese momento lo 
torna poseedor, puede éste reclamar la adjunción de esas posesiones porque el solo el 
hecho de demandar el derecho de dominio a su favor implica psíquica y 
conceptualmente combatir abiertamente al verus domini, y esta confrontación 
significa la ruptura automática y de pleno derecho del consentimiento que supone el 
negocio jurídico, y por supuesto, del conector, como elemento estructural de la suma 
de posesiones para que esta resulte válida. Esto es así, por cuanto el usucapiente al 
demandar al verdadero propietario o a quien se crea con derechos inscritos, desde una 
perspectiva objetiva como subjetiva, desquicia y rompe el consentimiento ínsito en el 
contrato, negocio o convenio que serviría para anudar las posesiones aditadas con 
aquél. Como corolario, quien en estas circunstancias demanda la declaración de 
pertenencia, rehúsa “in radice” cumplir lo pactado en el contrato que ha prometido 
celebrar.  
 
En tal caso, si el prometiente comprador se quiere postular como poseedor material, 
en franca insurrección contra su prometiente vendedor, sólo puede tenerse como tal 
desde el momento en que interversa abrupta y efectivamente su condición jurídica, o, 
a lo sumo desde cuando recibe la cosa del prometiente vendedor bajo tal condición.” 

 

Obsérvese que en relación al título o negocio jurídico que debe mediar entre el anterior 

poseedor y su sucesor, aunque no se exija la demostración de una posesión regular, la 

naturaleza de la negociación que existir entre estos si debe contener la entidad suficiente 

para poder derivar la negociación del derecho de posesión, excluyendo la promesa de 

compraventa, toda vez que en virtud de este negocio jurídico, las obligaciones que 

emergen para las partes contratantes, en particular, para el promitente vendedor, 

corresponde a una obligación de hacer, prestación diferente a la de transferir el derecho 

de posesión.  Por esa circunstancia, el Alto Tribunal de la Jurisdicción Ordinaria en su 

especialidad Civil, ha precisado que el contrato de promesa de compraventa no es 

documento apto para demostrar ese negocio jurídico que vincular el antecesor y sucesor 

del derecho de posesión.  

 

Esta sola circunstancia impide la prosperidad de las pretensiones incoadas por el 

Demandante, toda vez que, si se observa los medios de prueba documental que 

incorpora con la demanda, se tiene que los contratos de promesa de compraventa 

celebrados “presuntamente” el cuatro (4) de mayo de mil novecientos noventa y cuatro (1994), el 

doce (12) de junio de dos mil tres (2003), el veinte (20) de mayo de dos mil cinco (2005), treinta y 

uno (31) de marzo de dos mil trece (2013) y catorce (14) de mayo de dos mil trece (2013); no 

resultan ser demostrativos del negocio jurídico que debe existir entre el antecesor y el 

sucesor, respecto de la suma de posiciones que pretende demostrar la parte Actora.  Esto 

por cuanto, según se señaló anteriormente, los contratos de promesa de compraventa, 

tiene por finalidad convertirse en el acto jurídico de preparamiento o preliminar a la 

suscripción y perfeccionamiento del contrato de compraventa.  En síntesis, el contrato de 
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promesa de compraventa genera principalmente una obligación de hacer, como es, 

obligarse aquí en la fecha y hora acordada, el Promitente vendedor, suscriba contrato de 

compraventa, con la finalidad de transferir el derecho real de dominio de la cosa.    

 

Obsérvese que la obligación o prestación que surge en el contrato de promesa de 

compraventa, es diametralmente opuesta a la obligación o prestación que surge de la 

suscripción del contrato propiamente de compraventa, como quiera que el primero, 

obligaciones de hacer, esto es, desplegar un acto positivo en favor de otro; en tanto que 

en el contrato de compraventa, la prestación que surge es de dar, es decir, transferir el 

derecho real de dominio sobre la cosa negociada.   De manera que resulta diáfano 

considerar que a partir de la suscripción de los sucesivos contratos de promesa de 

compraventa que incorpora la parte demandante con la demanda, no se puede 

establecer de forma clara, fiable, concreta y detallada, la fecha para la cual, cada uno 

de los Promitentes vendedores, inició a realizar su posesión toda vez que los actos de señor 

y dueño no pueden contabilizarse desde la suscripción del contrato de promesa de 

compraventa, pues con este, se acepta la existencia de un dominio ajeno.  

 

Por último, en relación al último de los contratos de promesa de compraventa suscrito 

entre el señor HERNANDO PALACIOS ESCOBAR, en calidad de Promitente Vendedor, y la señora 

LAURA XIMENA MORA ESCOBAR, en calidad de Promitente Compradora, el catorce (14) de mayo 

de dos mil trece (2013), acto jurídico del cual se desprenden, cuando menos dos 

circunstancias: la primera de ellas relativo a que el señor HERNANDO PALACIOS ESCOBAR 

demandante en el presente proceso, entregó la tenencia física del bien inmueble a la 

LAURA XIMENA MORA ESCOBAR, esto es, con la intención de imaginarlo o transferirlo a otro 

patrimonio, lo cual, de golpe, desdice el argumento que persigue al interior del presente 

proceso, como es, que se le declare dueño, toda vez que existe una manifestación de su 

voluntad desde el catorce (14) de mayo de dos mil trece (2013) la cual tuvo por objeto 

desprenderse de la tenencia y posesión física del bien inmueble pretendido al interior del 

proceso.   Esto para precisar que, en gracia de discusión, si la cadena sucesiva de 

conexiones posesorias se acreditara, la legitimada por activa para presentar la demanda 

sería la señora LAURA XIMENA MORA ESCOBAR y no el señor HERNANDO PALACIOS ESCOBAR.  

 

Esto para precisar, que ninguno de los documentos que incorpora la parte demandante 

corresponden compraventas, pues estos documentos relacionados a las negociaciones 

que presuntamente se verificaron el tiempo entre los diversos poseedores que existieron, 

son contratos de promesa de compraventa, razón por la cual, no es posible que a través 

de un acto jurídico esta naturaleza se pueda considerar que existió una posesión pacífica 

e interrumpida, toda vez que la finalidad de las partes, en cada uno de sus actos jurídicos, 

fue la de prometer en venta el bien inmueble señalado anteriormente.  

 

Las consideraciones señaladas en presidencia, permiten concluir, sin hesitación alguna 

que la parte actora, además de no encontrarse legitimado para solicitar la declaratoria 

de pertenencia respecto del bien pretendido, tampoco reúnen las calidades señaladas 

en el fundamento fáctico del petitum, como es, la acreditación de los periodos de tiempo 

en los que aduce se verificó posesión, de forma pacífica, continua, e ininterrumpida, así 

como también de modo sucesivo entre los antecesores y sucesores que señala dentro de 

la demanda, toda vez que como quedó reseñado anteriormente, no se observa que 

existe una línea sucesiva de dominio, mediante los cuales, se puede determinar que otra 

vez de negocios jurídicos o actos idóneos, transfirieron de forma sucesiva el derecho de 

posesión, toda vez que los documentos que para el efecto se aporta, son contratos de 

promesa de compraventa, de los cuales no se puede inferir la existencia de la 
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negociabilidad del derecho de posesión.   Éstas razones dar al traste con la afirmación 

que pretende construir la parte actora en relación a su presunta condición de poseedor, 

aspecto que tampoco se encuentra acreditado dentro del sub lite, toda vez que se 

observa que es del año 2013 este suscribió un contrato de promesa de compraventa 

respecto a un bien ajeno y sobre el cual ha reconocido dominio ajeno, en los contratos 

de promesa suscritos con anterioridad.  

El señor SIERVO JIMÉNEZ MARTÍN y la señora AURA MARÍA MURCIA HURTADO han cancelado 

anualmente el pago del impuesto predial de la Matricula Inmobiliaria No. 50N – 20323874.  

El señor SIERVO JIMÉNEZ MARTÍN y la señora AURA MARÍA MURCIA HURTADO son adultos mayores, su 

bien inmueble fue invadido y poseído de una manera arbitraria desde el año dos mil 

quince (2015) además de haber recibido amenazas de muerte. 
 

AL TERCERO: Es cierto, lo relacionado a que los linderos del predio identificado con folio 

matrícula inmobiliaria No. 50N-20323874 se encuentran contenidos en Escritura Pública No. 

2092 del once (11) de julio de mil novecientos noventa y seis (1996). 

 

AL CUARTO: No es cierto, con la finalidad de poder analizar en detalle cada uno de las 

circunstancias o descripciones fácticas que realiza la parte Actora en relación a la 

sucesivas relaciones jurídicas que han sostenido los señores RAFAEL ANTONIO ROSSO PADILLA, 

FERNANDO BOCANEGRA COTTE, ERNESTO MOLINA CASTRO, EMILIO MEDINA MOSQUERA y HERNANDO 

PALACIOS ESCOBAR, respecto del inmueble base de la acción de pertenencia, es importante 

auscultar la génesis del objeto o cosa pretendida, así como los periodos o interregno 

sobre los cuales se aduce se ejerció de forma pacífica e interrumpida posesión.   

 

Según consta en Escritura Pública No. 2092 del once (11) de julio de mil novecientos noventa y 

seis (1996) otorgada ante la NOTARIA CUARENTA Y NUEVE (49) DEL CÍRCULO DE BOGOTÁ D.C., el bien 

inmueble ubicado base de la acción de pertenencia, corresponde al ubicado en la 

Carrera 7A No. 94B-07 del municipio de Usaquen, Departamento de Cundinamarca, e 

identificado con folio de matrícula inmobiliaria No. 50N-20323874, con área de extensión 

de setecientos veintisiete punto diecisiete metros cuadrados (727.17 m2).  Se tiene 

igualmente en el certificado de libertad y tradición, que la apertura de la matrícula 

inmobiliaria del precitado bien inmueble, sólo se verifica el trece (13) de noviembre de mil 

novecientos noventa y ocho (1998), al registrarse la precitada escritura pública.  

 

Los señores SIERVO JIMÉNEZ MARTÍN AURA MARÍA MURCIA HURTADO adquirieron el bien inmueble 

con matrícula inmobiliaria No. 50N-20323874 por medio de compraventa según Escritura 

Pública No. 2092 del once (11) de julio de mil novecientos noventa y seis (1996), acto jurídico en 

el cual intervino la señora JULIANA INÉS QUINTERO MARTÍNEZ identificada con la Cédula de 

Ciudadanía No. 49.729.508 expedida en Valledupar, quien obraba en su condición de 

Agente Especial del SUPERINTENDENTE DE SOCIEDADES en la administración de los negocios, 

bienes y haberes de la sociedad intervenida COMPAÑÍA PARCELADORA SAN LUIS LTDA., teniendo 

en tal carácter la Representación Legal de la misma, en calidad de Vendedora.  

 

La Escritura Pública No. 2092 del once (11) de julio de mil novecientos noventa y seis (1996) se 

registra el diez (10) de noviembre de mil novecientos noventa y ocho (1998) en la OFICINA DE 

REGISTRO DE INSTRUMENTOS PÚBLICOS DE BOGOTÁ, Zona Norte, bajo radicación No. 1998-73803 y 

como anotación No. 001.  
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El punto de partida del cual dimana la consolidación del derecho real de dominio es a 

partir de la convergencia tanto del título como del modo.  Para el caso concreto, es 

indiscutible que la Escritura Pública No. 2092 del once (11) de julio de mil novecientos noventa 

y seis (1996), constituye el título traslaticio de dominio por el cual los señores SIERVO JIMÉNEZ 

MARTÍN AURA MARÍA MURCIA HURTADO adquirieron de la COMPAÑÍA PARCELADORA SAN LUIS LTDA. el 

bien inmueble base de la presente acción de pertenencia.  Igualmente, se encuentra 

acreditado que el modo por el cual el derecho real de dominio se transfirió correspondió 

a la tradición, verificada ésta última con el registro de la precitada Escritura Pública en la 

OFICINA DE REGISTRO DE INSTRUMENTOS PÚBLICOS DE BOGOTÁ.  Asimismo, de los antecedentes 

fácticos señalados en precedencia, y que constan tanto en el certificado libertad y 

tradición del referido inmueble, así como la Escritura Pública No. 2092, si en gracia de 

discusión se hubiera presentado posesión, si se presentó, esta sólo puede acreditarse con 

algún grado de probabilidad desde el trece (13) de noviembre de mil novecientos noventa y 

ocho (1998), data para la cual se crea el referido bien inmueble, pues antes de esta fecha 

no existía jurídicamente derecho alguno sobre el prenotado bien inmueble, toda vez que 

el mismo no existía.  

 

Y esa circunstancia resulta de enorme trascendencia, para los efectos que persigue la 

parte Actora al interior del presente proceso, toda vez que el bien inmueble materia de 

controversia y sobre el cual pretende se le declare como su propietario es recibido “(…) el 
12 de junio de 2003, mediante contrato de venta, realizado entre el actor y el señor EMILIO MENA 
MOSQUERA, que venía ostentando [presuntamente] la posesión de dicho predio de manera 
pública, pacífica en interrumpida y explotándolo económicamente desde el mes de marzo de 1996, 
cuando se lo compró al señor ERNESTO MOLINA CASTRO, quien lo había adquirido de manos de 
igual forma del señor FERNANDO BOCANEGRA COTTE, último comprador en cadena que lo 
adquirió directamente del primer poseedor y titular del derecho adjudicación señor RAFAEL 
ANTONIO ROZA PADILLA, este último comprador y legítimo poseedor desde el año 1987 y 
propietario cuyo derecho de compra y adjudicación adquirió de la entonces COMPAÑÍA 
PARCELADORA SAN LUIS LTDA.” 

 

De la descripción fáctica realizada por la parte actora, se puede colegial con facilidad 

que el interés jurídico y probatorio al interior del proceso se centra en demostrar la 

existencia de una cadena sucesiva de periodos en los cuales “presuntamente” se 

ejecutaron acciones de señores y dueños, por algunas personas que aducen ser 

poseedores desde el año 1987.   La primer dificultad probatoria que se observa de este 

cometido, tiene que ver con que antes del trece (13) de noviembre de mil novecientos noventa 

y ocho (1998), data para la cual se apertura folio de matrícula inmobiliaria del bien 

pretendido, no es posible establecer con certeza la existencia de una posesión, toda vez 

que hasta antes de esta fecha, las dimensiones de los linderos, longitudes, área o 

superficie, extensión del terreno, inexistencia del es englobe, hacen jurídicamente inviable 

hacer cualquier consideración en torno a demostrar una posesión respecto a un previo 

que para entonces aún no existía en el tráfico jurídico. 

 

Sobre el particular, importa precisar que esta circunstancia no requiere medios de prueba 

testimonial que acrediten una posición con la entidad que le pretende imprimir la parte 

actora, toda vez que ninguno de los medios de prueba testimonial a usados con el libelo 

inicial, podrá demostrar la existencia de actos de señor y dueño durante un periodo o 

interregno en el cual el inmueble, bien o cosa pretendida, aún no existía.  Y aunque esa 

sola circunstancia permitiría dar al traste con la línea sucesiva, continua e ininterrumpida y 

de periodos de posesión que aduce o pretende demostrar la parte actora, toda vez, que 
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si existen vicios jurídicos u obstáculos que impiden el nacimiento del derecho de posesión, 

este mismo vicio en la creación de la posesión, se proyectará sobre las futuras relaciones 

jurídicas sustanciales que se pretendan demostrar, respecto al mismo inmueble.  

 

Lo anterior implica que, para que exista la denominada “suma de posesiones”, resulta 

necesario que la parte que pretende el reconocimiento mediante sentencia, el derecho 

real de dominio sobre la cosa pretendida, no solamente debe acreditar el interregno 

durante el cual ejerció actos de señor y dueño sobre el bien pretendido, sino también los 

actos de señorío que fueron ejercidos en los periodos de tiempo anteriores a su posesión, 

un título traslaticio de dominio apto así como la entrega del bien.   

 

Al respecto, la Honorable CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN CIVIL, en sentencia SC 

12323 del once (11) de septiembre de dos mil quince (2015), Magistrado Ponente, Doctor LUIS 

ARMANDO TOLOSA VILLABONA, señaló sobre la anexión o suma de posesiones lo siguiente: 

 
Recuérdese, centenariamente en una bien decantada doctrina probable7, esta Sala, 
incluyendo la memorada sentencia citada por el censor8, ha reiterado con claridad 
meridiana que para la concurrencia de la anexión válida de posesiones, el núcleo del 
instituto sumatorio “intervivos” se forja con la presencia de: i) negocio jurídico válido, 
esto es, que haya pleno consentimiento entre el poseedor que se despoja de la 
materialidad de la cosa y de quien la adquiere en su condición de causahabiente; ii) 
homogeneidad en la posesión, vista como identidad o uniformidad en la cosa poseída 
con sucesión cronológica ininterrumpida; de modo que el antecesor o antecesores, 
hayan sido poseedores del mismo bien formando una cadena de posesiones 
ininterrumpidas; y, ii) entrega de la cosa poseída. 
 
Con relación al primer elemento pergeñado, la Corporación ha mantenido la tesis 
según la cual, es necesario que exista un pontón traslativo que permita la creación de 
un vínculo sustancial entre el sucesor y el antecesor; como la compraventa, permuta, 
donación, aporte de sociedad, etc.; sin que necesariamente se requiera para su 
demostración escritura pública, porque ha modulado la antigua tesis, según la cual el 
título con virtualidad para anudar posesiones debía corresponder con la naturaleza 
jurídica del bien de que se tratara:  
 

"(…) Ahora bien, por su particular relación con el asunto que se examina resulta 
conveniente reiterar el aspecto de título singular generador de la sucesión de 
posesiones, que no puede perfeccionarse y, por ende, producir los efectos de 
agregación, sin que se cumpla con las  formalidades legales señaladas para el acto 
respectivo, es decir, por medio de público instrumento si se trata de la traslación del 
hecho de la posesión en inmuebles (…)"9.   
 
Precisamente, a partir del año 2007, flexibilizó esta doctrina, para admitir que un título 
cualquiera es suficiente. En este sentido, sostuvo: 
 

 
7 Art. 4 de la Ley 169 de 1896, C. Const. Sent. C-836 de 2001. 
 

8 CSJ. Casación civil, sentencia del cinco (5) de julio de dos mil siete (2007). 
 

9 CSJ. Civil. Sentencia del 26 de junio de 1986. También puede encontrarse en sentencias del 26 de junio 

de 1951 (LXX, pág. 408); 15 de febrero de 1966 (CXV, p. 123); 26 de agosto de 1969 (CXXI, p. 180); 21 de 

agosto de 1978; 13 de septiembre de 1980. 
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“(…) ¿Qué es lo que se negocia? Simplemente la posesión; o si se prefiere, los derechos 
derivados de la posesión. Y transmisión semejante no está atada a formalidad ninguna. (…)”.  
 
“(…). 
 
“(…) Por lo demás, requerir que en tales casos, para poder sumar posesiones, exhiba 
una escritura pública, es demandarle cosas como si él alegase ser poseedor regular, 
donde tal exigencia sí está justificada del todo. Una cosa es aducir suma de posesiones 
y otra alegar que se es poseedor regular”10 (Sublíneas fuera de texto original). 
 
Ahora bien, la no exigencia de la posesión regular, no elimina el requisito del vínculo 
o negocio jurídico que debe mediar entre sucesor y antecesor para que se verifique la 
suma de posesiones; de manera que el título debe contar con la idoneidad suficiente 
para demostrar que la posesión fue convenida, evitando así que la unión de 
posesiones provenga de ladrones o de usurpadores: “(…) Por consecuencia, un título 
cualquiera le es suficiente. Nada más que sea idóneo para acreditar que la posesión 
fue convenida o consentida con el antecesor. (…)”11. 
 
Sin embargo, la posesión de quien se reputa dueño sin serlo, supone el 
desconocimiento frontal de los derechos del propietario, por cuanto traduce rebelarse 
en un todo contra el verus domini, y a fortiori, cuando su derecho tiene como 
antecedente inmediato un negocio jurídico consistente en una promesa de contrato de 
compraventa celebrado con el mismo propietario inscrito y demandado, como 
eventual pontón para sumarla.  
 
Por regla general, quien obrando como propietario pleno celebra promesa de contrato 
en esas condiciones, sigue conservando el derecho de dominio; apenas contrae 
obligación de hacer, esto es, la de celebrar el contrato prometido, pero no ejecuta la 
tradición, tampoco la promesa envuelve la ejecución de una obligación de dar el 
derecho de dominio, simplemente apareja la de celebrar el contrato; apenas entrega la 
tenencia mas no la posesión de quien es dueño. Ni aun señalando que transfiere la 
posesión material al prometiente comprador y asentando que desde ese momento lo 
torna poseedor, puede éste reclamar la adjunción de esas posesiones porque el solo el 
hecho de demandar el derecho de dominio a su favor implica psíquica y 
conceptualmente combatir abiertamente al verus domini, y esta confrontación 
significa la ruptura automática y de pleno derecho del consentimiento que supone el 
negocio jurídico, y por supuesto, del conector, como elemento estructural de la suma 
de posesiones para que esta resulte válida. Esto es así, por cuanto el usucapiente al 
demandar al verdadero propietario o a quien se crea con derechos inscritos, desde una 
perspectiva objetiva como subjetiva, desquicia y rompe el consentimiento ínsito en el 
contrato, negocio o convenio que serviría para anudar las posesiones aditadas con 
aquél. Como corolario, quien en estas circunstancias demanda la declaración de 
pertenencia, rehúsa “in radice” cumplir lo pactado en el contrato que ha prometido 
celebrar.  
 
En tal caso, si el prometiente comprador se quiere postular como poseedor material, 
en franca insurrección contra su prometiente vendedor, sólo puede tenerse como tal 

 
10 CSJ. Civil. Sentencia del 5 de julio de 2007, citada. 
 

11 Ibídem. 
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desde el momento en que interversa abrupta y efectivamente su condición jurídica, o, 
a lo sumo desde cuando recibe la cosa del prometiente vendedor bajo tal condición.” 

 

Obsérvese que en relación al título o negocio jurídico que debe mediar entre el anterior 

poseedor y su sucesor, aunque no se exija la demostración de una posesión regular, la 

naturaleza de la negociación que existir entre estos si debe contener la entidad suficiente 

para poder derivar la negociación del derecho de posesión, excluyendo la promesa de 

compraventa, toda vez que en virtud de este negocio jurídico, las obligaciones que 

emergen para las partes contratantes, en particular, para el promitente vendedor, 

corresponde a una obligación de hacer, prestación diferente a la de transferir el derecho 

de posesión.  Por esa circunstancia, el Alto Tribunal de la Jurisdicción Ordinaria en su 

especialidad Civil, ha precisado que el contrato de promesa de compraventa no es 

documento apto para demostrar ese negocio jurídico que vincular el antecesor y sucesor 

del derecho de posesión.  

 

Esta sola circunstancia impide la prosperidad de las pretensiones incoadas por el 

Demandante, toda vez que, si se observa los medios de prueba documental que 

incorpora con la demanda, se tiene que los contratos de promesa de compraventa 

celebrados “presuntamente” el cuatro (4) de mayo de mil novecientos noventa y cuatro (1994), el 

doce (12) de junio de dos mil tres (2003), el veinte (20) de mayo de dos mil cinco (2005), treinta y 

uno (31) de marzo de dos mil trece (2013) y catorce (14) de mayo de dos mil trece (2013); no 

resultan ser demostrativos del negocio jurídico que debe existir entre el antecesor y el 

sucesor, respecto de la suma de posiciones que pretende demostrar la parte Actora.  Esto 

por cuanto, según se señaló anteriormente, los contratos de promesa de compraventa, 

tiene por finalidad convertirse en el acto jurídico de preparamiento o preliminar a la 

suscripción y perfeccionamiento del contrato de compraventa.  En síntesis, el contrato de 

promesa de compraventa genera principalmente una obligación de hacer, como es, 

obligarse aquí en la fecha y hora acordada, el Promitente vendedor, suscriba contrato de 

compraventa, con la finalidad de transferir el derecho real de dominio de la cosa.    

 

Obsérvese que la obligación o prestación que surge en el contrato de promesa de 

compraventa, es diametralmente opuesta a la obligación o prestación que surge de la 

suscripción del contrato propiamente de compraventa, como quiera que el primero, 

obligaciones de hacer, esto es, desplegar un acto positivo en favor de otro; en tanto que 

en el contrato de compraventa, la prestación que surge es de dar, es decir, transferir el 

derecho real de dominio sobre la cosa negociada.   De manera que resulta diáfano 

considerar que a partir de la suscripción de los sucesivos contratos de promesa de 

compraventa que incorpora la parte demandante con la demanda, no se puede 

establecer de forma clara, fiable, concreta y detallada, la fecha para la cual, cada uno 

de los Promitentes vendedores, inició a realizar su posesión toda vez que los actos de señor 

y dueño no pueden contabilizarse desde la suscripción del contrato de promesa de 

compraventa, pues con este, se acepta la existencia de un dominio ajeno.  

 

Por último, en relación al último de los contratos de promesa de compraventa suscrito 

entre el señor HERNANDO PALACIOS ESCOBAR, en calidad de Promitente Vendedor, y la señora 

LAURA XIMENA MORA ESCOBAR, en calidad de Promitente Compradora, el catorce (14) de mayo 

de dos mil trece (2013), acto jurídico del cual se desprenden, cuando menos dos 

circunstancias: la primera de ellas relativo a que el señor HERNANDO PALACIOS ESCOBAR 

demandante en el presente proceso, entregó la tenencia física del bien inmueble a la 

LAURA XIMENA MORA ESCOBAR, esto es, con la intención de imaginarlo o transferirlo a otro 

patrimonio, lo cual, de golpe, desdice el argumento que persigue al interior del presente 
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proceso, como es, que se le declare dueño, toda vez que existe una manifestación de su 

voluntad desde el catorce (14) de mayo de dos mil trece (2013) la cual tuvo por objeto 

desprenderse de la tenencia y posesión física del bien inmueble pretendido al interior del 

proceso.   Esto para precisar que, en gracia de discusión, si la cadena sucesiva de 

conexiones posesorias se acreditara, la legitimada por activa para presentar la demanda 

sería la señora LAURA XIMENA MORA ESCOBAR y no el señor HERNANDO PALACIOS ESCOBAR.  

 

Esto para precisar, que ninguno de los documentos que incorpora la parte demandante 

corresponden compraventas, pues estos documentos relacionados a las negociaciones 

que presuntamente se verificaron el tiempo entre los diversos poseedores que existieron, 

son contratos de promesa de compraventa, razón por la cual, no es posible que a través 

de un acto jurídico esta naturaleza se pueda considerar que existió una posesión pacífica 

e interrumpida, toda vez que la finalidad de las partes, en cada uno de sus actos jurídicos, 

fue la de prometer en venta el bien inmueble señalado anteriormente.  

 

Las consideraciones señaladas en presidencia, permiten concluir, sin hesitación alguna 

que la parte actora, además de no encontrarse legitimado para solicitar la declaratoria 

de pertenencia respecto del bien pretendido, tampoco reúnen las calidades señaladas 

en el fundamento fáctico del petitum, como es, la acreditación de los periodos de tiempo 

en los que aduce se verificó posesión, de forma pacífica, continua, e ininterrumpida, así 

como también de modo sucesivo entre los antecesores y sucesores que señala dentro de 

la demanda, toda vez que como quedó reseñado anteriormente, no se observa que 

existe una línea sucesiva de dominio, mediante los cuales, se puede determinar que otra 

vez de negocios jurídicos o actos idóneos, transfirieron de forma sucesiva el derecho de 

posesión, toda vez que los documentos que para el efecto se aporta, son contratos de 

promesa de compraventa, de los cuales no se puede inferir la existencia de la 

negociabilidad del derecho de posesión.   Éstas razones dar al traste con la afirmación 

que pretende construir la parte actora en relación a su presunta condición de poseedor, 

aspecto que tampoco se encuentra acreditado dentro del sub lite, toda vez que se 

observa que es del año 2013 este suscribió un contrato de promesa de compraventa 

respecto a un bien ajeno y sobre el cual ha reconocido dominio ajeno, en los contratos 

de promesa suscritos con anterioridad.   

 

Cumple igualmente precisar que la “presunta” posesión a que alude el Demandante, la 

cual en nuestro criterio es inexistente, pues carece de los elementos fácticos y jurídicos 

necesarios para su acreditación; no ha sido pacífica.  Obsérvese que es la misma parte 

Demandante quien confiesa que el señor SIERVO JIMÉNEZ MARTÍN promovió acción policiva 

ante la INSPECCIÓN SEGUNDA “A” DISTRITAL DE POLICÍA, de la ALCALDÍA LOCAL DE CHAPINERO, 

SECRETARÍA DE GOBIERNO DE BOGOTÁ D.C., por perturbación a la posesión por ocupación de 

hecho, proceso administrativo en el cual, el Demandado, señor SIERVO JIMÉNEZ MARTÍN, 

fungió como querellante, y el demandante, señor Hernando palacios Escobar, en calidad 

de querellado, con el Radicado No. 6442 - 2015.    

 

En las diferentes pesquisas, averiguaciones y pruebas que fueron practicadas dentro del 

proceso administrativo policivo, se constató que el demandante ocupó de hecho el 

inmueble objeto de reclamación en el presente proceso, realizando construcciones de 

forma improvisada, sin licencias para su construcción, así como también que el señor 

Hernando palacios Escobar ha enajenado el bien objeto de solicitud, a varios personas, 

entre ellas, a la señora ADRIANA BELLO GONZÁLEZ, pues en dicho proceso administrativo 

policía o si ya llegó copia del contrato de promesa de compraventa del veinte (20) de 

mayo de dos mil cinco (2005), celebrado, presuntamente, entre el señor HERNANDO PALACIOS 
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ESCOBAR y la señora ADRIANA BELLO GONZÁLEZ, en el cual, se comprometía a vender el lote de 

terreno marcado con el número 216 a interior cinco de la manzana M la Parceladora San 

Luis Ltda. y con nomenclatura oficial, Carrera 3 este No. 95-73, interior cinco, así como 

también el contrato de promesa de compraventa suscrito el 31 de marzo de 2013 entre el 

demandante y la señora ALZIRA GONZÁLEZ, MIGUEL ALBERTO BELLO GONZÁLEZ y ADRIANA BELLO 

GONZÁLEZ, por medio del cual se compromete en venta los interiores 5, 7 y 8, del predio No. 

216 de la manzana M del barrio San Luis de Chapinero.  

 

Es así como se puede establecer que la posesión que pretende demostrar la parte 

demandante, no ha sido pacífica, mucho menos es claro, toda vez que durante los 

últimos años han existido sendos contratos de promesa de compraventa, sin que exista 

claridad en el interior o fondo del asunto, quién es el sujeto derecho legitimado para 

presentar, si a ello hubiese derecho, demanda de pertenencia para solicitar la 

declaratoria de prescripción adquisitiva extraordinaria de dominio que ahora invoca la 

parte demandante. 

 

Lo anterior no es de poca monta, puesto que las vicisitudes procesales y probatorias que 

se ventilaron al interior del proceso administrativo policivo, dan cuenta de presuntas 

ventas que realizó el demandante desde el año 2005, y que a partir de la fecha se han 

realizado modificaciones o adecuaciones al predio por parte de estas personas, 

presuntamente como señores y dueños del predio, pero que tampoco se encuentran 

vinculados al interior del proceso.  Obsérvese que en la parte demandante al interior del 

proceso administrativo policía o no hizo oposición alguna a los presuntos actos de señorío 

que realizaron presuntamente los señores ADRIANA BELLO GONZÁLEZ, ALCIRA GONZÁLEZ 

RODRÍGUEZ, MIGUEL ALBERTO BELLO GONZÁLEZ y ADRIANA BELLO GONZÁLEZ, quienes afirmaron no 

reconocer dominio ajeno como circunstancia la cual la parte demandante en manera 

alguna y su oposición, razón por la cual, no existe claridad, correspondencia, consistencia 

y coherencia con lo que ahora se presenta en la demanda, toda vez que se ha permitido 

que otras personas se comporten como señores y dueños al interior del predio, manzana 

práctica que también se reprocha, es fundamental para los efectos que persigue la 

demanda, dejar sentado desde ahora que es el mismo demandante quien ha 

reconocido propiedad y posesión de sujetos externos en el mismo predio que ahora 

reclama como de su propiedad. 

 

AL QUINTO:  No es cierto, con la finalidad de poder analizar en detalle cada uno de las 

circunstancias o descripciones fácticas que realiza la parte Actora en relación a la 

sucesivas relaciones jurídicas que han sostenido los señores RAFAEL ANTONIO ROSSO PADILLA, 

FERNANDO BOCANEGRA COTTE, ERNESTO MOLINA CASTRO, EMILIO MEDINA MOSQUERA y HERNANDO 

PALACIOS ESCOBAR, respecto del inmueble base de la acción de pertenencia, es importante 

auscultar la génesis del objeto o cosa pretendida, así como los periodos o interregno 

sobre los cuales se aduce se ejerció de forma pacífica e interrumpida posesión.   

 

Según consta en Escritura Pública No. 2092 del once (11) de julio de mil novecientos noventa y 

seis (1996) otorgada ante la NOTARIA CUARENTA Y NUEVE (49) DEL CÍRCULO DE BOGOTÁ D.C., el bien 

inmueble ubicado base de la acción de pertenencia, corresponde al ubicado en la 

Carrera 7A No. 94B-07 del municipio de Usaquen, Departamento de Cundinamarca, e 

identificado con folio de matrícula inmobiliaria No. 50N-20323874, con área de extensión 

de setecientos veintisiete punto diecisiete metros cuadrados (727.17 m2).  Se tiene 

igualmente en el certificado de libertad y tradición, que la apertura de la matrícula 

inmobiliaria del precitado bien inmueble, sólo se verifica el trece (13) de noviembre de mil 

novecientos noventa y ocho (1998), al registrarse la precitada escritura pública.  



 

 
 
 

14 

 

Los señores SIERVO JIMÉNEZ MARTÍN AURA MARÍA MURCIA HURTADO adquirieron el bien inmueble 

con matrícula inmobiliaria No. 50N-20323874 por medio de compraventa según Escritura 

Pública No. 2092 del once (11) de julio de mil novecientos noventa y seis (1996), acto jurídico en 

el cual intervino la señora JULIANA INÉS QUINTERO MARTÍNEZ identificada con la Cédula de 

Ciudadanía No. 49.729.508 expedida en Valledupar, quien obraba en su condición de 

Agente Especial del SUPERINTENDENTE DE SOCIEDADES en la administración de los negocios, 

bienes y haberes de la sociedad intervenida COMPAÑÍA PARCELADORA SAN LUIS LTDA., teniendo 

en tal carácter la Representación Legal de la misma, en calidad de Vendedora.  

 

La Escritura Pública No. 2092 del once (11) de julio de mil novecientos noventa y seis (1996) se 

registra el diez (10) de noviembre de mil novecientos noventa y ocho (1998) en la OFICINA DE 

REGISTRO DE INSTRUMENTOS PÚBLICOS DE BOGOTÁ, Zona Norte, bajo radicación No. 1998-73803 y 

como anotación No. 001.  

 

El punto de partida del cual dimana la consolidación del derecho real de dominio es a 

partir de la convergencia tanto del título como del modo.  Para el caso concreto, es 

indiscutible que la Escritura Pública No. 2092 del once (11) de julio de mil novecientos noventa 

y seis (1996), constituye el título traslaticio de dominio por el cual los señores SIERVO JIMÉNEZ 

MARTÍN AURA MARÍA MURCIA HURTADO adquirieron de la COMPAÑÍA PARCELADORA SAN LUIS LTDA. el 

bien inmueble base de la presente acción de pertenencia.  Igualmente, se encuentra 

acreditado que el modo por el cual el derecho real de dominio se transfirió correspondió 

a la tradición, verificada ésta última con el registro de la precitada Escritura Pública en la 

OFICINA DE REGISTRO DE INSTRUMENTOS PÚBLICOS DE BOGOTÁ.  Asimismo, de los antecedentes 

fácticos señalados en precedencia, y que constan tanto en el certificado libertad y 

tradición del referido inmueble, así como la Escritura Pública No. 2092, si en gracia de 

discusión se hubiera presentado posesión, si se presentó, esta sólo puede acreditarse con 

algún grado de probabilidad desde el trece (13) de noviembre de mil novecientos noventa y 

ocho (1998), data para la cual se crea el referido bien inmueble, pues antes de esta fecha 

no existía jurídicamente derecho alguno sobre el prenotado bien inmueble, toda vez que 

el mismo no existía.  

 

Y esa circunstancia resulta de enorme trascendencia, para los efectos que persigue la 

parte Actora al interior del presente proceso, toda vez que el bien inmueble materia de 

controversia y sobre el cual pretende se le declare como su propietario es recibido “(…) el 
12 de junio de 2003, mediante contrato de venta, realizado entre el actor y el señor EMILIO MENA 
MOSQUERA, que venía ostentando [presuntamente] la posesión de dicho predio de manera 
pública, pacífica en interrumpida y explotándolo económicamente desde el mes de marzo de 1996, 
cuando se lo compró al señor ERNESTO MOLINA CASTRO, quien lo había adquirido de manos de 
igual forma del señor FERNANDO BOCANEGRA COTTE, último comprador en cadena que lo 
adquirió directamente del primer poseedor y titular del derecho adjudicación señor RAFAEL 
ANTONIO ROZA PADILLA, este último comprador y legítimo poseedor desde el año 1987 y 
propietario cuyo derecho de compra y adjudicación adquirió de la entonces COMPAÑÍA 
PARCELADORA SAN LUIS LTDA.” 

 

De la descripción fáctica realizada por la parte actora, se puede colegial con facilidad 

que el interés jurídico y probatorio al interior del proceso se centra en demostrar la 

existencia de una cadena sucesiva de periodos en los cuales “presuntamente” se 

ejecutaron acciones de señores y dueños, por algunas personas que aducen ser 

poseedores desde el año 1987.   La primer dificultad probatoria que se observa de este 
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cometido, tiene que ver con que antes del trece (13) de noviembre de mil novecientos noventa 

y ocho (1998), data para la cual se apertura folio de matrícula inmobiliaria del bien 

pretendido, no es posible establecer con certeza la existencia de una posesión, toda vez 

que hasta antes de esta fecha, las dimensiones de los linderos, longitudes, área o 

superficie, extensión del terreno, inexistencia del es englobe, hacen jurídicamente inviable 

hacer cualquier consideración en torno a demostrar una posesión respecto a un previo 

que para entonces aún no existía en el tráfico jurídico. 

 

Sobre el particular, importa precisar que esta circunstancia no requiere medios de prueba 

testimonial que acrediten una posición con la entidad que le pretende imprimir la parte 

actora, toda vez que ninguno de los medios de prueba testimonial a usados con el libelo 

inicial, podrá demostrar la existencia de actos de señor y dueño durante un periodo o 

interregno en el cual el inmueble, bien o cosa pretendida, aún no existía.  Y aunque esa 

sola circunstancia permitiría dar al traste con la línea sucesiva, continua e ininterrumpida y 

de periodos de posesión que aduce o pretende demostrar la parte actora, toda vez, que 

si existen vicios jurídicos u obstáculos que impiden el nacimiento del derecho de posesión, 

este mismo vicio en la creación de la posesión, se proyectará sobre las futuras relaciones 

jurídicas sustanciales que se pretendan demostrar, respecto al mismo inmueble.  

 

Lo anterior implica que, para que exista la denominada “suma de posesiones”, resulta 

necesario que la parte que pretende el reconocimiento mediante sentencia, el derecho 

real de dominio sobre la cosa pretendida, no solamente debe acreditar el interregno 

durante el cual ejerció actos de señor y dueño sobre el bien pretendido, sino también los 

actos de señorío que fueron ejercidos en los periodos de tiempo anteriores a su posesión, 

un título traslaticio de dominio apto así como la entrega del bien.   

 

Al respecto, la Honorable CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN CIVIL, en sentencia SC 

12323 del once (11) de septiembre de dos mil quince (2015), Magistrado Ponente, Doctor LUIS 

ARMANDO TOLOSA VILLABONA, señaló sobre la anexión o suma de posesiones lo siguiente: 

 

Recuérdese, centenariamente en una bien decantada doctrina probable12, esta Sala, 
incluyendo la memorada sentencia citada por el censor13, ha reiterado con claridad 
meridiana que para la concurrencia de la anexión válida de posesiones, el núcleo del 
instituto sumatorio “intervivos” se forja con la presencia de: i) negocio jurídico válido, 
esto es, que haya pleno consentimiento entre el poseedor que se despoja de la 
materialidad de la cosa y de quien la adquiere en su condición de causahabiente; ii) 
homogeneidad en la posesión, vista como identidad o uniformidad en la cosa poseída 
con sucesión cronológica ininterrumpida; de modo que el antecesor o antecesores, 
hayan sido poseedores del mismo bien formando una cadena de posesiones 
ininterrumpidas; y, ii) entrega de la cosa poseída. 
 
Con relación al primer elemento pergeñado, la Corporación ha mantenido la tesis 
según la cual, es necesario que exista un pontón traslativo que permita la creación de 
un vínculo sustancial entre el sucesor y el antecesor; como la compraventa, permuta, 
donación, aporte de sociedad, etc.; sin que necesariamente se requiera para su 
demostración escritura pública, porque ha modulado la antigua tesis, según la cual el 
título con virtualidad para anudar posesiones debía corresponder con la naturaleza 

 
12 Art. 4 de la Ley 169 de 1896, C. Const. Sent. C-836 de 2001. 
 

13 CSJ. Casación civil, sentencia del cinco (5) de julio de dos mil siete (2007). 
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jurídica del bien de que se tratara:  
 

"(…) Ahora bien, por su particular relación con el asunto que se examina resulta 
conveniente reiterar el aspecto de título singular generador de la sucesión de 
posesiones, que no puede perfeccionarse y, por ende, producir los efectos de 
agregación, sin que se cumpla con las  formalidades legales señaladas para el acto 
respectivo, es decir, por medio de público instrumento si se trata de la traslación del 
hecho de la posesión en inmuebles (…)"14.   
 
Precisamente, a partir del año 2007, flexibilizó esta doctrina, para admitir que un título 
cualquiera es suficiente. En este sentido, sostuvo: 
 
“(…) ¿Qué es lo que se negocia? Simplemente la posesión; o si se prefiere, los derechos 
derivados de la posesión. Y transmisión semejante no está atada a formalidad ninguna. (…)”.  
 

“(…). 
 
“(…) Por lo demás, requerir que en tales casos, para poder sumar posesiones, exhiba 
una escritura pública, es demandarle cosas como si él alegase ser poseedor regular, 
donde tal exigencia sí está justificada del todo. Una cosa es aducir suma de posesiones 
y otra alegar que se es poseedor regular”15 (Sublíneas fuera de texto original). 
 
Ahora bien, la no exigencia de la posesión regular, no elimina el requisito del vínculo 

o negocio jurídico que debe mediar entre sucesor y antecesor para que se verifique la 
suma de posesiones; de manera que el título debe contar con la idoneidad suficiente 
para demostrar que la posesión fue convenida, evitando así que la unión de 
posesiones provenga de ladrones o de usurpadores: “(…) Por consecuencia, un título 
cualquiera le es suficiente. Nada más que sea idóneo para acreditar que la posesión 
fue convenida o consentida con el antecesor. (…)”16. 
 
Sin embargo, la posesión de quien se reputa dueño sin serlo, supone el 
desconocimiento frontal de los derechos del propietario, por cuanto traduce rebelarse 
en un todo contra el verus domini, y a fortiori, cuando su derecho tiene como 
antecedente inmediato un negocio jurídico consistente en una promesa de contrato de 
compraventa celebrado con el mismo propietario inscrito y demandado, como 
eventual pontón para sumarla.  
 
Por regla general, quien obrando como propietario pleno celebra promesa de contrato 
en esas condiciones, sigue conservando el derecho de dominio; apenas contrae 
obligación de hacer, esto es, la de celebrar el contrato prometido, pero no ejecuta la 
tradición, tampoco la promesa envuelve la ejecución de una obligación de dar el 
derecho de dominio, simplemente apareja la de celebrar el contrato; apenas entrega la 
tenencia mas no la posesión de quien es dueño. Ni aun señalando que transfiere la 
posesión material al prometiente comprador y asentando que desde ese momento lo 

 
14 CSJ. Civil. Sentencia del 26 de junio de 1986. También puede encontrarse en sentencias del 26 de junio 

de 1951 (LXX, pág. 408); 15 de febrero de 1966 (CXV, p. 123); 26 de agosto de 1969 (CXXI, p. 180); 21 de 

agosto de 1978; 13 de septiembre de 1980. 
 

15 CSJ. Civil. Sentencia del 5 de julio de 2007, citada. 
 

16 Ibídem. 
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torna poseedor, puede éste reclamar la adjunción de esas posesiones porque el solo el 
hecho de demandar el derecho de dominio a su favor implica psíquica y 
conceptualmente combatir abiertamente al verus domini, y esta confrontación 
significa la ruptura automática y de pleno derecho del consentimiento que supone el 
negocio jurídico, y por supuesto, del conector, como elemento estructural de la suma 
de posesiones para que esta resulte válida. Esto es así, por cuanto el usucapiente al 
demandar al verdadero propietario o a quien se crea con derechos inscritos, desde una 
perspectiva objetiva como subjetiva, desquicia y rompe el consentimiento ínsito en el 
contrato, negocio o convenio que serviría para anudar las posesiones aditadas con 
aquél. Como corolario, quien en estas circunstancias demanda la declaración de 
pertenencia, rehúsa “in radice” cumplir lo pactado en el contrato que ha prometido 
celebrar.  
 
En tal caso, si el prometiente comprador se quiere postular como poseedor material, 
en franca insurrección contra su prometiente vendedor, sólo puede tenerse como tal 
desde el momento en que interversa abrupta y efectivamente su condición jurídica, o, 
a lo sumo desde cuando recibe la cosa del prometiente vendedor bajo tal condición.” 

 

Obsérvese que en relación al título o negocio jurídico que debe mediar entre el anterior 

poseedor y su sucesor, aunque no se exija la demostración de una posesión regular, la 

naturaleza de la negociación que existir entre estos si debe contener la entidad suficiente 

para poder derivar la negociación del derecho de posesión, excluyendo la promesa de 

compraventa, toda vez que en virtud de este negocio jurídico, las obligaciones que 

emergen para las partes contratantes, en particular, para el promitente vendedor, 

corresponde a una obligación de hacer, prestación diferente a la de transferir el derecho 

de posesión.  Por esa circunstancia, el Alto Tribunal de la Jurisdicción Ordinaria en su 

especialidad Civil, ha precisado que el contrato de promesa de compraventa no es 

documento apto para demostrar ese negocio jurídico que vincular el antecesor y sucesor 

del derecho de posesión.  

 

Esta sola circunstancia impide la prosperidad de las pretensiones incoadas por el 

Demandante, toda vez que, si se observa los medios de prueba documental que 

incorpora con la demanda, se tiene que los contratos de promesa de compraventa 

celebrados “presuntamente” el cuatro (4) de mayo de mil novecientos noventa y cuatro (1994), el 

doce (12) de junio de dos mil tres (2003), el veinte (20) de mayo de dos mil cinco (2005), treinta y 

uno (31) de marzo de dos mil trece (2013) y catorce (14) de mayo de dos mil trece (2013); no 

resultan ser demostrativos del negocio jurídico que debe existir entre el antecesor y el 

sucesor, respecto de la suma de posiciones que pretende demostrar la parte Actora.  Esto 

por cuanto, según se señaló anteriormente, los contratos de promesa de compraventa, 

tiene por finalidad convertirse en el acto jurídico de preparamiento o preliminar a la 

suscripción y perfeccionamiento del contrato de compraventa.  En síntesis, el contrato de 

promesa de compraventa genera principalmente una obligación de hacer, como es, 

obligarse aquí en la fecha y hora acordada, el Promitente vendedor, suscriba contrato de 

compraventa, con la finalidad de transferir el derecho real de dominio de la cosa.    

 

Obsérvese que la obligación o prestación que surge en el contrato de promesa de 

compraventa, es diametralmente opuesta a la obligación o prestación que surge de la 

suscripción del contrato propiamente de compraventa, como quiera que el primero, 

obligaciones de hacer, esto es, desplegar un acto positivo en favor de otro; en tanto que 

en el contrato de compraventa, la prestación que surge es de dar, es decir, transferir el 

derecho real de dominio sobre la cosa negociada.   De manera que resulta diáfano 
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considerar que a partir de la suscripción de los sucesivos contratos de promesa de 

compraventa que incorpora la parte demandante con la demanda, no se puede 

establecer de forma clara, fiable, concreta y detallada, la fecha para la cual, cada uno 

de los Promitentes vendedores, inició a realizar su posesión toda vez que los actos de señor 

y dueño no pueden contabilizarse desde la suscripción del contrato de promesa de 

compraventa, pues con este, se acepta la existencia de un dominio ajeno.  

 

Por último, en relación al último de los contratos de promesa de compraventa suscrito 

entre el señor HERNANDO PALACIOS ESCOBAR, en calidad de Promitente Vendedor, y la señora 

LAURA XIMENA MORA ESCOBAR, en calidad de Promitente Compradora, el catorce (14) de mayo 

de dos mil trece (2013), acto jurídico del cual se desprenden, cuando menos dos 

circunstancias: la primera de ellas relativo a que el señor HERNANDO PALACIOS ESCOBAR 

demandante en el presente proceso, entregó la tenencia física del bien inmueble a la 

LAURA XIMENA MORA ESCOBAR, esto es, con la intención de imaginarlo o transferirlo a otro 

patrimonio, lo cual, de golpe, desdice el argumento que persigue al interior del presente 

proceso, como es, que se le declare dueño, toda vez que existe una manifestación de su 

voluntad desde el catorce (14) de mayo de dos mil trece (2013) la cual tuvo por objeto 

desprenderse de la tenencia y posesión física del bien inmueble pretendido al interior del 

proceso.   Esto para precisar que, en gracia de discusión, si la cadena sucesiva de 

conexiones posesorias se acreditara, la legitimada por activa para presentar la demanda 

sería la señora LAURA XIMENA MORA ESCOBAR y no el señor HERNANDO PALACIOS ESCOBAR. 

 

Esto para precisar, que ninguno de los documentos que incorpora la parte demandante 

corresponden compraventas, pues estos documentos relacionados a las negociaciones 

que presuntamente se verificaron el tiempo entre los diversos poseedores que existieron, 

son contratos de promesa de compraventa, razón por la cual, no es posible que a través 

de un acto jurídico esta naturaleza se pueda considerar que existió una posesión pacífica 

e interrumpida, toda vez que la finalidad de las partes, en cada uno de sus actos jurídicos, 

fue la de prometer en venta el bien inmueble señalado anteriormente.  

 

Las consideraciones señaladas en presidencia, permiten concluir, sin hesitación alguna 

que la parte actora, además de no encontrarse legitimado para solicitar la declaratoria 

de pertenencia respecto del bien pretendido, tampoco reúnen las calidades señaladas 

en el fundamento fáctico del petitum, como es, la acreditación de los periodos de tiempo 

en los que aduce se verificó posesión, de forma pacífica, continua, e ininterrumpida, así 

como también de modo sucesivo entre los antecesores y sucesores que señala dentro de 

la demanda, toda vez que como quedó reseñado anteriormente, no se observa que 

existe una línea sucesiva de dominio, mediante los cuales, se puede determinar que otra 

vez de negocios jurídicos o actos idóneos, transfirieron de forma sucesiva el derecho de 

posesión, toda vez que los documentos que para el efecto se aporta, son contratos de 

promesa de compraventa, de los cuales no se puede inferir la existencia de la 

negociabilidad del derecho de posesión.   Éstas razones dar al traste con la afirmación 

que pretende construir la parte actora en relación a su presunta condición de poseedor, 

aspecto que tampoco se encuentra acreditado dentro del sub lite, toda vez que se 

observa que es del año 2013 este suscribió un contrato de promesa de compraventa 

respecto a un bien ajeno y sobre el cual ha reconocido dominio ajeno, en los contratos 

de promesa suscritos con anterioridad.   

 

AL SEXTO: :  No es cierto, con la finalidad de poder analizar en detalle cada uno de las 

circunstancias o descripciones fácticas que realiza la parte Actora en relación a la 

sucesivas relaciones jurídicas que han sostenido los señores RAFAEL ANTONIO ROSSO PADILLA, 
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FERNANDO BOCANEGRA COTTE, ERNESTO MOLINA CASTRO, EMILIO MEDINA MOSQUERA y HERNANDO 

PALACIOS ESCOBAR, respecto del inmueble base de la acción de pertenencia, es importante 

auscultar la génesis del objeto o cosa pretendida, así como los periodos o interregno 

sobre los cuales se aduce se ejerció de forma pacífica e interrumpida posesión.   

 

Según consta en Escritura Pública No. 2092 del once (11) de julio de mil novecientos noventa y 

seis (1996) otorgada ante la NOTARIA CUARENTA Y NUEVE (49) DEL CÍRCULO DE BOGOTÁ D.C., el bien 

inmueble ubicado base de la acción de pertenencia, corresponde al ubicado en la 

Carrera 7A No. 94B-07 del municipio de Usaquen, Departamento de Cundinamarca, e 

identificado con folio de matrícula inmobiliaria No. 50N-20323874, con área de extensión 

de setecientos veintisiete punto diecisiete metros cuadrados (727.17 m2).  Se tiene 

igualmente en el certificado de libertad y tradición, que la apertura de la matrícula 

inmobiliaria del precitado bien inmueble, sólo se verifica el trece (13) de noviembre de mil 

novecientos noventa y ocho (1998), al registrarse la precitada escritura pública.  

 

Los señores SIERVO JIMÉNEZ MARTÍN AURA MARÍA MURCIA HURTADO adquirieron el bien inmueble 

con matrícula inmobiliaria No. 50N-20323874 por medio de compraventa según Escritura 

Pública No. 2092 del once (11) de julio de mil novecientos noventa y seis (1996), acto jurídico en 

el cual intervino la señora JULIANA INÉS QUINTERO MARTÍNEZ identificada con la Cédula de 

Ciudadanía No. 49.729.508 expedida en Valledupar, quien obraba en su condición de 

Agente Especial del SUPERINTENDENTE DE SOCIEDADES en la administración de los negocios, 

bienes y haberes de la sociedad intervenida COMPAÑÍA PARCELADORA SAN LUIS LTDA., teniendo 

en tal carácter la Representación Legal de la misma, en calidad de Vendedora.  

 

La Escritura Pública No. 2092 del once (11) de julio de mil novecientos noventa y seis (1996) se 

registra el diez (10) de noviembre de mil novecientos noventa y ocho (1998) en la OFICINA DE 

REGISTRO DE INSTRUMENTOS PÚBLICOS DE BOGOTÁ, Zona Norte, bajo radicación No. 1998-73803 y 

como anotación No. 001.  

 

El punto de partida del cual dimana la consolidación del derecho real de dominio es a 

partir de la convergencia tanto del título como del modo.  Para el caso concreto, es 

indiscutible que la Escritura Pública No. 2092 del once (11) de julio de mil novecientos noventa 

y seis (1996), constituye el título traslaticio de dominio por el cual los señores SIERVO JIMÉNEZ 

MARTÍN AURA MARÍA MURCIA HURTADO adquirieron de la COMPAÑÍA PARCELADORA SAN LUIS LTDA. el 

bien inmueble base de la presente acción de pertenencia.  Igualmente, se encuentra 

acreditado que el modo por el cual el derecho real de dominio se transfirió correspondió 

a la tradición, verificada ésta última con el registro de la precitada Escritura Pública en la 

OFICINA DE REGISTRO DE INSTRUMENTOS PÚBLICOS DE BOGOTÁ.  Asimismo, de los antecedentes 

fácticos señalados en precedencia, y que constan tanto en el certificado libertad y 

tradición del referido inmueble, así como la Escritura Pública No. 2092, si en gracia de 

discusión se hubiera presentado posesión, si se presentó, esta sólo puede acreditarse con 

algún grado de probabilidad desde el trece (13) de noviembre de mil novecientos noventa y 

ocho (1998), data para la cual se crea el referido bien inmueble, pues antes de esta fecha 

no existía jurídicamente derecho alguno sobre el prenotado bien inmueble, toda vez que 

el mismo no existía.  

 

Y esa circunstancia resulta de enorme trascendencia, para los efectos que persigue la 

parte Actora al interior del presente proceso, toda vez que el bien inmueble materia de 

controversia y sobre el cual pretende se le declare como su propietario es recibido “(…) el 
12 de junio de 2003, mediante contrato de venta, realizado entre el actor y el señor EMILIO MENA 
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MOSQUERA, que venía ostentando [presuntamente] la posesión de dicho predio de manera 
pública, pacífica en interrumpida y explotándolo económicamente desde el mes de marzo de 1996, 
cuando se lo compró al señor ERNESTO MOLINA CASTRO, quien lo había adquirido de manos de 
igual forma del señor FERNANDO BOCANEGRA COTTE, último comprador en cadena que lo 
adquirió directamente del primer poseedor y titular del derecho adjudicación señor RAFAEL 
ANTONIO ROZA PADILLA, este último comprador y legítimo poseedor desde el año 1987 y 
propietario cuyo derecho de compra y adjudicación adquirió de la entonces COMPAÑÍA 
PARCELADORA SAN LUIS LTDA.” 

 

De la descripción fáctica realizada por la parte actora, se puede colegial con facilidad 

que el interés jurídico y probatorio al interior del proceso se centra en demostrar la 

existencia de una cadena sucesiva de periodos en los cuales “presuntamente” se 

ejecutaron acciones de señores y dueños, por algunas personas que aducen ser 

poseedores desde el año 1987.   La primer dificultad probatoria que se observa de este 

cometido, tiene que ver con que antes del trece (13) de noviembre de mil novecientos noventa 

y ocho (1998), data para la cual se apertura folio de matrícula inmobiliaria del bien 

pretendido, no es posible establecer con certeza la existencia de una posesión, toda vez 

que hasta antes de esta fecha, las dimensiones de los linderos, longitudes, área o 

superficie, extensión del terreno, inexistencia del es englobe, hacen jurídicamente inviable 

hacer cualquier consideración en torno a demostrar una posesión respecto a un previo 

que para entonces aún no existía en el tráfico jurídico. 

 

Sobre el particular, importa precisar que esta circunstancia no requiere medios de prueba 

testimonial que acrediten una posición con la entidad que le pretende imprimir la parte 

actora, toda vez que ninguno de los medios de prueba testimonial a usados con el libelo 

inicial, podrá demostrar la existencia de actos de señor y dueño durante un periodo o 

interregno en el cual el inmueble, bien o cosa pretendida, aún no existía.  Y aunque esa 

sola circunstancia permitiría dar al traste con la línea sucesiva, continua e ininterrumpida y 

de periodos de posesión que aduce o pretende demostrar la parte actora, toda vez, que 

si existen vicios jurídicos u obstáculos que impiden el nacimiento del derecho de posesión, 

este mismo vicio en la creación de la posesión, se proyectará sobre las futuras relaciones 

jurídicas sustanciales que se pretendan demostrar, respecto al mismo inmueble.  

 

Lo anterior implica que, para que exista la denominada “suma de posesiones”, resulta 

necesario que la parte que pretende el reconocimiento mediante sentencia, el derecho 

real de dominio sobre la cosa pretendida, no solamente debe acreditar el interregno 

durante el cual ejerció actos de señor y dueño sobre el bien pretendido, sino también los 

actos de señorío que fueron ejercidos en los periodos de tiempo anteriores a su posesión, 

un título traslaticio de dominio apto así como la entrega del bien.   

 

Al respecto, la Honorable CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN CIVIL, en sentencia SC 

12323 del once (11) de septiembre de dos mil quince (2015), Magistrado Ponente, Doctor LUIS 

ARMANDO TOLOSA VILLABONA, señaló sobre la anexión o suma de posesiones lo siguiente: 

 

Recuérdese, centenariamente en una bien decantada doctrina probable17, esta Sala, 
incluyendo la memorada sentencia citada por el censor18, ha reiterado con claridad 
meridiana que para la concurrencia de la anexión válida de posesiones, el núcleo del 

 
17 Art. 4 de la Ley 169 de 1896, C. Const. Sent. C-836 de 2001. 
 

18 CSJ. Casación civil, sentencia del cinco (5) de julio de dos mil siete (2007). 
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instituto sumatorio “intervivos” se forja con la presencia de: i) negocio jurídico válido, 
esto es, que haya pleno consentimiento entre el poseedor que se despoja de la 
materialidad de la cosa y de quien la adquiere en su condición de causahabiente; ii) 
homogeneidad en la posesión, vista como identidad o uniformidad en la cosa poseída 
con sucesión cronológica ininterrumpida; de modo que el antecesor o antecesores, 
hayan sido poseedores del mismo bien formando una cadena de posesiones 
ininterrumpidas; y, ii) entrega de la cosa poseída. 
 
Con relación al primer elemento pergeñado, la Corporación ha mantenido la tesis 
según la cual, es necesario que exista un pontón traslativo que permita la creación de 
un vínculo sustancial entre el sucesor y el antecesor; como la compraventa, permuta, 
donación, aporte de sociedad, etc.; sin que necesariamente se requiera para su 
demostración escritura pública, porque ha modulado la antigua tesis, según la cual el 
título con virtualidad para anudar posesiones debía corresponder con la naturaleza 
jurídica del bien de que se tratara:  
 

"(…) Ahora bien, por su particular relación con el asunto que se examina resulta 
conveniente reiterar el aspecto de título singular generador de la sucesión de 
posesiones, que no puede perfeccionarse y, por ende, producir los efectos de 
agregación, sin que se cumpla con las  formalidades legales señaladas para el acto 
respectivo, es decir, por medio de público instrumento si se trata de la traslación del 
hecho de la posesión en inmuebles (…)"19.   
 
Precisamente, a partir del año 2007, flexibilizó esta doctrina, para admitir que un título 
cualquiera es suficiente. En este sentido, sostuvo: 
 
“(…) ¿Qué es lo que se negocia? Simplemente la posesión; o si se prefiere, los derechos 
derivados de la posesión. Y transmisión semejante no está atada a formalidad ninguna. (…)”.  
 
“(…). 
 
“(…) Por lo demás, requerir que en tales casos, para poder sumar posesiones, exhiba 
una escritura pública, es demandarle cosas como si él alegase ser poseedor regular, 
donde tal exigencia sí está justificada del todo. Una cosa es aducir suma de posesiones 
y otra alegar que se es poseedor regular”20 (Sublíneas fuera de texto original). 
 
Ahora bien, la no exigencia de la posesión regular, no elimina el requisito del vínculo 
o negocio jurídico que debe mediar entre sucesor y antecesor para que se verifique la 
suma de posesiones; de manera que el título debe contar con la idoneidad suficiente 
para demostrar que la posesión fue convenida, evitando así que la unión de 
posesiones provenga de ladrones o de usurpadores: “(…) Por consecuencia, un título 
cualquiera le es suficiente. Nada más que sea idóneo para acreditar que la posesión 
fue convenida o consentida con el antecesor. (…)”21. 
 

 
19 CSJ. Civil. Sentencia del 26 de junio de 1986. También puede encontrarse en sentencias del 26 de junio 

de 1951 (LXX, pág. 408); 15 de febrero de 1966 (CXV, p. 123); 26 de agosto de 1969 (CXXI, p. 180); 21 de 

agosto de 1978; 13 de septiembre de 1980. 
 

20 CSJ. Civil. Sentencia del 5 de julio de 2007, citada. 
 

21 Ibídem. 
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Sin embargo, la posesión de quien se reputa dueño sin serlo, supone el 
desconocimiento frontal de los derechos del propietario, por cuanto traduce rebelarse 
en un todo contra el verus domini, y a fortiori, cuando su derecho tiene como 
antecedente inmediato un negocio jurídico consistente en una promesa de contrato de 
compraventa celebrado con el mismo propietario inscrito y demandado, como 
eventual pontón para sumarla.  
 
Por regla general, quien obrando como propietario pleno celebra promesa de contrato 
en esas condiciones, sigue conservando el derecho de dominio; apenas contrae 
obligación de hacer, esto es, la de celebrar el contrato prometido, pero no ejecuta la 
tradición, tampoco la promesa envuelve la ejecución de una obligación de dar el 
derecho de dominio, simplemente apareja la de celebrar el contrato; apenas entrega la 
tenencia mas no la posesión de quien es dueño. Ni aun señalando que transfiere la 
posesión material al prometiente comprador y asentando que desde ese momento lo 
torna poseedor, puede éste reclamar la adjunción de esas posesiones porque el solo el 
hecho de demandar el derecho de dominio a su favor implica psíquica y 
conceptualmente combatir abiertamente al verus domini, y esta confrontación 
significa la ruptura automática y de pleno derecho del consentimiento que supone el 
negocio jurídico, y por supuesto, del conector, como elemento estructural de la suma 
de posesiones para que esta resulte válida. Esto es así, por cuanto el usucapiente al 
demandar al verdadero propietario o a quien se crea con derechos inscritos, desde una 
perspectiva objetiva como subjetiva, desquicia y rompe el consentimiento ínsito en el 
contrato, negocio o convenio que serviría para anudar las posesiones aditadas con 
aquél. Como corolario, quien en estas circunstancias demanda la declaración de 
pertenencia, rehúsa “in radice” cumplir lo pactado en el contrato que ha prometido 
celebrar.  
 
En tal caso, si el prometiente comprador se quiere postular como poseedor material, 
en franca insurrección contra su prometiente vendedor, sólo puede tenerse como tal 
desde el momento en que interversa abrupta y efectivamente su condición jurídica, o, 
a lo sumo desde cuando recibe la cosa del prometiente vendedor bajo tal condición.” 

 

Obsérvese que en relación al título o negocio jurídico que debe mediar entre el anterior 

poseedor y su sucesor, aunque no se exija la demostración de una posesión regular, la 

naturaleza de la negociación que existir entre estos si debe contener la entidad suficiente 

para poder derivar la negociación del derecho de posesión, excluyendo la promesa de 

compraventa, toda vez que en virtud de este negocio jurídico, las obligaciones que 

emergen para las partes contratantes, en particular, para el promitente vendedor, 

corresponde a una obligación de hacer, prestación diferente a la de transferir el derecho 

de posesión.  Por esa circunstancia, el Alto Tribunal de la Jurisdicción Ordinaria en su 

especialidad Civil, ha precisado que el contrato de promesa de compraventa no es 

documento apto para demostrar ese negocio jurídico que vincular el antecesor y sucesor 

del derecho de posesión.  

 

Esta sola circunstancia impide la prosperidad de las pretensiones incoadas por el 

Demandante, toda vez que, si se observa los medios de prueba documental que 

incorpora con la demanda, se tiene que los contratos de promesa de compraventa 

celebrados “presuntamente” el cuatro (4) de mayo de mil novecientos noventa y cuatro (1994), el 

doce (12) de junio de dos mil tres (2003), el veinte (20) de mayo de dos mil cinco (2005), treinta y 

uno (31) de marzo de dos mil trece (2013) y catorce (14) de mayo de dos mil trece (2013); no 
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resultan ser demostrativos del negocio jurídico que debe existir entre el antecesor y el 

sucesor, respecto de la suma de posiciones que pretende demostrar la parte Actora.  Esto 

por cuanto, según se señaló anteriormente, los contratos de promesa de compraventa, 

tiene por finalidad convertirse en el acto jurídico de preparamiento o preliminar a la 

suscripción y perfeccionamiento del contrato de compraventa.  En síntesis, el contrato de 

promesa de compraventa genera principalmente una obligación de hacer, como es, 

obligarse aquí en la fecha y hora acordada, el Promitente vendedor, suscriba contrato de 

compraventa, con la finalidad de transferir el derecho real de dominio de la cosa.    

 

Obsérvese que la obligación o prestación que surge en el contrato de promesa de 

compraventa, es diametralmente opuesta a la obligación o prestación que surge de la 

suscripción del contrato propiamente de compraventa, como quiera que el primero, 

obligaciones de hacer, esto es, desplegar un acto positivo en favor de otro; en tanto que 

en el contrato de compraventa, la prestación que surge es de dar, es decir, transferir el 

derecho real de dominio sobre la cosa negociada.   De manera que resulta diáfano 

considerar que a partir de la suscripción de los sucesivos contratos de promesa de 

compraventa que incorpora la parte demandante con la demanda, no se puede 

establecer de forma clara, fiable, concreta y detallada, la fecha para la cual, cada uno 

de los Promitentes vendedores, inició a realizar su posesión toda vez que los actos de señor 

y dueño no pueden contabilizarse desde la suscripción del contrato de promesa de 

compraventa, pues con este, se acepta la existencia de un dominio ajeno.  

 

Por último, en relación al último de los contratos de promesa de compraventa suscrito 

entre el señor HERNANDO PALACIOS ESCOBAR, en calidad de Promitente Vendedor, y la señora 

LAURA XIMENA MORA ESCOBAR, en calidad de Promitente Compradora, el catorce (14) de mayo 

de dos mil trece (2013), acto jurídico del cual se desprenden, cuando menos dos 

circunstancias: la primera de ellas relativo a que el señor HERNANDO PALACIOS ESCOBAR 

demandante en el presente proceso, entregó la tenencia física del bien inmueble a la 

LAURA XIMENA MORA ESCOBAR, esto es, con la intención de imaginarlo o transferirlo a otro 

patrimonio, lo cual, de golpe, desdice el argumento que persigue al interior del presente 

proceso, como es, que se le declare dueño, toda vez que existe una manifestación de su 

voluntad desde el catorce (14) de mayo de dos mil trece (2013) la cual tuvo por objeto 

desprenderse de la tenencia y posesión física del bien inmueble pretendido al interior del 

proceso.   Esto para precisar que, en gracia de discusión, si la cadena sucesiva de 

conexiones posesorias se acreditara, la legitimada por activa para presentar la demanda 

sería la señora LAURA XIMENA MORA ESCOBAR y no el señor HERNANDO PALACIOS ESCOBAR. 

 

Esto para precisar, que ninguno de los documentos que incorpora la parte demandante 

corresponden compraventas, pues estos documentos relacionados a las negociaciones 

que presuntamente se verificaron el tiempo entre los diversos poseedores que existieron, 

son contratos de promesa de compraventa, razón por la cual, no es posible que a través 

de un acto jurídico esta naturaleza se pueda considerar que existió una posesión pacífica 

e interrumpida, toda vez que la finalidad de las partes, en cada uno de sus actos jurídicos, 

fue la de prometer en venta el bien inmueble señalado anteriormente.  

 

Las consideraciones señaladas en presidencia, permiten concluir, sin hesitación alguna 

que la parte actora, además de no encontrarse legitimado para solicitar la declaratoria 

de pertenencia respecto del bien pretendido, tampoco reúnen las calidades señaladas 

en el fundamento fáctico del petitum, como es, la acreditación de los periodos de tiempo 

en los que aduce se verificó posesión, de forma pacífica, continua, e ininterrumpida, así 

como también de modo sucesivo entre los antecesores y sucesores que señala dentro de 
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la demanda, toda vez que como quedó reseñado anteriormente, no se observa que 

existe una línea sucesiva de dominio, mediante los cuales, se puede determinar que otra 

vez de negocios jurídicos o actos idóneos, transfirieron de forma sucesiva el derecho de 

posesión, toda vez que los documentos que para el efecto se aporta, son contratos de 

promesa de compraventa, de los cuales no se puede inferir la existencia de la 

negociabilidad del derecho de posesión.   Éstas razones dar al traste con la afirmación 

que pretende construir la parte actora en relación a su presunta condición de poseedor, 

aspecto que tampoco se encuentra acreditado dentro del sub lite, toda vez que se 

observa que es del año 2013 este suscribió un contrato de promesa de compraventa 

respecto a un bien ajeno y sobre el cual ha reconocido dominio ajeno, en los contratos 

de promesa suscritos con anterioridad.   

 

AL SÉPTIMO: :  No es cierto, con la finalidad de poder analizar en detalle cada uno de las 

circunstancias o descripciones fácticas que realiza la parte Actora en relación a la 

sucesivas relaciones jurídicas que han sostenido los señores RAFAEL ANTONIO ROSSO PADILLA, 

FERNANDO BOCANEGRA COTTE, ERNESTO MOLINA CASTRO, EMILIO MEDINA MOSQUERA y HERNANDO 

PALACIOS ESCOBAR, respecto del inmueble base de la acción de pertenencia, es importante 

auscultar la génesis del objeto o cosa pretendida, así como los periodos o interregno 

sobre los cuales se aduce se ejerció de forma pacífica e interrumpida posesión.   

 

Según consta en Escritura Pública No. 2092 del once (11) de julio de mil novecientos noventa y 

seis (1996) otorgada ante la NOTARIA CUARENTA Y NUEVE (49) DEL CÍRCULO DE BOGOTÁ D.C., el bien 

inmueble ubicado base de la acción de pertenencia, corresponde al ubicado en la 

Carrera 7A No. 94B-07 del municipio de Usaquen, Departamento de Cundinamarca, e 

identificado con folio de matrícula inmobiliaria No. 50N-20323874, con área de extensión 

de setecientos veintisiete punto diecisiete metros cuadrados (727.17 m2).  Se tiene 

igualmente en el certificado de libertad y tradición, que la apertura de la matrícula 

inmobiliaria del precitado bien inmueble, sólo se verifica el trece (13) de noviembre de mil 

novecientos noventa y ocho (1998), al registrarse la precitada escritura pública.  

 

Los señores SIERVO JIMÉNEZ MARTÍN AURA MARÍA MURCIA HURTADO adquirieron el bien inmueble 

con matrícula inmobiliaria No. 50N-20323874 por medio de compraventa según Escritura 

Pública No. 2092 del once (11) de julio de mil novecientos noventa y seis (1996), acto jurídico en 

el cual intervino la señora JULIANA INÉS QUINTERO MARTÍNEZ identificada con la Cédula de 

Ciudadanía No. 49.729.508 expedida en Valledupar, quien obraba en su condición de 

Agente Especial del SUPERINTENDENTE DE SOCIEDADES en la administración de los negocios, 

bienes y haberes de la sociedad intervenida COMPAÑÍA PARCELADORA SAN LUIS LTDA., teniendo 

en tal carácter la Representación Legal de la misma, en calidad de Vendedora.  

 

La Escritura Pública No. 2092 del once (11) de julio de mil novecientos noventa y seis (1996) se 

registra el diez (10) de noviembre de mil novecientos noventa y ocho (1998) en la OFICINA DE 

REGISTRO DE INSTRUMENTOS PÚBLICOS DE BOGOTÁ, Zona Norte, bajo radicación No. 1998-73803 y 

como anotación No. 001.  

 

El punto de partida del cual dimana la consolidación del derecho real de dominio es a 

partir de la convergencia tanto del título como del modo.  Para el caso concreto, es 

indiscutible que la Escritura Pública No. 2092 del once (11) de julio de mil novecientos noventa 

y seis (1996), constituye el título traslaticio de dominio por el cual los señores SIERVO JIMÉNEZ 

MARTÍN AURA MARÍA MURCIA HURTADO adquirieron de la COMPAÑÍA PARCELADORA SAN LUIS LTDA. el 

bien inmueble base de la presente acción de pertenencia.  Igualmente, se encuentra 
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acreditado que el modo por el cual el derecho real de dominio se transfirió correspondió 

a la tradición, verificada ésta última con el registro de la precitada Escritura Pública en la 

OFICINA DE REGISTRO DE INSTRUMENTOS PÚBLICOS DE BOGOTÁ.  Asimismo, de los antecedentes 

fácticos señalados en precedencia, y que constan tanto en el certificado libertad y 

tradición del referido inmueble, así como la Escritura Pública No. 2092, si en gracia de 

discusión se hubiera presentado posesión, si se presentó, esta sólo puede acreditarse con 

algún grado de probabilidad desde el trece (13) de noviembre de mil novecientos noventa y 

ocho (1998), data para la cual se crea el referido bien inmueble, pues antes de esta fecha 

no existía jurídicamente derecho alguno sobre el prenotado bien inmueble, toda vez que 

el mismo no existía.  

 

Y esa circunstancia resulta de enorme trascendencia, para los efectos que persigue la 

parte Actora al interior del presente proceso, toda vez que el bien inmueble materia de 

controversia y sobre el cual pretende se le declare como su propietario es recibido “(…) el 
12 de junio de 2003, mediante contrato de venta, realizado entre el actor y el señor EMILIO MENA 
MOSQUERA, que venía ostentando [presuntamente] la posesión de dicho predio de manera 
pública, pacífica en interrumpida y explotándolo económicamente desde el mes de marzo de 1996, 
cuando se lo compró al señor ERNESTO MOLINA CASTRO, quien lo había adquirido de manos de 
igual forma del señor FERNANDO BOCANEGRA COTTE, último comprador en cadena que lo 
adquirió directamente del primer poseedor y titular del derecho adjudicación señor RAFAEL 
ANTONIO ROZA PADILLA, este último comprador y legítimo poseedor desde el año 1987 y 
propietario cuyo derecho de compra y adjudicación adquirió de la entonces COMPAÑÍA 
PARCELADORA SAN LUIS LTDA.” 

 

De la descripción fáctica realizada por la parte actora, se puede colegial con facilidad 

que el interés jurídico y probatorio al interior del proceso se centra en demostrar la 

existencia de una cadena sucesiva de periodos en los cuales “presuntamente” se 

ejecutaron acciones de señores y dueños, por algunas personas que aducen ser 

poseedores desde el año 1987.   La primer dificultad probatoria que se observa de este 

cometido, tiene que ver con que antes del trece (13) de noviembre de mil novecientos noventa 

y ocho (1998), data para la cual se apertura folio de matrícula inmobiliaria del bien 

pretendido, no es posible establecer con certeza la existencia de una posesión, toda vez 

que hasta antes de esta fecha, las dimensiones de los linderos, longitudes, área o 

superficie, extensión del terreno, inexistencia del es englobe, hacen jurídicamente inviable 

hacer cualquier consideración en torno a demostrar una posesión respecto a un previo 

que para entonces aún no existía en el tráfico jurídico. 

 

Sobre el particular, importa precisar que esta circunstancia no requiere medios de prueba 

testimonial que acrediten una posición con la entidad que le pretende imprimir la parte 

actora, toda vez que ninguno de los medios de prueba testimonial a usados con el libelo 

inicial, podrá demostrar la existencia de actos de señor y dueño durante un periodo o 

interregno en el cual el inmueble, bien o cosa pretendida, aún no existía.  Y aunque esa 

sola circunstancia permitiría dar al traste con la línea sucesiva, continua e ininterrumpida y 

de periodos de posesión que aduce o pretende demostrar la parte actora, toda vez, que 

si existen vicios jurídicos u obstáculos que impiden el nacimiento del derecho de posesión, 

este mismo vicio en la creación de la posesión, se proyectará sobre las futuras relaciones 

jurídicas sustanciales que se pretendan demostrar, respecto al mismo inmueble.  

 

Lo anterior implica que, para que exista la denominada “suma de posesiones”, resulta 

necesario que la parte que pretende el reconocimiento mediante sentencia, el derecho 

real de dominio sobre la cosa pretendida, no solamente debe acreditar el interregno 
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durante el cual ejerció actos de señor y dueño sobre el bien pretendido, sino también los 

actos de señorío que fueron ejercidos en los periodos de tiempo anteriores a su posesión, 

un título traslaticio de dominio apto así como la entrega del bien.   

 

Al respecto, la Honorable CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN CIVIL, en sentencia SC 

12323 del once (11) de septiembre de dos mil quince (2015), Magistrado Ponente, Doctor LUIS 

ARMANDO TOLOSA VILLABONA, señaló sobre la anexión o suma de posesiones lo siguiente: 

 

Recuérdese, centenariamente en una bien decantada doctrina probable22, esta Sala, 
incluyendo la memorada sentencia citada por el censor23, ha reiterado con claridad 
meridiana que para la concurrencia de la anexión válida de posesiones, el núcleo del 
instituto sumatorio “intervivos” se forja con la presencia de: i) negocio jurídico válido, 
esto es, que haya pleno consentimiento entre el poseedor que se despoja de la 
materialidad de la cosa y de quien la adquiere en su condición de causahabiente; ii) 
homogeneidad en la posesión, vista como identidad o uniformidad en la cosa poseída 
con sucesión cronológica ininterrumpida; de modo que el antecesor o antecesores, 
hayan sido poseedores del mismo bien formando una cadena de posesiones 
ininterrumpidas; y, ii) entrega de la cosa poseída. 
 
Con relación al primer elemento pergeñado, la Corporación ha mantenido la tesis 
según la cual, es necesario que exista un pontón traslativo que permita la creación de 
un vínculo sustancial entre el sucesor y el antecesor; como la compraventa, permuta, 
donación, aporte de sociedad, etc.; sin que necesariamente se requiera para su 
demostración escritura pública, porque ha modulado la antigua tesis, según la cual el 
título con virtualidad para anudar posesiones debía corresponder con la naturaleza 
jurídica del bien de que se tratara:  
 
"(…) Ahora bien, por su particular relación con el asunto que se examina resulta 
conveniente reiterar el aspecto de título singular generador de la sucesión de 
posesiones, que no puede perfeccionarse y, por ende, producir los efectos de 
agregación, sin que se cumpla con las  formalidades legales señaladas para el acto 
respectivo, es decir, por medio de público instrumento si se trata de la traslación del 
hecho de la posesión en inmuebles (…)"24.   
 
Precisamente, a partir del año 2007, flexibilizó esta doctrina, para admitir que un título 
cualquiera es suficiente. En este sentido, sostuvo: 
 
“(…) ¿Qué es lo que se negocia? Simplemente la posesión; o si se prefiere, los derechos 
derivados de la posesión. Y transmisión semejante no está atada a formalidad ninguna. (…)”.  
 
“(…). 
 
“(…) Por lo demás, requerir que en tales casos, para poder sumar posesiones, exhiba 
una escritura pública, es demandarle cosas como si él alegase ser poseedor regular, 

 
22 Art. 4 de la Ley 169 de 1896, C. Const. Sent. C-836 de 2001. 
 

23 CSJ. Casación civil, sentencia del cinco (5) de julio de dos mil siete (2007). 
 

24 CSJ. Civil. Sentencia del 26 de junio de 1986. También puede encontrarse en sentencias del 26 de junio 

de 1951 (LXX, pág. 408); 15 de febrero de 1966 (CXV, p. 123); 26 de agosto de 1969 (CXXI, p. 180); 21 de 

agosto de 1978; 13 de septiembre de 1980. 
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donde tal exigencia sí está justificada del todo. Una cosa es aducir suma de posesiones 
y otra alegar que se es poseedor regular”25 (Sublíneas fuera de texto original). 
 
Ahora bien, la no exigencia de la posesión regular, no elimina el requisito del vínculo 
o negocio jurídico que debe mediar entre sucesor y antecesor para que se verifique la 
suma de posesiones; de manera que el título debe contar con la idoneidad suficiente 
para demostrar que la posesión fue convenida, evitando así que la unión de 
posesiones provenga de ladrones o de usurpadores: “(…) Por consecuencia, un título 
cualquiera le es suficiente. Nada más que sea idóneo para acreditar que la posesión 
fue convenida o consentida con el antecesor. (…)”26. 
 
Sin embargo, la posesión de quien se reputa dueño sin serlo, supone el 
desconocimiento frontal de los derechos del propietario, por cuanto traduce rebelarse 
en un todo contra el verus domini, y a fortiori, cuando su derecho tiene como 
antecedente inmediato un negocio jurídico consistente en una promesa de contrato de 
compraventa celebrado con el mismo propietario inscrito y demandado, como 
eventual pontón para sumarla.  
 
Por regla general, quien obrando como propietario pleno celebra promesa de contrato 
en esas condiciones, sigue conservando el derecho de dominio; apenas contrae 
obligación de hacer, esto es, la de celebrar el contrato prometido, pero no ejecuta la 
tradición, tampoco la promesa envuelve la ejecución de una obligación de dar el 
derecho de dominio, simplemente apareja la de celebrar el contrato; apenas entrega la 
tenencia mas no la posesión de quien es dueño. Ni aun señalando que transfiere la 
posesión material al prometiente comprador y asentando que desde ese momento lo 
torna poseedor, puede éste reclamar la adjunción de esas posesiones porque el solo el 
hecho de demandar el derecho de dominio a su favor implica psíquica y 
conceptualmente combatir abiertamente al verus domini, y esta confrontación 
significa la ruptura automática y de pleno derecho del consentimiento que supone el 
negocio jurídico, y por supuesto, del conector, como elemento estructural de la suma 
de posesiones para que esta resulte válida. Esto es así, por cuanto el usucapiente al 
demandar al verdadero propietario o a quien se crea con derechos inscritos, desde una 

perspectiva objetiva como subjetiva, desquicia y rompe el consentimiento ínsito en el 
contrato, negocio o convenio que serviría para anudar las posesiones aditadas con 
aquél. Como corolario, quien en estas circunstancias demanda la declaración de 
pertenencia, rehúsa “in radice” cumplir lo pactado en el contrato que ha prometido 
celebrar.  
 
En tal caso, si el prometiente comprador se quiere postular como poseedor material, 
en franca insurrección contra su prometiente vendedor, sólo puede tenerse como tal 

desde el momento en que interversa abrupta y efectivamente su condición jurídica, o, 
a lo sumo desde cuando recibe la cosa del prometiente vendedor bajo tal condición.” 

 

Obsérvese que en relación al título o negocio jurídico que debe mediar entre el anterior 

poseedor y su sucesor, aunque no se exija la demostración de una posesión regular, la 

naturaleza de la negociación que existir entre estos si debe contener la entidad suficiente 

para poder derivar la negociación del derecho de posesión, excluyendo la promesa de 

 
25 CSJ. Civil. Sentencia del 5 de julio de 2007, citada. 
 

26 Ibídem. 
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compraventa, toda vez que en virtud de este negocio jurídico, las obligaciones que 

emergen para las partes contratantes, en particular, para el promitente vendedor, 

corresponde a una obligación de hacer, prestación diferente a la de transferir el derecho 

de posesión.  Por esa circunstancia, el Alto Tribunal de la Jurisdicción Ordinaria en su 

especialidad Civil, ha precisado que el contrato de promesa de compraventa no es 

documento apto para demostrar ese negocio jurídico que vincular el antecesor y sucesor 

del derecho de posesión.  

 

Esta sola circunstancia impide la prosperidad de las pretensiones incoadas por el 

Demandante, toda vez que, si se observa los medios de prueba documental que 

incorpora con la demanda, se tiene que los contratos de promesa de compraventa 

celebrados “presuntamente” el cuatro (4) de mayo de mil novecientos noventa y cuatro (1994), el 

doce (12) de junio de dos mil tres (2003), el veinte (20) de mayo de dos mil cinco (2005), treinta y 

uno (31) de marzo de dos mil trece (2013) y catorce (14) de mayo de dos mil trece (2013); no 

resultan ser demostrativos del negocio jurídico que debe existir entre el antecesor y el 

sucesor, respecto de la suma de posiciones que pretende demostrar la parte Actora.  Esto 

por cuanto, según se señaló anteriormente, los contratos de promesa de compraventa, 

tiene por finalidad convertirse en el acto jurídico de preparamiento o preliminar a la 

suscripción y perfeccionamiento del contrato de compraventa.  En síntesis, el contrato de 

promesa de compraventa genera principalmente una obligación de hacer, como es, 

obligarse aquí en la fecha y hora acordada, el Promitente vendedor, suscriba contrato de 

compraventa, con la finalidad de transferir el derecho real de dominio de la cosa.    

 

Obsérvese que la obligación o prestación que surge en el contrato de promesa de 

compraventa, es diametralmente opuesta a la obligación o prestación que surge de la 

suscripción del contrato propiamente de compraventa, como quiera que el primero, 

obligaciones de hacer, esto es, desplegar un acto positivo en favor de otro; en tanto que 

en el contrato de compraventa, la prestación que surge es de dar, es decir, transferir el 

derecho real de dominio sobre la cosa negociada.   De manera que resulta diáfano 

considerar que a partir de la suscripción de los sucesivos contratos de promesa de 

compraventa que incorpora la parte demandante con la demanda, no se puede 

establecer de forma clara, fiable, concreta y detallada, la fecha para la cual, cada uno 

de los Promitentes vendedores, inició a realizar su posesión toda vez que los actos de señor 

y dueño no pueden contabilizarse desde la suscripción del contrato de promesa de 

compraventa, pues con este, se acepta la existencia de un dominio ajeno.  

 

Por último, en relación al último de los contratos de promesa de compraventa suscrito 

entre el señor HERNANDO PALACIOS ESCOBAR, en calidad de Promitente Vendedor, y la señora 

LAURA XIMENA MORA ESCOBAR, en calidad de Promitente Compradora, el catorce (14) de mayo 

de dos mil trece (2013), acto jurídico del cual se desprenden, cuando menos dos 

circunstancias: la primera de ellas relativo a que el señor HERNANDO PALACIOS ESCOBAR 

demandante en el presente proceso, entregó la tenencia física del bien inmueble a la 

LAURA XIMENA MORA ESCOBAR, esto es, con la intención de imaginarlo o transferirlo a otro 

patrimonio, lo cual, de golpe, desdice el argumento que persigue al interior del presente 

proceso, como es, que se le declare dueño, toda vez que existe una manifestación de su 

voluntad desde el catorce (14) de mayo de dos mil trece (2013) la cual tuvo por objeto 

desprenderse de la tenencia y posesión física del bien inmueble pretendido al interior del 

proceso.   Esto para precisar que, en gracia de discusión, si la cadena sucesiva de 

conexiones posesorias se acreditara, la legitimada por activa para presentar la demanda 

sería la señora LAURA XIMENA MORA ESCOBAR y no el señor HERNANDO PALACIOS ESCOBAR. 
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Esto para precisar, que ninguno de los documentos que incorpora la parte demandante 

corresponden compraventas, pues estos documentos relacionados a las negociaciones 

que presuntamente se verificaron el tiempo entre los diversos poseedores que existieron, 

son contratos de promesa de compraventa, razón por la cual, no es posible que a través 

de un acto jurídico esta naturaleza se pueda considerar que existió una posesión pacífica 

e interrumpida, toda vez que la finalidad de las partes, en cada uno de sus actos jurídicos, 

fue la de prometer en venta el bien inmueble señalado anteriormente.  

 

Las consideraciones señaladas en presidencia, permiten concluir, sin hesitación alguna 

que la parte actora, además de no encontrarse legitimado para solicitar la declaratoria 

de pertenencia respecto del bien pretendido, tampoco reúnen las calidades señaladas 

en el fundamento fáctico del petitum, como es, la acreditación de los periodos de tiempo 

en los que aduce se verificó posesión, de forma pacífica, continua, e ininterrumpida, así 

como también de modo sucesivo entre los antecesores y sucesores que señala dentro de 

la demanda, toda vez que como quedó reseñado anteriormente, no se observa que 

existe una línea sucesiva de dominio, mediante los cuales, se puede determinar que otra 

vez de negocios jurídicos o actos idóneos, transfirieron de forma sucesiva el derecho de 

posesión, toda vez que los documentos que para el efecto se aporta, son contratos de 

promesa de compraventa, de los cuales no se puede inferir la existencia de la 

negociabilidad del derecho de posesión.   Éstas razones dar al traste con la afirmación 

que pretende construir la parte actora en relación a su presunta condición de poseedor, 

aspecto que tampoco se encuentra acreditado dentro del sub lite, toda vez que se 

observa que es del año 2013 este suscribió un contrato de promesa de compraventa 

respecto a un bien ajeno y sobre el cual ha reconocido dominio ajeno, en los contratos 

de promesa suscritos con anterioridad.   

 

Cumple igualmente precisar que la “presunta” posesión a que alude el Demandante, la 

cual en nuestro criterio es inexistente, pues carece de los elementos fácticos y jurídicos 

necesarios para su acreditación; no ha sido pacífica.  Obsérvese que es la misma parte 

Demandante quien confiesa que el señor SIERVO JIMÉNEZ MARTÍN promovió acción policiva 

ante la INSPECCIÓN SEGUNDA “A” DISTRITAL DE POLICÍA, de la ALCALDÍA LOCAL DE CHAPINERO, 

SECRETARÍA DE GOBIERNO DE BOGOTÁ D.C., por perturbación a la posesión por ocupación de 

hecho, proceso administrativo en el cual, el Demandado, señor SIERVO JIMÉNEZ MARTÍN, 

fungió como querellante, y el demandante, señor Hernando palacios Escobar, en calidad 

de querellado, con el Radicado No. 6442 - 2015.    

 

En las diferentes pesquisas, averiguaciones y pruebas que fueron practicadas dentro del 

proceso administrativo policivo, se constató que el demandante ocupó de hecho el 

inmueble objeto de reclamación en el presente proceso, realizando construcciones de 

forma improvisada, sin licencias para su construcción, así como también que el señor 

Hernando palacios Escobar ha enajenado el bien objeto de solicitud, a varios personas, 

entre ellas, a la señora ADRIANA BELLO GONZÁLEZ, pues en dicho proceso administrativo 

policía o si ya llegó copia del contrato de promesa de compraventa del veinte (20) de 

mayo de dos mil cinco (2005), celebrado, presuntamente, entre el señor HERNANDO PALACIOS 

ESCOBAR y la señora ADRIANA BELLO GONZÁLEZ, en el cual, se comprometía a vender el lote de 

terreno marcado con el número 216 a interior cinco de la manzana M la Parceladora San 

Luis Ltda. y con nomenclatura oficial, Carrera 3 este No. 95-73, interior cinco, así como 

también el contrato de promesa de compraventa suscrito el 31 de marzo de 2013 entre el 

demandante y la señora ALZIRA GONZÁLEZ, MIGUEL ALBERTO BELLO GONZÁLEZ y ADRIANA BELLO 

GONZÁLEZ, por medio del cual se compromete en venta los interiores 5, 7 y 8, del predio No. 

216 de la manzana M del barrio San Luis de Chapinero.  
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Es así como se puede establecer que la posesión que pretende demostrar la parte 

demandante, no ha sido pacífica, mucho menos es claro, toda vez que durante los 

últimos años han existido sendos contratos de promesa de compraventa, sin que exista 

claridad en el interior o fondo del asunto, quién es el sujeto derecho legitimado para 

presentar, si a ello hubiese derecho, demanda de pertenencia para solicitar la 

declaratoria de prescripción adquisitiva extraordinaria de dominio que ahora invoca la 

parte demandante. 

 

Lo anterior no es de poca monta, puesto que las vicisitudes procesales y probatorias que 

se ventilaron al interior del proceso administrativo policivo, dan cuenta de presuntas 

ventas que realizó el demandante desde el año 2005, y que a partir de la fecha se han 

realizado modificaciones o adecuaciones al predio por parte de estas personas, 

presuntamente como señores y dueños del predio, pero que tampoco se encuentran 

vinculados al interior del proceso.  Obsérvese que en la parte demandante al interior del 

proceso administrativo policía o no hizo oposición alguna a los presuntos actos de señorío 

que realizaron presuntamente los señores ADRIANA BELLO GONZÁLEZ, ALCIRA GONZÁLEZ 

RODRÍGUEZ, MIGUEL ALBERTO BELLO GONZÁLEZ y ADRIANA BELLO GONZÁLEZ, quienes afirmaron no 

reconocer dominio ajeno como circunstancia la cual la parte demandante en manera 

alguna y su oposición, razón por la cual, no existe claridad, correspondencia, consistencia 

y coherencia con lo que ahora se presenta en la demanda, toda vez que se ha permitido 

que otras personas se comporten como señores y dueños al interior del predio, manzana 

práctica que también se reprocha, es fundamental para los efectos que persigue la 

demanda, dejar sentado desde ahora que es el mismo demandante quien ha 

reconocido propiedad y posesión de sujetos externos en el mismo predio que ahora 

reclama como de su propiedad. 

 

AL OCTAVO: No es cierto, con la finalidad de poder analizar en detalle cada uno de las 

circunstancias o descripciones fácticas que realiza la parte Actora en relación a la 

sucesivas relaciones jurídicas que han sostenido los señores RAFAEL ANTONIO ROSSO PADILLA, 

FERNANDO BOCANEGRA COTTE, ERNESTO MOLINA CASTRO, EMILIO MEDINA MOSQUERA y HERNANDO 

PALACIOS ESCOBAR, respecto del inmueble base de la acción de pertenencia, es importante 

auscultar la génesis del objeto o cosa pretendida, así como los periodos o interregno 

sobre los cuales se aduce se ejerció de forma pacífica e interrumpida posesión.   

 

Según consta en Escritura Pública No. 2092 del once (11) de julio de mil novecientos noventa y 

seis (1996) otorgada ante la NOTARIA CUARENTA Y NUEVE (49) DEL CÍRCULO DE BOGOTÁ D.C., el bien 

inmueble ubicado base de la acción de pertenencia, corresponde al ubicado en la 

Carrera 7A No. 94B-07 del municipio de Usaquén, Departamento de Cundinamarca, e 

identificado con folio de matrícula inmobiliaria No. 50N-20323874, con área de extensión 

de setecientos veintisiete punto diecisiete metros cuadrados (727.17 m2).  Se tiene 

igualmente en el certificado de libertad y tradición, que la apertura de la matrícula 

inmobiliaria del precitado bien inmueble, sólo se verifica el trece (13) de noviembre de mil 

novecientos noventa y ocho (1998), al registrarse la precitada escritura pública.  

 

Los señores SIERVO JIMÉNEZ MARTÍN AURA MARÍA MURCIA HURTADO adquirieron el bien inmueble 

con matrícula inmobiliaria No. 50N-20323874 por medio de compraventa según Escritura 

Pública No. 2092 del once (11) de julio de mil novecientos noventa y seis (1996), acto jurídico en 

el cual intervino la señora JULIANA INÉS QUINTERO MARTÍNEZ identificada con la Cédula de 

Ciudadanía No. 49.729.508 expedida en Valledupar, quien obraba en su condición de 

Agente Especial del SUPERINTENDENTE DE SOCIEDADES en la administración de los negocios, 



 

 
 
 

31 

bienes y haberes de la sociedad intervenida COMPAÑÍA PARCELADORA SAN LUIS LTDA., teniendo 

en tal carácter la Representación Legal de la misma, en calidad de Vendedora.  

 

La Escritura Pública No. 2092 del once (11) de julio de mil novecientos noventa y seis (1996) se 

registra el diez (10) de noviembre de mil novecientos noventa y ocho (1998) en la OFICINA DE 

REGISTRO DE INSTRUMENTOS PÚBLICOS DE BOGOTÁ, Zona Norte, bajo radicación No. 1998-73803 y 

como anotación No. 001.  

 

El punto de partida del cual dimana la consolidación del derecho real de dominio es a 

partir de la convergencia tanto del título como del modo.  Para el caso concreto, es 

indiscutible que la Escritura Pública No. 2092 del once (11) de julio de mil novecientos noventa 

y seis (1996), constituye el título traslaticio de dominio por el cual los señores SIERVO JIMÉNEZ 

MARTÍN AURA MARÍA MURCIA HURTADO adquirieron de la COMPAÑÍA PARCELADORA SAN LUIS LTDA. el 

bien inmueble base de la presente acción de pertenencia.  Igualmente, se encuentra 

acreditado que el modo por el cual el derecho real de dominio se transfirió correspondió 

a la tradición, verificada ésta última con el registro de la precitada Escritura Pública en la 

OFICINA DE REGISTRO DE INSTRUMENTOS PÚBLICOS DE BOGOTÁ.  Asimismo, de los antecedentes 

fácticos señalados en precedencia, y que constan tanto en el certificado libertad y 

tradición del referido inmueble, así como la Escritura Pública No. 2092, si en gracia de 

discusión se hubiera presentado posesión, si se presentó, esta sólo puede acreditarse con 

algún grado de probabilidad desde el trece (13) de noviembre de mil novecientos noventa y 

ocho (1998), data para la cual se crea el referido bien inmueble, pues antes de esta fecha 

no existía jurídicamente derecho alguno sobre el prenotado bien inmueble, toda vez que 

el mismo no existía.  

 

Y esa circunstancia resulta de enorme trascendencia, para los efectos que persigue la 

parte Actora al interior del presente proceso, toda vez que el bien inmueble materia de 

controversia y sobre el cual pretende se le declare como su propietario es recibido “(…) el 
12 de junio de 2003, mediante contrato de venta, realizado entre el actor y el señor EMILIO MENA 
MOSQUERA, que venía ostentando [presuntamente] la posesión de dicho predio de manera 
pública, pacífica en interrumpida y explotándolo económicamente desde el mes de marzo de 1996, 
cuando se lo compró al señor ERNESTO MOLINA CASTRO, quien lo había adquirido de manos de 
igual forma del señor FERNANDO BOCANEGRA COTTE, último comprador en cadena que lo 
adquirió directamente del primer poseedor y titular del derecho adjudicación señor RAFAEL 
ANTONIO ROZA PADILLA, este último comprador y legítimo poseedor desde el año 1987 y 
propietario cuyo derecho de compra y adjudicación adquirió de la entonces COMPAÑÍA 
PARCELADORA SAN LUIS LTDA.” 

 

De la descripción fáctica realizada por la parte actora, se puede colegial con facilidad 

que el interés jurídico y probatorio al interior del proceso se centra en demostrar la 

existencia de una cadena sucesiva de periodos en los cuales “presuntamente” se 

ejecutaron acciones de señores y dueños, por algunas personas que aducen ser 

poseedores desde el año 1987.   La primer dificultad probatoria que se observa de este 

cometido, tiene que ver con que antes del trece (13) de noviembre de mil novecientos noventa 

y ocho (1998), data para la cual se apertura folio de matrícula inmobiliaria del bien 

pretendido, no es posible establecer con certeza la existencia de una posesión, toda vez 

que hasta antes de esta fecha, las dimensiones de los linderos, longitudes, área o 

superficie, extensión del terreno, inexistencia del es englobe, hacen jurídicamente inviable 

hacer cualquier consideración en torno a demostrar una posesión respecto a un previo 

que para entonces aún no existía en el tráfico jurídico. 
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Sobre el particular, importa precisar que esta circunstancia no requiere medios de prueba 

testimonial que acrediten una posición con la entidad que le pretende imprimir la parte 

actora, toda vez que ninguno de los medios de prueba testimonial a usados con el libelo 

inicial, podrá demostrar la existencia de actos de señor y dueño durante un periodo o 

interregno en el cual el inmueble, bien o cosa pretendida, aún no existía.  Y aunque esa 

sola circunstancia permitiría dar al traste con la línea sucesiva, continua e ininterrumpida y 

de periodos de posesión que aduce o pretende demostrar la parte actora, toda vez, que 

si existen vicios jurídicos u obstáculos que impiden el nacimiento del derecho de posesión, 

este mismo vicio en la creación de la posesión, se proyectará sobre las futuras relaciones 

jurídicas sustanciales que se pretendan demostrar, respecto al mismo inmueble.  

 

Lo anterior implica que, para que exista la denominada “suma de posesiones”, resulta 

necesario que la parte que pretende el reconocimiento mediante sentencia, el derecho 

real de dominio sobre la cosa pretendida, no solamente debe acreditar el interregno 

durante el cual ejerció actos de señor y dueño sobre el bien pretendido, sino también los 

actos de señorío que fueron ejercidos en los periodos de tiempo anteriores a su posesión, 

un título traslaticio de dominio apto así como la entrega del bien.   

 

Al respecto, la Honorable CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN CIVIL, en sentencia SC 

12323 del once (11) de septiembre de dos mil quince (2015), Magistrado Ponente, Doctor LUIS 

ARMANDO TOLOSA VILLABONA, señaló sobre la anexión o suma de posesiones lo siguiente: 

 
Recuérdese, centenariamente en una bien decantada doctrina probable27, esta Sala, 

incluyendo la memorada sentencia citada por el censor28, ha reiterado con claridad 
meridiana que para la concurrencia de la anexión válida de posesiones, el núcleo del 
instituto sumatorio “intervivos” se forja con la presencia de: i) negocio jurídico válido, 
esto es, que haya pleno consentimiento entre el poseedor que se despoja de la 
materialidad de la cosa y de quien la adquiere en su condición de causahabiente; ii) 
homogeneidad en la posesión, vista como identidad o uniformidad en la cosa poseída 
con sucesión cronológica ininterrumpida; de modo que el antecesor o antecesores, 
hayan sido poseedores del mismo bien formando una cadena de posesiones 
ininterrumpidas; y, ii) entrega de la cosa poseída. 
 
Con relación al primer elemento pergeñado, la Corporación ha mantenido la tesis 
según la cual, es necesario que exista un pontón traslativo que permita la creación de 
un vínculo sustancial entre el sucesor y el antecesor; como la compraventa, permuta, 
donación, aporte de sociedad, etc.; sin que necesariamente se requiera para su 
demostración escritura pública, porque ha modulado la antigua tesis, según la cual el 
título con virtualidad para anudar posesiones debía corresponder con la naturaleza 
jurídica del bien de que se tratara:  
 
"(…) Ahora bien, por su particular relación con el asunto que se examina resulta 
conveniente reiterar el aspecto de título singular generador de la sucesión de 
posesiones, que no puede perfeccionarse y, por ende, producir los efectos de 
agregación, sin que se cumpla con las formalidades legales señaladas para el acto 
respectivo, es decir, por medio de público instrumento si se trata de la traslación del 

 
27 Art. 4 de la Ley 169 de 1896, C. Const. Sent. C-836 de 2001. 
 

28 CSJ. Casación civil, sentencia del cinco (5) de julio de dos mil siete (2007). 
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hecho de la posesión en inmuebles (…)"29.   
 
Precisamente, a partir del año 2007, flexibilizó esta doctrina, para admitir que un título 
cualquiera es suficiente. En este sentido, sostuvo: 
 
“(…) ¿Qué es lo que se negocia? Simplemente la posesión; o si se prefiere, los derechos 
derivados de la posesión. Y transmisión semejante no está atada a formalidad ninguna. (…)”.  
 
“(…). 
 
“(…) Por lo demás, requerir que, en tales casos, para poder sumar posesiones, exhiba 
una escritura pública, es demandarle cosas como si él alegase ser poseedor regular, 
donde tal exigencia sí está justificada del todo. Una cosa es aducir suma de posesiones 
y otra alegar que se es poseedor regular”30 (Sublíneas fuera de texto original). 
 
Ahora bien, la no exigencia de la posesión regular, no elimina el requisito del vínculo 
o negocio jurídico que debe mediar entre sucesor y antecesor para que se verifique la 
suma de posesiones; de manera que el título debe contar con la idoneidad suficiente 
para demostrar que la posesión fue convenida, evitando así que la unión de 
posesiones provenga de ladrones o de usurpadores: “(…) Por consecuencia, un título 
cualquiera le es suficiente. Nada más que sea idóneo para acreditar que la posesión 
fue convenida o consentida con el antecesor. (…)”31. 
 
Sin embargo, la posesión de quien se reputa dueño sin serlo, supone el 
desconocimiento frontal de los derechos del propietario, por cuanto traduce rebelarse 
en un todo contra el verus domini, y a fortiori, cuando su derecho tiene como 
antecedente inmediato un negocio jurídico consistente en una promesa de contrato de 
compraventa celebrado con el mismo propietario inscrito y demandado, como 
eventual pontón para sumarla.  
 
Por regla general, quien obrando como propietario pleno celebra promesa de contrato 
en esas condiciones, sigue conservando el derecho de dominio; apenas contrae 
obligación de hacer, esto es, la de celebrar el contrato prometido, pero no ejecuta la 
tradición, tampoco la promesa envuelve la ejecución de una obligación de dar el 
derecho de dominio, simplemente apareja la de celebrar el contrato; apenas entrega la 
tenencia mas no la posesión de quien es dueño. Ni aun señalando que transfiere la 
posesión material al prometiente comprador y asentando que desde ese momento lo 
torna poseedor, puede éste reclamar la adjunción de esas posesiones porque el solo el 
hecho de demandar el derecho de dominio a su favor implica psíquica y 
conceptualmente combatir abiertamente al verus domini, y esta confrontación 
significa la ruptura automática y de pleno derecho del consentimiento que supone el 
negocio jurídico, y por supuesto, del conector, como elemento estructural de la suma 
de posesiones para que esta resulte válida. Esto es así, por cuanto el usucapiente al 
demandar al verdadero propietario o a quien se crea con derechos inscritos, desde una 

 
29 CSJ. Civil. Sentencia del 26 de junio de 1986. También puede encontrarse en sentencias del 26 de junio 

de 1951 (LXX, pág. 408); 15 de febrero de 1966 (CXV, p. 123); 26 de agosto de 1969 (CXXI, p. 180); 21 de 

agosto de 1978; 13 de septiembre de 1980. 
 

30 CSJ. Civil. Sentencia del 5 de julio de 2007, citada. 
 

31 Ibídem. 
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perspectiva objetiva como subjetiva, desquicia y rompe el consentimiento ínsito en el 
contrato, negocio o convenio que serviría para anudar las posesiones aditadas con 
aquél. Como corolario, quien en estas circunstancias demanda la declaración de 
pertenencia, rehúsa “in radice” cumplir lo pactado en el contrato que ha prometido 
celebrar.  
 
En tal caso, si el prometiente comprador se quiere postular como poseedor material, 
en franca insurrección contra su prometiente vendedor, sólo puede tenerse como tal 
desde el momento en que interversa abrupta y efectivamente su condición jurídica, o, 
a lo sumo desde cuando recibe la cosa del prometiente vendedor bajo tal condición.” 

 

Obsérvese que en relación al título o negocio jurídico que debe mediar entre el anterior 

poseedor y su sucesor, aunque no se exija la demostración de una posesión regular, la 

naturaleza de la negociación que existir entre estos si debe contener la entidad suficiente 

para poder derivar la negociación del derecho de posesión, excluyendo la promesa de 

compraventa, toda vez que en virtud de este negocio jurídico, las obligaciones que 

emergen para las partes contratantes, en particular, para el promitente vendedor, 

corresponde a una obligación de hacer, prestación diferente a la de transferir el derecho 

de posesión.  Por esa circunstancia, el Alto Tribunal de la Jurisdicción Ordinaria en su 

especialidad Civil, ha precisado que el contrato de promesa de compraventa no es 

documento apto para demostrar ese negocio jurídico que vincular el antecesor y sucesor 

del derecho de posesión.  

 

Esta sola circunstancia impide la prosperidad de las pretensiones incoadas por el 

Demandante, toda vez que, si se observa los medios de prueba documental que 

incorpora con la demanda, se tiene que los contratos de promesa de compraventa 

celebrados “presuntamente” el cuatro (4) de mayo de mil novecientos noventa y cuatro (1994), el 

doce (12) de junio de dos mil tres (2003), el veinte (20) de mayo de dos mil cinco (2005), treinta y 

uno (31) de marzo de dos mil trece (2013) y catorce (14) de mayo de dos mil trece (2013); no 

resultan ser demostrativos del negocio jurídico que debe existir entre el antecesor y el 

sucesor, respecto de la suma de posiciones que pretende demostrar la parte Actora.  Esto 

por cuanto, según se señaló anteriormente, los contratos de promesa de compraventa, 

tiene por finalidad convertirse en el acto jurídico de preparamiento o preliminar a la 

suscripción y perfeccionamiento del contrato de compraventa.  En síntesis, el contrato de 

promesa de compraventa genera principalmente una obligación de hacer, como es, 

obligarse aquí en la fecha y hora acordada, el Promitente vendedor, suscriba contrato de 

compraventa, con la finalidad de transferir el derecho real de dominio de la cosa.    

 

Obsérvese que la obligación o prestación que surge en el contrato de promesa de 

compraventa, es diametralmente opuesta a la obligación o prestación que surge de la 

suscripción del contrato propiamente de compraventa, como quiera que el primero, 

obligaciones de hacer, esto es, desplegar un acto positivo en favor de otro; en tanto que 

en el contrato de compraventa, la prestación que surge es de dar, es decir, transferir el 

derecho real de dominio sobre la cosa negociada.   De manera que resulta diáfano 

considerar que a partir de la suscripción de los sucesivos contratos de promesa de 

compraventa que incorpora la parte demandante con la demanda, no se puede 

establecer de forma clara, fiable, concreta y detallada, la fecha para la cual, cada uno 

de los Promitentes vendedores, inició a realizar su posesión toda vez que los actos de señor 

y dueño no pueden contabilizarse desde la suscripción del contrato de promesa de 

compraventa, pues con este, se acepta la existencia de un dominio ajeno.  
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Por último, en relación al último de los contratos de promesa de compraventa suscrito 

entre el señor HERNANDO PALACIOS ESCOBAR, en calidad de Promitente Vendedor, y la señora 

LAURA XIMENA MORA ESCOBAR, en calidad de Promitente Compradora, el catorce (14) de mayo 

de dos mil trece (2013), acto jurídico del cual se desprenden, cuando menos dos 

circunstancias: la primera de ellas relativo a que el señor HERNANDO PALACIOS ESCOBAR 

demandante en el presente proceso, entregó la tenencia física del bien inmueble a la 

LAURA XIMENA MORA ESCOBAR, esto es, con la intención de imaginarlo o transferirlo a otro 

patrimonio, lo cual, de golpe, desdice el argumento que persigue al interior del presente 

proceso, como es, que se le declare dueño, toda vez que existe una manifestación de su 

voluntad desde el catorce (14) de mayo de dos mil trece (2013) la cual tuvo por objeto 

desprenderse de la tenencia y posesión física del bien inmueble pretendido al interior del 

proceso.   Esto para precisar que, en gracia de discusión, si la cadena sucesiva de 

conexiones posesorias se acreditara, la legitimada por activa para presentar la demanda 

sería la señora LAURA XIMENA MORA ESCOBAR y no el señor HERNANDO PALACIOS ESCOBAR. 

 

Esto para precisar, que ninguno de los documentos que incorpora la parte demandante 

corresponden compraventas, pues estos documentos relacionados a las negociaciones 

que presuntamente se verificaron el tiempo entre los diversos poseedores que existieron, 

son contratos de promesa de compraventa, razón por la cual, no es posible que a través 

de un acto jurídico esta naturaleza se pueda considerar que existió una posesión pacífica 

e interrumpida, toda vez que la finalidad de las partes, en cada uno de sus actos jurídicos, 

fue la de prometer en venta el bien inmueble señalado anteriormente.  

 

Las consideraciones señaladas en presidencia, permiten concluir, sin hesitación alguna 

que la parte actora, además de no encontrarse legitimado para solicitar la declaratoria 

de pertenencia respecto del bien pretendido, tampoco reúnen las calidades señaladas 

en el fundamento fáctico del petitum, como es, la acreditación de los periodos de tiempo 

en los que aduce se verificó posesión, de forma pacífica, continua, e ininterrumpida, así 

como también de modo sucesivo entre los antecesores y sucesores que señala dentro de 

la demanda, toda vez que como quedó reseñado anteriormente, no se observa que 

existe una línea sucesiva de dominio, mediante los cuales, se puede determinar que otra 

vez de negocios jurídicos o actos idóneos, transfirieron de forma sucesiva el derecho de 

posesión, toda vez que los documentos que para el efecto se aporta, son contratos de 

promesa de compraventa, de los cuales no se puede inferir la existencia de la 

negociabilidad del derecho de posesión.   Éstas razones dar al traste con la afirmación 

que pretende construir la parte actora en relación a su presunta condición de poseedor, 

aspecto que tampoco se encuentra acreditado dentro del sub lite, toda vez que se 

observa que es del año 2013 este suscribió un contrato de promesa de compraventa 

respecto a un bien ajeno y sobre el cual ha reconocido dominio ajeno, en los contratos 

de promesa suscritos con anterioridad.   

 

AL NOVENO: :  No es cierto, con la finalidad de poder analizar en detalle cada uno de las 

circunstancias o descripciones fácticas que realiza la parte Actora en relación a la 

sucesivas relaciones jurídicas que han sostenido los señores RAFAEL ANTONIO ROSSO PADILLA, 

FERNANDO BOCANEGRA COTTE, ERNESTO MOLINA CASTRO, EMILIO MEDINA MOSQUERA y HERNANDO 

PALACIOS ESCOBAR, respecto del inmueble base de la acción de pertenencia, es importante 

auscultar la génesis del objeto o cosa pretendida, así como los periodos o interregno 

sobre los cuales se aduce se ejerció de forma pacífica e interrumpida posesión.   

 

Según consta en Escritura Pública No. 2092 del once (11) de julio de mil novecientos noventa y 

seis (1996) otorgada ante la NOTARIA CUARENTA Y NUEVE (49) DEL CÍRCULO DE BOGOTÁ D.C., el bien 
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inmueble ubicado base de la acción de pertenencia, corresponde al ubicado en la 

Carrera 7A No. 94B-07 del municipio de Usaquén, Departamento de Cundinamarca, e 

identificado con folio de matrícula inmobiliaria No. 50N-20323874, con área de extensión 

de setecientos veintisiete punto diecisiete metros cuadrados (727.17 m2).  Se tiene 

igualmente en el certificado de libertad y tradición, que la apertura de la matrícula 

inmobiliaria del precitado bien inmueble, sólo se verifica el trece (13) de noviembre de mil 

novecientos noventa y ocho (1998), al registrarse la precitada escritura pública.  

 

Los señores SIERVO JIMÉNEZ MARTÍN AURA MARÍA MURCIA HURTADO adquirieron el bien inmueble 

con matrícula inmobiliaria No. 50N-20323874 por medio de compraventa según Escritura 

Pública No. 2092 del once (11) de julio de mil novecientos noventa y seis (1996), acto jurídico en 

el cual intervino la señora JULIANA INÉS QUINTERO MARTÍNEZ identificada con la Cédula de 

Ciudadanía No. 49.729.508 expedida en Valledupar, quien obraba en su condición de 

Agente Especial del SUPERINTENDENTE DE SOCIEDADES en la administración de los negocios, 

bienes y haberes de la sociedad intervenida COMPAÑÍA PARCELADORA SAN LUIS LTDA., teniendo 

en tal carácter la Representación Legal de la misma, en calidad de Vendedora.  

 

La Escritura Pública No. 2092 del once (11) de julio de mil novecientos noventa y seis (1996) se 

registra el diez (10) de noviembre de mil novecientos noventa y ocho (1998) en la OFICINA DE 

REGISTRO DE INSTRUMENTOS PÚBLICOS DE BOGOTÁ, Zona Norte, bajo radicación No. 1998-73803 y 

como anotación No. 001.  

 

El punto de partida del cual dimana la consolidación del derecho real de dominio es a 

partir de la convergencia tanto del título como del modo.  Para el caso concreto, es 

indiscutible que la Escritura Pública No. 2092 del once (11) de julio de mil novecientos noventa 

y seis (1996), constituye el título traslaticio de dominio por el cual los señores SIERVO JIMÉNEZ 

MARTÍN AURA MARÍA MURCIA HURTADO adquirieron de la COMPAÑÍA PARCELADORA SAN LUIS LTDA. el 

bien inmueble base de la presente acción de pertenencia.  Igualmente, se encuentra 

acreditado que el modo por el cual el derecho real de dominio se transfirió correspondió 

a la tradición, verificada ésta última con el registro de la precitada Escritura Pública en la 

OFICINA DE REGISTRO DE INSTRUMENTOS PÚBLICOS DE BOGOTÁ.  Asimismo, de los antecedentes 

fácticos señalados en precedencia, y que constan tanto en el certificado libertad y 

tradición del referido inmueble, así como la Escritura Pública No. 2092, si en gracia de 

discusión se hubiera presentado posesión, si se presentó, esta sólo puede acreditarse con 

algún grado de probabilidad desde el trece (13) de noviembre de mil novecientos noventa y 

ocho (1998), data para la cual se crea el referido bien inmueble, pues antes de esta fecha 

no existía jurídicamente derecho alguno sobre el prenotado bien inmueble, toda vez que 

el mismo no existía.  

 

Y esa circunstancia resulta de enorme trascendencia, para los efectos que persigue la 

parte Actora al interior del presente proceso, toda vez que el bien inmueble materia de 

controversia y sobre el cual pretende se le declare como su propietario es recibido “(…) el 
12 de junio de 2003, mediante contrato de venta, realizado entre el actor y el señor EMILIO MENA 
MOSQUERA, que venía ostentando [presuntamente] la posesión de dicho predio de manera 
pública, pacífica en interrumpida y explotándolo económicamente desde el mes de marzo de 1996, 
cuando se lo compró al señor ERNESTO MOLINA CASTRO, quien lo había adquirido de manos de 
igual forma del señor FERNANDO BOCANEGRA COTTE, último comprador en cadena que lo 
adquirió directamente del primer poseedor y titular del derecho adjudicación señor RAFAEL 
ANTONIO ROZA PADILLA, este último comprador y legítimo poseedor desde el año 1987 y 
propietario cuyo derecho de compra y adjudicación adquirió de la entonces COMPAÑÍA 
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PARCELADORA SAN LUIS LTDA.” 

 

De la descripción fáctica realizada por la parte actora, se puede colegial con facilidad 

que el interés jurídico y probatorio al interior del proceso se centra en demostrar la 

existencia de una cadena sucesiva de periodos en los cuales “presuntamente” se 

ejecutaron acciones de señores y dueños, por algunas personas que aducen ser 

poseedores desde el año 1987.   La primer dificultad probatoria que se observa de este 

cometido, tiene que ver con que antes del trece (13) de noviembre de mil novecientos noventa 

y ocho (1998), data para la cual se apertura folio de matrícula inmobiliaria del bien 

pretendido, no es posible establecer con certeza la existencia de una posesión, toda vez 

que hasta antes de esta fecha, las dimensiones de los linderos, longitudes, área o 

superficie, extensión del terreno, inexistencia del es englobe, hacen jurídicamente inviable 

hacer cualquier consideración en torno a demostrar una posesión respecto a un previo 

que para entonces aún no existía en el tráfico jurídico. 

 

Sobre el particular, importa precisar que esta circunstancia no requiere medios de prueba 

testimonial que acrediten una posición con la entidad que le pretende imprimir la parte 

actora, toda vez que ninguno de los medios de prueba testimonial a usados con el libelo 

inicial, podrá demostrar la existencia de actos de señor y dueño durante un periodo o 

interregno en el cual el inmueble, bien o cosa pretendida, aún no existía.  Y aunque esa 

sola circunstancia permitiría dar al traste con la línea sucesiva, continua e ininterrumpida y 

de periodos de posesión que aduce o pretende demostrar la parte actora, toda vez, que 

si existen vicios jurídicos u obstáculos que impiden el nacimiento del derecho de posesión, 

este mismo vicio en la creación de la posesión, se proyectará sobre las futuras relaciones 

jurídicas sustanciales que se pretendan demostrar, respecto al mismo inmueble.  

 

Lo anterior implica que, para que exista la denominada “suma de posesiones”, resulta 

necesario que la parte que pretende el reconocimiento mediante sentencia, el derecho 

real de dominio sobre la cosa pretendida, no solamente debe acreditar el interregno 

durante el cual ejerció actos de señor y dueño sobre el bien pretendido, sino también los 

actos de señorío que fueron ejercidos en los periodos de tiempo anteriores a su posesión, 

un título traslaticio de dominio apto así como la entrega del bien.   

 

Al respecto, la Honorable CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN CIVIL, en sentencia SC 

12323 del once (11) de septiembre de dos mil quince (2015), Magistrado Ponente, Doctor LUIS 

ARMANDO TOLOSA VILLABONA, señaló sobre la anexión o suma de posesiones lo siguiente: 

 
Recuérdese, centenariamente en una bien decantada doctrina probable32, esta Sala, 
incluyendo la memorada sentencia citada por el censor33, ha reiterado con claridad 
meridiana que para la concurrencia de la anexión válida de posesiones, el núcleo del 
instituto sumatorio “intervivos” se forja con la presencia de: i) negocio jurídico válido, 
esto es, que haya pleno consentimiento entre el poseedor que se despoja de la 
materialidad de la cosa y de quien la adquiere en su condición de causahabiente; ii) 
homogeneidad en la posesión, vista como identidad o uniformidad en la cosa poseída 
con sucesión cronológica ininterrumpida; de modo que el antecesor o antecesores, 
hayan sido poseedores del mismo bien formando una cadena de posesiones 
ininterrumpidas; y, ii) entrega de la cosa poseída. 

 
32 Art. 4 de la Ley 169 de 1896, C. Const. Sent. C-836 de 2001. 
 

33 CSJ. Casación civil, sentencia del cinco (5) de julio de dos mil siete (2007). 
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Con relación al primer elemento pergeñado, la Corporación ha mantenido la tesis 
según la cual, es necesario que exista un pontón traslativo que permita la creación de 
un vínculo sustancial entre el sucesor y el antecesor; como la compraventa, permuta, 
donación, aporte de sociedad, etc.; sin que necesariamente se requiera para su 
demostración escritura pública, porque ha modulado la antigua tesis, según la cual el 
título con virtualidad para anudar posesiones debía corresponder con la naturaleza 
jurídica del bien de que se tratara:  
 

"(…) Ahora bien, por su particular relación con el asunto que se examina resulta 
conveniente reiterar el aspecto de título singular generador de la sucesión de 
posesiones, que no puede perfeccionarse y, por ende, producir los efectos de 
agregación, sin que se cumpla con las formalidades legales señaladas para el acto 
respectivo, es decir, por medio de público instrumento si se trata de la traslación del 
hecho de la posesión en inmuebles (…)"34.   
 
Precisamente, a partir del año 2007, flexibilizó esta doctrina, para admitir que un título 
cualquiera es suficiente. En este sentido, sostuvo: 
 
“(…) ¿Qué es lo que se negocia? Simplemente la posesión; o si se prefiere, los derechos 
derivados de la posesión. Y transmisión semejante no está atada a formalidad ninguna. (…)”.  
 
“(…). 

 
“(…) Por lo demás, requerir que, en tales casos, para poder sumar posesiones, exhiba 
una escritura pública, es demandarle cosas como si él alegase ser poseedor regular, 
donde tal exigencia sí está justificada del todo. Una cosa es aducir suma de posesiones 
y otra alegar que se es poseedor regular”35 (Sublíneas fuera de texto original). 
 
Ahora bien, la no exigencia de la posesión regular, no elimina el requisito del vínculo 
o negocio jurídico que debe mediar entre sucesor y antecesor para que se verifique la 
suma de posesiones; de manera que el título debe contar con la idoneidad suficiente 
para demostrar que la posesión fue convenida, evitando así que la unión de 
posesiones provenga de ladrones o de usurpadores: “(…) Por consecuencia, un título 
cualquiera le es suficiente. Nada más que sea idóneo para acreditar que la posesión 
fue convenida o consentida con el antecesor. (…)”36. 
 
Sin embargo, la posesión de quien se reputa dueño sin serlo, supone el 
desconocimiento frontal de los derechos del propietario, por cuanto traduce rebelarse 
en un todo contra el verus domini, y a fortiori, cuando su derecho tiene como 
antecedente inmediato un negocio jurídico consistente en una promesa de contrato de 
compraventa celebrado con el mismo propietario inscrito y demandado, como 
eventual pontón para sumarla.  
 

 
34 CSJ. Civil. Sentencia del 26 de junio de 1986. También puede encontrarse en sentencias del 26 de junio 

de 1951 (LXX, pág. 408); 15 de febrero de 1966 (CXV, p. 123); 26 de agosto de 1969 (CXXI, p. 180); 21 de 

agosto de 1978; 13 de septiembre de 1980. 
 

35 CSJ. Civil. Sentencia del 5 de julio de 2007, citada. 
 

36 Ibídem. 
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Por regla general, quien obrando como propietario pleno celebra promesa de contrato 
en esas condiciones, sigue conservando el derecho de dominio; apenas contrae 
obligación de hacer, esto es, la de celebrar el contrato prometido, pero no ejecuta la 
tradición, tampoco la promesa envuelve la ejecución de una obligación de dar el 
derecho de dominio, simplemente apareja la de celebrar el contrato; apenas entrega la 
tenencia mas no la posesión de quien es dueño. Ni aun señalando que transfiere la 
posesión material al prometiente comprador y asentando que desde ese momento lo 
torna poseedor, puede éste reclamar la adjunción de esas posesiones porque el solo el 
hecho de demandar el derecho de dominio a su favor implica psíquica y 
conceptualmente combatir abiertamente al verus domini, y esta confrontación 
significa la ruptura automática y de pleno derecho del consentimiento que supone el 
negocio jurídico, y por supuesto, del conector, como elemento estructural de la suma 
de posesiones para que esta resulte válida. Esto es así, por cuanto el usucapiente al 
demandar al verdadero propietario o a quien se crea con derechos inscritos, desde una 
perspectiva objetiva como subjetiva, desquicia y rompe el consentimiento ínsito en el 
contrato, negocio o convenio que serviría para anudar las posesiones aditadas con 
aquél. Como corolario, quien en estas circunstancias demanda la declaración de 
pertenencia, rehúsa “in radice” cumplir lo pactado en el contrato que ha prometido 
celebrar.  
 
En tal caso, si el prometiente comprador se quiere postular como poseedor material, 
en franca insurrección contra su prometiente vendedor, sólo puede tenerse como tal 
desde el momento en que interversa abrupta y efectivamente su condición jurídica, o, 
a lo sumo desde cuando recibe la cosa del prometiente vendedor bajo tal condición.” 

 

Obsérvese que en relación al título o negocio jurídico que debe mediar entre el anterior 

poseedor y su sucesor, aunque no se exija la demostración de una posesión regular, la 

naturaleza de la negociación que existir entre estos si debe contener la entidad suficiente 

para poder derivar la negociación del derecho de posesión, excluyendo la promesa de 

compraventa, toda vez que en virtud de este negocio jurídico, las obligaciones que 

emergen para las partes contratantes, en particular, para el promitente vendedor, 

corresponde a una obligación de hacer, prestación diferente a la de transferir el derecho 

de posesión.  Por esa circunstancia, el Alto Tribunal de la Jurisdicción Ordinaria en su 

especialidad Civil, ha precisado que el contrato de promesa de compraventa no es 

documento apto para demostrar ese negocio jurídico que vincular el antecesor y sucesor 

del derecho de posesión.  

 

Esta sola circunstancia impide la prosperidad de las pretensiones incoadas por el 

Demandante, toda vez que, si se observa los medios de prueba documental que 

incorpora con la demanda, se tiene que los contratos de promesa de compraventa 

celebrados “presuntamente” el cuatro (4) de mayo de mil novecientos noventa y cuatro (1994), el 

doce (12) de junio de dos mil tres (2003), el veinte (20) de mayo de dos mil cinco (2005), treinta y 

uno (31) de marzo de dos mil trece (2013) y catorce (14) de mayo de dos mil trece (2013); no 

resultan ser demostrativos del negocio jurídico que debe existir entre el antecesor y el 

sucesor, respecto de la suma de posiciones que pretende demostrar la parte Actora.  Esto 

por cuanto, según se señaló anteriormente, los contratos de promesa de compraventa, 

tiene por finalidad convertirse en el acto jurídico de preparamiento o preliminar a la 

suscripción y perfeccionamiento del contrato de compraventa.  En síntesis, el contrato de 

promesa de compraventa genera principalmente una obligación de hacer, como es, 

obligarse aquí en la fecha y hora acordada, el Promitente vendedor, suscriba contrato de 

compraventa, con la finalidad de transferir el derecho real de dominio de la cosa.    



 

 
 
 

40 

 

Obsérvese que la obligación o prestación que surge en el contrato de promesa de 

compraventa, es diametralmente opuesta a la obligación o prestación que surge de la 

suscripción del contrato propiamente de compraventa, como quiera que el primero, 

obligaciones de hacer, esto es, desplegar un acto positivo en favor de otro; en tanto que 

en el contrato de compraventa, la prestación que surge es de dar, es decir, transferir el 

derecho real de dominio sobre la cosa negociada.   De manera que resulta diáfano 

considerar que a partir de la suscripción de los sucesivos contratos de promesa de 

compraventa que incorpora la parte demandante con la demanda, no se puede 

establecer de forma clara, fiable, concreta y detallada, la fecha para la cual, cada uno 

de los Promitentes vendedores, inició a realizar su posesión toda vez que los actos de señor 

y dueño no pueden contabilizarse desde la suscripción del contrato de promesa de 

compraventa, pues con este, se acepta la existencia de un dominio ajeno.  

 

Por último, en relación al último de los contratos de promesa de compraventa suscrito 

entre el señor HERNANDO PALACIOS ESCOBAR, en calidad de Promitente Vendedor, y la señora 

LAURA XIMENA MORA ESCOBAR, en calidad de Promitente Compradora, el catorce (14) de mayo 

de dos mil trece (2013), acto jurídico del cual se desprenden, cuando menos dos 

circunstancias: la primera de ellas relativo a que el señor HERNANDO PALACIOS ESCOBAR 

demandante en el presente proceso, entregó la tenencia física del bien inmueble a la 

LAURA XIMENA MORA ESCOBAR, esto es, con la intención de imaginarlo o transferirlo a otro 

patrimonio, lo cual, de golpe, desdice el argumento que persigue al interior del presente 

proceso, como es, que se le declare dueño, toda vez que existe una manifestación de su 

voluntad desde el catorce (14) de mayo de dos mil trece (2013) la cual tuvo por objeto 

desprenderse de la tenencia y posesión física del bien inmueble pretendido al interior del 

proceso.   Esto para precisar que, en gracia de discusión, si la cadena sucesiva de 

conexiones posesorias se acreditara, la legitimada por activa para presentar la demanda 

sería la señora LAURA XIMENA MORA ESCOBAR y no el señor HERNANDO PALACIOS ESCOBAR. 

 

Esto para precisar, que ninguno de los documentos que incorpora la parte demandante 

corresponden compraventas, pues estos documentos relacionados a las negociaciones 

que presuntamente se verificaron el tiempo entre los diversos poseedores que existieron, 

son contratos de promesa de compraventa, razón por la cual, no es posible que a través 

de un acto jurídico esta naturaleza se pueda considerar que existió una posesión pacífica 

e interrumpida, toda vez que la finalidad de las partes, en cada uno de sus actos jurídicos, 

fue la de prometer en venta el bien inmueble señalado anteriormente.  

 

Las consideraciones señaladas en presidencia, permiten concluir, sin hesitación alguna 

que la parte actora, además de no encontrarse legitimado para solicitar la declaratoria 

de pertenencia respecto del bien pretendido, tampoco reúnen las calidades señaladas 

en el fundamento fáctico del petitum, como es, la acreditación de los periodos de tiempo 

en los que aduce se verificó posesión, de forma pacífica, continua, e ininterrumpida, así 

como también de modo sucesivo entre los antecesores y sucesores que señala dentro de 

la demanda, toda vez que como quedó reseñado anteriormente, no se observa que 

existe una línea sucesiva de dominio, mediante los cuales, se puede determinar que otra 

vez de negocios jurídicos o actos idóneos, transfirieron de forma sucesiva el derecho de 

posesión, toda vez que los documentos que para el efecto se aporta, son contratos de 

promesa de compraventa, de los cuales no se puede inferir la existencia de la 

negociabilidad del derecho de posesión.   Éstas razones dar al traste con la afirmación 

que pretende construir la parte actora en relación a su presunta condición de poseedor, 

aspecto que tampoco se encuentra acreditado dentro del sub lite, toda vez que se 
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observa que es del año 2013 este suscribió un contrato de promesa de compraventa 

respecto a un bien ajeno y sobre el cual ha reconocido dominio ajeno, en los contratos 

de promesa suscritos con anterioridad.  

 

AL DÉCIMO: :  No es cierto, con la finalidad de poder analizar en detalle cada uno de las 

circunstancias o descripciones fácticas que realiza la parte Actora en relación a la 

sucesivas relaciones jurídicas que han sostenido los señores RAFAEL ANTONIO ROSSO PADILLA, 

FERNANDO BOCANEGRA COTTE, ERNESTO MOLINA CASTRO, EMILIO MEDINA MOSQUERA y HERNANDO 

PALACIOS ESCOBAR, respecto del inmueble base de la acción de pertenencia, es importante 

auscultar la génesis del objeto o cosa pretendida, así como los periodos o interregno 

sobre los cuales se aduce se ejerció de forma pacífica e interrumpida posesión.   

 

Según consta en Escritura Pública No. 2092 del once (11) de julio de mil novecientos noventa y 

seis (1996) otorgada ante la NOTARIA CUARENTA Y NUEVE (49) DEL CÍRCULO DE BOGOTÁ D.C., el bien 

inmueble ubicado base de la acción de pertenencia, corresponde al ubicado en la 

Carrera 7A No. 94B-07 del municipio de Usaquén, Departamento de Cundinamarca, e 

identificado con folio de matrícula inmobiliaria No. 50N-20323874, con área de extensión 

de setecientos veintisiete punto diecisiete metros cuadrados (727.17 m2).  Se tiene 

igualmente en el certificado de libertad y tradición, que la apertura de la matrícula 

inmobiliaria del precitado bien inmueble, sólo se verifica el trece (13) de noviembre de mil 

novecientos noventa y ocho (1998), al registrarse la precitada escritura pública.  

 

Los señores SIERVO JIMÉNEZ MARTÍN AURA MARÍA MURCIA HURTADO adquirieron el bien inmueble 

con matrícula inmobiliaria No. 50N-20323874 por medio de compraventa según Escritura 

Pública No. 2092 del once (11) de julio de mil novecientos noventa y seis (1996), acto jurídico en 

el cual intervino la señora JULIANA INÉS QUINTERO MARTÍNEZ identificada con la Cédula de 

Ciudadanía No. 49.729.508 expedida en Valledupar, quien obraba en su condición de 

Agente Especial del SUPERINTENDENTE DE SOCIEDADES en la administración de los negocios, 

bienes y haberes de la sociedad intervenida COMPAÑÍA PARCELADORA SAN LUIS LTDA., teniendo 

en tal carácter la Representación Legal de la misma, en calidad de Vendedora.  

 

La Escritura Pública No. 2092 del once (11) de julio de mil novecientos noventa y seis (1996) se 

registra el diez (10) de noviembre de mil novecientos noventa y ocho (1998) en la OFICINA DE 

REGISTRO DE INSTRUMENTOS PÚBLICOS DE BOGOTÁ, Zona Norte, bajo radicación No. 1998-73803 y 

como anotación No. 001.  

 

El punto de partida del cual dimana la consolidación del derecho real de dominio es a 

partir de la convergencia tanto del título como del modo.  Para el caso concreto, es 

indiscutible que la Escritura Pública No. 2092 del once (11) de julio de mil novecientos noventa 

y seis (1996), constituye el título traslaticio de dominio por el cual los señores SIERVO JIMÉNEZ 

MARTÍN AURA MARÍA MURCIA HURTADO adquirieron de la COMPAÑÍA PARCELADORA SAN LUIS LTDA. el 

bien inmueble base de la presente acción de pertenencia.  Igualmente, se encuentra 

acreditado que el modo por el cual el derecho real de dominio se transfirió correspondió 

a la tradición, verificada ésta última con el registro de la precitada Escritura Pública en la 

OFICINA DE REGISTRO DE INSTRUMENTOS PÚBLICOS DE BOGOTÁ.  Asimismo, de los antecedentes 

fácticos señalados en precedencia, y que constan tanto en el certificado libertad y 

tradición del referido inmueble, así como la Escritura Pública No. 2092, si en gracia de 

discusión se hubiera presentado posesión, si se presentó, esta sólo puede acreditarse con 

algún grado de probabilidad desde el trece (13) de noviembre de mil novecientos noventa y 

ocho (1998), data para la cual se crea el referido bien inmueble, pues antes de esta fecha 
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no existía jurídicamente derecho alguno sobre el prenotado bien inmueble, toda vez que 

el mismo no existía.  

 

Y esa circunstancia resulta de enorme trascendencia, para los efectos que persigue la 

parte Actora al interior del presente proceso, toda vez que el bien inmueble materia de 

controversia y sobre el cual pretende se le declare como su propietario es recibido “(…) el 
12 de junio de 2003, mediante contrato de venta, realizado entre el actor y el señor EMILIO MENA 
MOSQUERA, que venía ostentando [presuntamente] la posesión de dicho predio de manera 
pública, pacífica en interrumpida y explotándolo económicamente desde el mes de marzo de 1996, 
cuando se lo compró al señor ERNESTO MOLINA CASTRO, quien lo había adquirido de manos de 
igual forma del señor FERNANDO BOCANEGRA COTTE, último comprador en cadena que lo 
adquirió directamente del primer poseedor y titular del derecho adjudicación señor RAFAEL 
ANTONIO ROZA PADILLA, este último comprador y legítimo poseedor desde el año 1987 y 
propietario cuyo derecho de compra y adjudicación adquirió de la entonces COMPAÑÍA 
PARCELADORA SAN LUIS LTDA.” 

 

De la descripción fáctica realizada por la parte actora, se puede colegial con facilidad 

que el interés jurídico y probatorio al interior del proceso se centra en demostrar la 

existencia de una cadena sucesiva de periodos en los cuales “presuntamente” se 

ejecutaron acciones de señores y dueños, por algunas personas que aducen ser 

poseedores desde el año 1987.   La primer dificultad probatoria que se observa de este 

cometido, tiene que ver con que antes del trece (13) de noviembre de mil novecientos noventa 

y ocho (1998), data para la cual se apertura folio de matrícula inmobiliaria del bien 

pretendido, no es posible establecer con certeza la existencia de una posesión, toda vez 

que hasta antes de esta fecha, las dimensiones de los linderos, longitudes, área o 

superficie, extensión del terreno, inexistencia del es englobe, hacen jurídicamente inviable 

hacer cualquier consideración en torno a demostrar una posesión respecto a un previo 

que para entonces aún no existía en el tráfico jurídico. 

 

Sobre el particular, importa precisar que esta circunstancia no requiere medios de prueba 

testimonial que acrediten una posición con la entidad que le pretende imprimir la parte 

actora, toda vez que ninguno de los medios de prueba testimonial a usados con el libelo 

inicial, podrá demostrar la existencia de actos de señor y dueño durante un periodo o 

interregno en el cual el inmueble, bien o cosa pretendida, aún no existía.  Y aunque esa 

sola circunstancia permitiría dar al traste con la línea sucesiva, continua e ininterrumpida y 

de periodos de posesión que aduce o pretende demostrar la parte actora, toda vez, que 

si existen vicios jurídicos u obstáculos que impiden el nacimiento del derecho de posesión, 

este mismo vicio en la creación de la posesión, se proyectará sobre las futuras relaciones 

jurídicas sustanciales que se pretendan demostrar, respecto al mismo inmueble.  

 

Lo anterior implica que, para que exista la denominada “suma de posesiones”, resulta 

necesario que la parte que pretende el reconocimiento mediante sentencia, el derecho 

real de dominio sobre la cosa pretendida, no solamente debe acreditar el interregno 

durante el cual ejerció actos de señor y dueño sobre el bien pretendido, sino también los 

actos de señorío que fueron ejercidos en los periodos de tiempo anteriores a su posesión, 

un título traslaticio de dominio apto así como la entrega del bien.   

 

Al respecto, la Honorable CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN CIVIL, en sentencia SC 

12323 del once (11) de septiembre de dos mil quince (2015), Magistrado Ponente, Doctor LUIS 

ARMANDO TOLOSA VILLABONA, señaló sobre la anexión o suma de posesiones lo siguiente: 
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Recuérdese, centenariamente en una bien decantada doctrina probable37, esta Sala, 
incluyendo la memorada sentencia citada por el censor38, ha reiterado con claridad 
meridiana que para la concurrencia de la anexión válida de posesiones, el núcleo del 
instituto sumatorio “intervivos” se forja con la presencia de: i) negocio jurídico válido, 
esto es, que haya pleno consentimiento entre el poseedor que se despoja de la 
materialidad de la cosa y de quien la adquiere en su condición de causahabiente; ii) 
homogeneidad en la posesión, vista como identidad o uniformidad en la cosa poseída 
con sucesión cronológica ininterrumpida; de modo que el antecesor o antecesores, 
hayan sido poseedores del mismo bien formando una cadena de posesiones 
ininterrumpidas; y, ii) entrega de la cosa poseída. 
 
Con relación al primer elemento pergeñado, la Corporación ha mantenido la tesis 
según la cual, es necesario que exista un pontón traslativo que permita la creación de 
un vínculo sustancial entre el sucesor y el antecesor; como la compraventa, permuta, 
donación, aporte de sociedad, etc.; sin que necesariamente se requiera para su 
demostración escritura pública, porque ha modulado la antigua tesis, según la cual el 
título con virtualidad para anudar posesiones debía corresponder con la naturaleza 
jurídica del bien de que se tratara:  
 
"(…) Ahora bien, por su particular relación con el asunto que se examina resulta 
conveniente reiterar el aspecto de título singular generador de la sucesión de 
posesiones, que no puede perfeccionarse y, por ende, producir los efectos de 
agregación, sin que se cumpla con las formalidades legales señaladas para el acto 
respectivo, es decir, por medio de público instrumento si se trata de la traslación del 
hecho de la posesión en inmuebles (…)"39.   
 
Precisamente, a partir del año 2007, flexibilizó esta doctrina, para admitir que un título 
cualquiera es suficiente. En este sentido, sostuvo: 
 
“(…) ¿Qué es lo que se negocia? Simplemente la posesión; o si se prefiere, los derechos 
derivados de la posesión. Y transmisión semejante no está atada a formalidad ninguna. (…)”.  
 
“(…). 
 
“(…) Por lo demás, requerir que en tales casos, para poder sumar posesiones, exhiba 
una escritura pública, es demandarle cosas como si él alegase ser poseedor regular, 
donde tal exigencia sí está justificada del todo. Una cosa es aducir suma de posesiones 
y otra alegar que se es poseedor regular”40 (Sublíneas fuera de texto original). 
 
Ahora bien, la no exigencia de la posesión regular, no elimina el requisito del vínculo 
o negocio jurídico que debe mediar entre sucesor y antecesor para que se verifique la 
suma de posesiones; de manera que el título debe contar con la idoneidad suficiente 

 
37 Art. 4 de la Ley 169 de 1896, C. Const. Sent. C-836 de 2001. 
 

38 CSJ. Casación civil, sentencia del cinco (5) de julio de dos mil siete (2007). 
 

39 CSJ. Civil. Sentencia del 26 de junio de 1986. También puede encontrarse en sentencias del 26 de junio 

de 1951 (LXX, pág. 408); 15 de febrero de 1966 (CXV, p. 123); 26 de agosto de 1969 (CXXI, p. 180); 21 de 

agosto de 1978; 13 de septiembre de 1980. 
 

40 CSJ. Civil. Sentencia del 5 de julio de 2007, citada. 
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para demostrar que la posesión fue convenida, evitando así que la unión de 
posesiones provenga de ladrones o de usurpadores: “(…) Por consecuencia, un título 
cualquiera le es suficiente. Nada más que sea idóneo para acreditar que la posesión 
fue convenida o consentida con el antecesor. (…)”41. 
 
Sin embargo, la posesión de quien se reputa dueño sin serlo, supone el 
desconocimiento frontal de los derechos del propietario, por cuanto traduce rebelarse 
en un todo contra el verus domini, y a fortiori, cuando su derecho tiene como 
antecedente inmediato un negocio jurídico consistente en una promesa de contrato de 
compraventa celebrado con el mismo propietario inscrito y demandado, como 
eventual pontón para sumarla.  
 
Por regla general, quien obrando como propietario pleno celebra promesa de contrato 
en esas condiciones, sigue conservando el derecho de dominio; apenas contrae 
obligación de hacer, esto es, la de celebrar el contrato prometido, pero no ejecuta la 
tradición, tampoco la promesa envuelve la ejecución de una obligación de dar el 
derecho de dominio, simplemente apareja la de celebrar el contrato; apenas entrega la 
tenencia mas no la posesión de quien es dueño. Ni aun señalando que transfiere la 
posesión material al prometiente comprador y asentando que desde ese momento lo 
torna poseedor, puede éste reclamar la adjunción de esas posesiones porque el solo el 
hecho de demandar el derecho de dominio a su favor implica psíquica y 
conceptualmente combatir abiertamente al verus domini, y esta confrontación 
significa la ruptura automática y de pleno derecho del consentimiento que supone el 
negocio jurídico, y por supuesto, del conector, como elemento estructural de la suma 
de posesiones para que esta resulte válida. Esto es así, por cuanto el usucapiente al 
demandar al verdadero propietario o a quien se crea con derechos inscritos, desde una 
perspectiva objetiva como subjetiva, desquicia y rompe el consentimiento ínsito en el 
contrato, negocio o convenio que serviría para anudar las posesiones aditadas con 
aquél. Como corolario, quien en estas circunstancias demanda la declaración de 
pertenencia, rehúsa “in radice” cumplir lo pactado en el contrato que ha prometido 
celebrar.  
 

En tal caso, si el prometiente comprador se quiere postular como poseedor material, 
en franca insurrección contra su prometiente vendedor, sólo puede tenerse como tal 
desde el momento en que interversa abrupta y efectivamente su condición jurídica, o, 
a lo sumo desde cuando recibe la cosa del prometiente vendedor bajo tal condición.” 

 

Obsérvese que en relación al título o negocio jurídico que debe mediar entre el anterior 

poseedor y su sucesor, aunque no se exija la demostración de una posesión regular, la 

naturaleza de la negociación que existir entre estos si debe contener la entidad suficiente 

para poder derivar la negociación del derecho de posesión, excluyendo la promesa de 

compraventa, toda vez que en virtud de este negocio jurídico, las obligaciones que 

emergen para las partes contratantes, en particular, para el promitente vendedor, 

corresponde a una obligación de hacer, prestación diferente a la de transferir el derecho 

de posesión.  Por esa circunstancia, el Alto Tribunal de la Jurisdicción Ordinaria en su 

especialidad Civil, ha precisado que el contrato de promesa de compraventa no es 

documento apto para demostrar ese negocio jurídico que vincular el antecesor y sucesor 

del derecho de posesión.  

 

 
41 Ibídem. 
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Esta sola circunstancia impide la prosperidad de las pretensiones incoadas por el 

Demandante, toda vez que, si se observa los medios de prueba documental que 

incorpora con la demanda, se tiene que los contratos de promesa de compraventa 

celebrados “presuntamente” el cuatro (4) de mayo de mil novecientos noventa y cuatro (1994), el 

doce (12) de junio de dos mil tres (2003), el veinte (20) de mayo de dos mil cinco (2005), treinta y 

uno (31) de marzo de dos mil trece (2013) y catorce (14) de mayo de dos mil trece (2013); no 

resultan ser demostrativos del negocio jurídico que debe existir entre el antecesor y el 

sucesor, respecto de la suma de posiciones que pretende demostrar la parte Actora.  Esto 

por cuanto, según se señaló anteriormente, los contratos de promesa de compraventa, 

tiene por finalidad convertirse en el acto jurídico de preparamiento o preliminar a la 

suscripción y perfeccionamiento del contrato de compraventa.  En síntesis, el contrato de 

promesa de compraventa genera principalmente una obligación de hacer, como es, 

obligarse aquí en la fecha y hora acordada, el Promitente vendedor, suscriba contrato de 

compraventa, con la finalidad de transferir el derecho real de dominio de la cosa.    

 

Obsérvese que la obligación o prestación que surge en el contrato de promesa de 

compraventa, es diametralmente opuesta a la obligación o prestación que surge de la 

suscripción del contrato propiamente de compraventa, como quiera que el primero, 

obligaciones de hacer, esto es, desplegar un acto positivo en favor de otro; en tanto que 

en el contrato de compraventa, la prestación que surge es de dar, es decir, transferir el 

derecho real de dominio sobre la cosa negociada.  De manera que resulta diáfano 

considerar que a partir de la suscripción de los sucesivos contratos de promesa de 

compraventa que incorpora la parte demandante con la demanda, no se puede 

establecer de forma clara, fiable, concreta y detallada, la fecha para la cual, cada uno 

de los Promitentes vendedores, inició a realizar su posesión toda vez que los actos de señor 

y dueño no pueden contabilizarse desde la suscripción del contrato de promesa de 

compraventa, pues con este, se acepta la existencia de un dominio ajeno.  

 

Por último, en relación al último de los contratos de promesa de compraventa suscrito 

entre el señor HERNANDO PALACIOS ESCOBAR, en calidad de Promitente Vendedor, y la señora 

LAURA XIMENA MORA ESCOBAR, en calidad de Promitente Compradora, el catorce (14) de mayo 

de dos mil trece (2013), acto jurídico del cual se desprenden, cuando menos dos 

circunstancias: la primera de ellas relativo a que el señor HERNANDO PALACIOS ESCOBAR 

demandante en el presente proceso, entregó la tenencia física del bien inmueble a la 

LAURA XIMENA MORA ESCOBAR, esto es, con la intención de imaginarlo o transferirlo a otro 

patrimonio, lo cual, de golpe, desdice el argumento que persigue al interior del presente 

proceso, como es, que se le declare dueño, toda vez que existe una manifestación de su 

voluntad desde el catorce (14) de mayo de dos mil trece (2013) la cual tuvo por objeto 

desprenderse de la tenencia y posesión física del bien inmueble pretendido al interior del 

proceso.   Esto para precisar que, en gracia de discusión, si la cadena sucesiva de 

conexiones posesorias se acreditara, la legitimada por activa para presentar la demanda 

sería la señora LAURA XIMENA MORA ESCOBAR y no el señor HERNANDO PALACIOS ESCOBAR. 

 

Esto para precisar, que ninguno de los documentos que incorpora la parte demandante 

corresponden compraventas, pues estos documentos relacionados a las negociaciones 

que presuntamente se verificaron el tiempo entre los diversos poseedores que existieron, 

son contratos de promesa de compraventa, razón por la cual, no es posible que a través 

de un acto jurídico esta naturaleza se pueda considerar que existió una posesión pacífica 

e interrumpida, toda vez que la finalidad de las partes, en cada uno de sus actos jurídicos, 

fue la de prometer en venta el bien inmueble señalado anteriormente.  
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Las consideraciones señaladas en presidencia, permiten concluir, sin hesitación alguna 

que la parte actora, además de no encontrarse legitimado para solicitar la declaratoria 

de pertenencia respecto del bien pretendido, tampoco reúnen las calidades señaladas 

en el fundamento fáctico del petitum, como es, la acreditación de los periodos de tiempo 

en los que aduce se verificó posesión, de forma pacífica, continua, e ininterrumpida, así 

como también de modo sucesivo entre los antecesores y sucesores que señala dentro de 

la demanda, toda vez que como quedó reseñado anteriormente, no se observa que 

existe una línea sucesiva de dominio, mediante los cuales, se puede determinar que otra 

vez de negocios jurídicos o actos idóneos, transfirieron de forma sucesiva el derecho de 

posesión, toda vez que los documentos que para el efecto se aporta, son contratos de 

promesa de compraventa, de los cuales no se puede inferir la existencia de la 

negociabilidad del derecho de posesión.   Éstas razones dar al traste con la afirmación 

que pretende construir la parte actora en relación a su presunta condición de poseedor, 

aspecto que tampoco se encuentra acreditado dentro del sub lite, toda vez que se 

observa que es del año 2013 este suscribió un contrato de promesa de compraventa 

respecto a un bien ajeno y sobre el cual ha reconocido dominio ajeno, en los contratos 

de promesa suscritos con anterioridad.   

 

Las consideraciones señaladas en presidencia, permiten concluir, sin hesitación alguna 

que la parte actora, además de no encontrarse legitimado para solicitar la declaratoria 

de pertenencia respecto del bien pretendido, tampoco reúnen las calidades señaladas 

en el fundamento fáctico del petitum, como es, la acreditación de los periodos de tiempo 

en los que aduce se verificó posesión, de forma pacífica, continua, e ininterrumpida, así 

como también de modo sucesivo entre los antecesores y sucesores que señala dentro de 

la demanda, toda vez que como quedó reseñado anteriormente, no se observa que 

existe una línea sucesiva de dominio, mediante los cuales, se puede determinar que otra 

vez de negocios jurídicos o actos idóneos, transfirieron de forma sucesiva el derecho de 

posesión, toda vez que los documentos que para el efecto se aporta, son contratos de 

promesa de compraventa, de los cuales no se puede inferir la existencia de la 

negociabilidad del derecho de posesión.   Éstas razones dar al traste con la afirmación 

que pretende construir la parte actora en relación a su presunta condición de poseedor, 

aspecto que tampoco se encuentra acreditado dentro del sub lite, toda vez que se 

observa que es del año 2013 este suscribió un contrato de promesa de compraventa 

respecto a un bien ajeno y sobre el cual ha reconocido dominio ajeno, en los contratos 

de promesa suscritos con anterioridad.   

 

AL ONCE: No se rebate, pues no corresponde jurídicamente relevante dentro de la discusión 

jurídica planteada en el proceso.  

 

 

A LAS PRETENSIONES 

 

El señor SIERVO JIMÉNEZ MARTÍN y la señora AURA MARÍA MURCIA HURTADO se oponen a todas y 

cada una de las pretensiones de la demanda – por ser contrarias a la realidad fáctica y 

carecer de sustento jurídico, de conformidad a las razones de hecho y de derecho que se 

expondrán en esta contestación; de conformidad con lo siguiente: 

 

 

A LA PRETENSIÓN PRIMERA, Se rechaza.  El punto de partida del cual dimana la consolidación 

del derecho real de dominio es a partir de la convergencia tanto del título como del 

modo.  Para el caso concreto, es indiscutible que la Escritura Pública No. 2092 del once (11) 
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de julio de mil novecientos noventa y seis (1996), constituye el título traslaticio de dominio por 

el cual los señores SIERVO JIMÉNEZ MARTÍN AURA MARÍA MURCIA HURTADO adquirieron de la 

COMPAÑÍA PARCELADORA SAN LUIS LTDA. el bien inmueble base de la presente acción de 

pertenencia.  Igualmente, se encuentra acreditado que el modo por el cual el derecho 

real de dominio se transfirió correspondió a la tradición, verificada ésta última con el 

registro de la precitada Escritura Pública en la OFICINA DE REGISTRO DE INSTRUMENTOS PÚBLICOS DE 

BOGOTÁ.  Asimismo, de los antecedentes fácticos señalados en precedencia, y que 

constan tanto en el certificado libertad y tradición del referido inmueble, así como la 

Escritura Pública No. 2092, si en gracia de discusión se hubiera presentado posesión, si se 

presentó, esta sólo puede acreditarse con algún grado de probabilidad desde el trece (13) 

de noviembre de mil novecientos noventa y ocho (1998), data para la cual se crea el referido 

bien inmueble, pues antes de esta fecha no existía jurídicamente derecho alguno sobre el 

prenotado bien inmueble, toda vez que el mismo no existía.  

 

Y esa circunstancia resulta de enorme trascendencia, para los efectos que persigue la 

parte Actora al interior del presente proceso, toda vez que el bien inmueble materia de 

controversia y sobre el cual pretende se le declare como su propietario es recibido “(…) el 
12 de junio de 2003, mediante contrato de venta, realizado entre el actor y el señor EMILIO MENA 
MOSQUERA, que venía ostentando [presuntamente] la posesión de dicho predio de manera 
pública, pacífica en interrumpida y explotándolo económicamente desde el mes de marzo de 1996, 
cuando se lo compró al señor ERNESTO MOLINA CASTRO, quien lo había adquirido de manos de 
igual forma del señor FERNANDO BOCANEGRA COTTE, último comprador en cadena que lo 
adquirió directamente del primer poseedor y titular del derecho adjudicación señor RAFAEL 

ANTONIO ROZA PADILLA, este último comprador y legítimo poseedor desde el año 1987 y 
propietario cuyo derecho de compra y adjudicación adquirió de la entonces COMPAÑÍA 
PARCELADORA SAN LUIS LTDA.” 

 

De la descripción fáctica realizada por la parte actora, se puede colegial con facilidad 

que el interés jurídico y probatorio al interior del proceso se centra en demostrar la 

existencia de una cadena sucesiva de periodos en los cuales “presuntamente” se 

ejecutaron acciones de señores y dueños, por algunas personas que aducen ser 

poseedores desde el año 1987.   La primer dificultad probatoria que se observa de este 

cometido, tiene que ver con que antes del trece (13) de noviembre de mil novecientos noventa 

y ocho (1998), data para la cual se apertura folio de matrícula inmobiliaria del bien 

pretendido, no es posible establecer con certeza la existencia de una posesión, toda vez 

que hasta antes de esta fecha, las dimensiones de los linderos, longitudes, área o 

superficie, extensión del terreno, inexistencia del es englobe, hacen jurídicamente inviable 

hacer cualquier consideración en torno a demostrar una posesión respecto a un previo 

que para entonces aún no existía en el tráfico jurídico. 

 

Sobre el particular, importa precisar que esta circunstancia no requiere medios de prueba 

testimonial que acrediten una posición con la entidad que le pretende imprimir la parte 

actora, toda vez que ninguno de los medios de prueba testimonial a usados con el libelo 

inicial, podrá demostrar la existencia de actos de señor y dueño durante un periodo o 

interregno en el cual el inmueble, bien o cosa pretendida, aún no existía.  Y aunque esa 

sola circunstancia permitiría dar al traste con la línea sucesiva, continua e ininterrumpida y 

de periodos de posesión que aduce o pretende demostrar la parte actora, toda vez, que 

si existen vicios jurídicos u obstáculos que impiden el nacimiento del derecho de posesión, 

este mismo vicio en la creación de la posesión, se proyectará sobre las futuras relaciones 

jurídicas sustanciales que se pretendan demostrar, respecto al mismo inmueble.  
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Lo anterior implica que, para que exista la denominada “suma de posesiones”, resulta 

necesario que la parte que pretende el reconocimiento mediante sentencia, el derecho 

real de dominio sobre la cosa pretendida, no solamente debe acreditar el interregno 

durante el cual ejerció actos de señor y dueño sobre el bien pretendido, sino también los 

actos de señorío que fueron ejercidos en los periodos de tiempo anteriores a su posesión, 

un título traslaticio de dominio apto así como la entrega del bien.   

 

Al respecto, la Honorable CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN CIVIL, en sentencia SC 

12323 del once (11) de septiembre de dos mil quince (2015), Magistrado Ponente, Doctor LUIS 

ARMANDO TOLOSA VILLABONA, señaló sobre la anexión o suma de posesiones lo siguiente: 

 

Recuérdese, centenariamente en una bien decantada doctrina probable42, esta Sala, 
incluyendo la memorada sentencia citada por el censor43, ha reiterado con claridad 
meridiana que para la concurrencia de la anexión válida de posesiones, el núcleo del 
instituto sumatorio “intervivos” se forja con la presencia de: i) negocio jurídico válido, 
esto es, que haya pleno consentimiento entre el poseedor que se despoja de la 
materialidad de la cosa y de quien la adquiere en su condición de causahabiente; ii) 
homogeneidad en la posesión, vista como identidad o uniformidad en la cosa poseída 
con sucesión cronológica ininterrumpida; de modo que el antecesor o antecesores, 
hayan sido poseedores del mismo bien formando una cadena de posesiones 
ininterrumpidas; y, ii) entrega de la cosa poseída. 
 
Con relación al primer elemento pergeñado, la Corporación ha mantenido la tesis 
según la cual, es necesario que exista un pontón traslativo que permita la creación de 
un vínculo sustancial entre el sucesor y el antecesor; como la compraventa, permuta, 
donación, aporte de sociedad, etc.; sin que necesariamente se requiera para su 
demostración escritura pública, porque ha modulado la antigua tesis, según la cual el 
título con virtualidad para anudar posesiones debía corresponder con la naturaleza 
jurídica del bien de que se tratara:  
 
"(…) Ahora bien, por su particular relación con el asunto que se examina resulta 
conveniente reiterar el aspecto de título singular generador de la sucesión de 
posesiones, que no puede perfeccionarse y, por ende, producir los efectos de 
agregación, sin que se cumpla con las  formalidades legales señaladas para el acto 
respectivo, es decir, por medio de público instrumento si se trata de la traslación del 
hecho de la posesión en inmuebles (…)"44.   
 
Precisamente, a partir del año 2007, flexibilizó esta doctrina, para admitir que un título 
cualquiera es suficiente. En este sentido, sostuvo: 
 
“(…) ¿Qué es lo que se negocia? Simplemente la posesión; o si se prefiere, los derechos 
derivados de la posesión. Y transmisión semejante no está atada a formalidad ninguna. (…)”.  
 
“(…). 

 
42 Art. 4 de la Ley 169 de 1896, C. Const. Sent. C-836 de 2001. 
 

43 CSJ. Casación civil, sentencia del cinco (5) de julio de dos mil siete (2007). 
 

44 CSJ. Civil. Sentencia del 26 de junio de 1986. También puede encontrarse en sentencias del 26 de junio 

de 1951 (LXX, pág. 408); 15 de febrero de 1966 (CXV, p. 123); 26 de agosto de 1969 (CXXI, p. 180); 21 de 

agosto de 1978; 13 de septiembre de 1980. 
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“(…) Por lo demás, requerir que en tales casos, para poder sumar posesiones, exhiba 
una escritura pública, es demandarle cosas como si él alegase ser poseedor regular, 
donde tal exigencia sí está justificada del todo. Una cosa es aducir suma de posesiones 
y otra alegar que se es poseedor regular”45 (Sublíneas fuera de texto original). 
 
Ahora bien, la no exigencia de la posesión regular, no elimina el requisito del vínculo 
o negocio jurídico que debe mediar entre sucesor y antecesor para que se verifique la 
suma de posesiones; de manera que el título debe contar con la idoneidad suficiente 
para demostrar que la posesión fue convenida, evitando así que la unión de 
posesiones provenga de ladrones o de usurpadores: “(…) Por consecuencia, un título 
cualquiera le es suficiente. Nada más que sea idóneo para acreditar que la posesión 
fue convenida o consentida con el antecesor. (…)”46. 
 
Sin embargo, la posesión de quien se reputa dueño sin serlo, supone el 
desconocimiento frontal de los derechos del propietario, por cuanto traduce rebelarse 
en un todo contra el verus domini, y a fortiori, cuando su derecho tiene como 
antecedente inmediato un negocio jurídico consistente en una promesa de contrato de 
compraventa celebrado con el mismo propietario inscrito y demandado, como 
eventual pontón para sumarla.  
 
Por regla general, quien obrando como propietario pleno celebra promesa de contrato 
en esas condiciones, sigue conservando el derecho de dominio; apenas contrae 
obligación de hacer, esto es, la de celebrar el contrato prometido, pero no ejecuta la 
tradición, tampoco la promesa envuelve la ejecución de una obligación de dar el 
derecho de dominio, simplemente apareja la de celebrar el contrato; apenas entrega la 
tenencia mas no la posesión de quien es dueño. Ni aun señalando que transfiere la 
posesión material al prometiente comprador y asentando que desde ese momento lo 
torna poseedor, puede éste reclamar la adjunción de esas posesiones porque el solo el 
hecho de demandar el derecho de dominio a su favor implica psíquica y 
conceptualmente combatir abiertamente al verus domini, y esta confrontación 
significa la ruptura automática y de pleno derecho del consentimiento que supone el 

negocio jurídico, y por supuesto, del conector, como elemento estructural de la suma 
de posesiones para que esta resulte válida. Esto es así, por cuanto el usucapiente al 
demandar al verdadero propietario o a quien se crea con derechos inscritos, desde una 
perspectiva objetiva como subjetiva, desquicia y rompe el consentimiento ínsito en el 
contrato, negocio o convenio que serviría para anudar las posesiones aditadas con 
aquél. Como corolario, quien en estas circunstancias demanda la declaración de 
pertenencia, rehúsa “in radice” cumplir lo pactado en el contrato que ha prometido 
celebrar.  

 
En tal caso, si el prometiente comprador se quiere postular como poseedor material, 
en franca insurrección contra su prometiente vendedor, sólo puede tenerse como tal 
desde el momento en que interversa abrupta y efectivamente su condición jurídica, o, 
a lo sumo desde cuando recibe la cosa del prometiente vendedor bajo tal condición.” 

 

Obsérvese que en relación al título o negocio jurídico que debe mediar entre el anterior 

 
45 CSJ. Civil. Sentencia del 5 de julio de 2007, citada. 
 

46 Ibídem. 
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poseedor y su sucesor, aunque no se exija la demostración de una posesión regular, la 

naturaleza de la negociación que existir entre estos si debe contener la entidad suficiente 

para poder derivar la negociación del derecho de posesión, excluyendo la promesa de 

compraventa, toda vez que en virtud de este negocio jurídico, las obligaciones que 

emergen para las partes contratantes, en particular, para el promitente vendedor, 

corresponde a una obligación de hacer, prestación diferente a la de transferir el derecho 

de posesión.  Por esa circunstancia, el Alto Tribunal de la Jurisdicción Ordinaria en su 

especialidad Civil, ha precisado que el contrato de promesa de compraventa no es 

documento apto para demostrar ese negocio jurídico que vincular el antecesor y sucesor 

del derecho de posesión.  

 

Esta sola circunstancia impide la prosperidad de las pretensiones incoadas por el 

Demandante, toda vez que, si se observa los medios de prueba documental que 

incorpora con la demanda, se tiene que los contratos de promesa de compraventa 

celebrados “presuntamente” el cuatro (4) de mayo de mil novecientos noventa y cuatro (1994), el 

doce (12) de junio de dos mil tres (2003), el veinte (20) de mayo de dos mil cinco (2005), treinta y 

uno (31) de marzo de dos mil trece (2013) y catorce (14) de mayo de dos mil trece (2013); no 

resultan ser demostrativos del negocio jurídico que debe existir entre el antecesor y el 

sucesor, respecto de la suma de posiciones que pretende demostrar la parte Actora.  Esto 

por cuanto, según se señaló anteriormente, los contratos de promesa de compraventa, 

tiene por finalidad convertirse en el acto jurídico de preparamiento o preliminar a la 

suscripción y perfeccionamiento del contrato de compraventa.  En síntesis, el contrato de 

promesa de compraventa genera principalmente una obligación de hacer, como es, 

obligarse aquí en la fecha y hora acordada, el Promitente vendedor, suscriba contrato de 

compraventa, con la finalidad de transferir el derecho real de dominio de la cosa.    

 

Obsérvese que la obligación o prestación que surge en el contrato de promesa de 

compraventa, es diametralmente opuesta a la obligación o prestación que surge de la 

suscripción del contrato propiamente de compraventa, como quiera que el primero, 

obligaciones de hacer, esto es, desplegar un acto positivo en favor de otro; en tanto que 

en el contrato de compraventa, la prestación que surge es de dar, es decir, transferir el 

derecho real de dominio sobre la cosa negociada.  De manera que resulta diáfano 

considerar que a partir de la suscripción de los sucesivos contratos de promesa de 

compraventa que incorpora la parte demandante con la demanda, no se puede 

establecer de forma clara, fiable, concreta y detallada, la fecha para la cual, cada uno 

de los Promitentes vendedores, inició a realizar su posesión toda vez que los actos de señor 

y dueño no pueden contabilizarse desde la suscripción del contrato de promesa de 

compraventa, pues con este, se acepta la existencia de un dominio ajeno.  

 

Por último, en relación al último de los contratos de promesa de compraventa suscrito 

entre el señor HERNANDO PALACIOS ESCOBAR, en calidad de Promitente Vendedor, y la señora 

LAURA XIMENA MORA ESCOBAR, en calidad de Promitente Compradora, el catorce (14) de mayo 

de dos mil trece (2013), acto jurídico del cual se desprenden, cuando menos dos 

circunstancias: la primera de ellas relativo a que el señor HERNANDO PALACIOS ESCOBAR 

demandante en el presente proceso, entregó la tenencia física del bien inmueble a la 

LAURA XIMENA MORA ESCOBAR, esto es, con la intención de imaginarlo o transferirlo a otro 

patrimonio, lo cual, de golpe, desdice el argumento que persigue al interior del presente 

proceso, como es, que se le declare dueño, toda vez que existe una manifestación de su 

voluntad desde el catorce (14) de mayo de dos mil trece (2013) la cual tuvo por objeto 

desprenderse de la tenencia y posesión física del bien inmueble pretendido al interior del 

proceso.   Esto para precisar que, en gracia de discusión, si la cadena sucesiva de 



 

 
 
 

51 

conexiones posesorias se acreditara, la legitimada por activa para presentar la demanda 

sería la señora LAURA XIMENA MORA ESCOBAR y no el señor HERNANDO PALACIOS ESCOBAR. 

 

Esto para precisar, que ninguno de los documentos que incorpora la parte demandante 

corresponden compraventas, pues estos documentos relacionados a las negociaciones 

que presuntamente se verificaron el tiempo entre los diversos poseedores que existieron, 

son contratos de promesa de compraventa, razón por la cual, no es posible que a través 

de un acto jurídico esta naturaleza se pueda considerar que existió una posesión pacífica 

e interrumpida, toda vez que la finalidad de las partes, en cada uno de sus actos jurídicos, 

fue la de prometer en venta el bien inmueble señalado anteriormente.  

 

Las consideraciones señaladas en presidencia, permiten concluir, sin hesitación alguna 

que la parte actora, además de no encontrarse legitimado para solicitar la declaratoria 

de pertenencia respecto del bien pretendido, tampoco reúnen las calidades señaladas 

en el fundamento fáctico del petitum, como es, la acreditación de los periodos de tiempo 

en los que aduce se verificó posesión, de forma pacífica, continua, e ininterrumpida, así 

como también de modo sucesivo entre los antecesores y sucesores que señala dentro de 

la demanda, toda vez que como quedó reseñado anteriormente, no se observa que 

existe una línea sucesiva de dominio, mediante los cuales, se puede determinar que otra 

vez de negocios jurídicos o actos idóneos, transfirieron de forma sucesiva el derecho de 

posesión, toda vez que los documentos que para el efecto se aporta, son contratos de 

promesa de compraventa, de los cuales no se puede inferir la existencia de la 

negociabilidad del derecho de posesión.   Éstas razones dar al traste con la afirmación 

que pretende construir la parte actora en relación a su presunta condición de poseedor, 

aspecto que tampoco se encuentra acreditado dentro del sub lite, toda vez que se 

observa que es del año 2013 este suscribió un contrato de promesa de compraventa 

respecto a un bien ajeno y sobre el cual ha reconocido dominio ajeno, en los contratos 

de promesa suscritos con anterioridad.    

 

A LA PRETENSIÓN SEGUNDA, no corresponde a una pretensión en sí misma.  La inscripción de la 

sentencia en la Oficina de Registro Instrumentos Públicos, implica que en el evento va a 

ser reconocido el derecho solicitado por la parte actora, el mismo deberá ser publicitado 

y oponible a terceros, decisión que se adopte de oficio por el Operador Judicial 

 

 

 
II) EXCEPCIONES DE MÉRITO 

— Primer cargo de defensa: Inexistencia del derecho reclamado por carencia de elementos 

que componen la prescripción adquisitiva de dominio. —  Este medio exceptivo se plantea 

porque respecto de los hechos planteados en la demanda, se establecerá plenamente 

que al Actor no le asiste ningún derecho patrimonial o económico, por las razones 

explicadas en la contestación de esta demanda. 

 

El punto de partida del cual dimana la consolidación del derecho real de dominio es a 

partir de la convergencia tanto del título como del modo.  Para el caso concreto, es 

indiscutible que la Escritura Pública No. 2092 del once (11) de julio de mil novecientos noventa 

y seis (1996), constituye el título traslaticio de dominio por el cual los señores SIERVO JIMÉNEZ 

MARTÍN AURA MARÍA MURCIA HURTADO adquirieron de la COMPAÑÍA PARCELADORA SAN LUIS LTDA. el 

bien inmueble base de la presente acción de pertenencia.  Igualmente, se encuentra 

acreditado que el modo por el cual el derecho real de dominio se transfirió correspondió 

a la tradición, verificada ésta última con el registro de la precitada Escritura Pública en la 
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OFICINA DE REGISTRO DE INSTRUMENTOS PÚBLICOS DE BOGOTÁ.  Asimismo, de los antecedentes 

fácticos señalados en precedencia, y que constan tanto en el certificado libertad y 

tradición del referido inmueble, así como la Escritura Pública No. 2092, si en gracia de 

discusión se hubiera presentado posesión, si se presentó, esta sólo puede acreditarse con 

algún grado de probabilidad desde el trece (13) de noviembre de mil novecientos noventa y 

ocho (1998), data para la cual se crea el referido bien inmueble, pues antes de esta fecha 

no existía jurídicamente derecho alguno sobre el prenotado bien inmueble, toda vez que 

el mismo no existía.  

 

Y esa circunstancia resulta de enorme trascendencia, para los efectos que persigue la 

parte Actora al interior del presente proceso, toda vez que el bien inmueble materia de 

controversia y sobre el cual pretende se le declare como su propietario es recibido “(…) el 
12 de junio de 2003, mediante contrato de venta, realizado entre el actor y el señor EMILIO MENA 
MOSQUERA, que venía ostentando [presuntamente] la posesión de dicho predio de manera 
pública, pacífica en interrumpida y explotándolo económicamente desde el mes de marzo de 1996, 

cuando se lo compró al señor ERNESTO MOLINA CASTRO, quien lo había adquirido de manos de 
igual forma del señor FERNANDO BOCANEGRA COTTE, último comprador en cadena que lo 
adquirió directamente del primer poseedor y titular del derecho adjudicación señor RAFAEL 
ANTONIO ROZA PADILLA, este último comprador y legítimo poseedor desde el año 1987 y 
propietario cuyo derecho de compra y adjudicación adquirió de la entonces COMPAÑÍA 
PARCELADORA SAN LUIS LTDA.” 

 

De la descripción fáctica realizada por la parte actora, se puede colegial con facilidad 

que el interés jurídico y probatorio al interior del proceso se centra en demostrar la 

existencia de una cadena sucesiva de periodos en los cuales “presuntamente” se 

ejecutaron acciones de señores y dueños, por algunas personas que aducen ser 

poseedores desde el año 1987.   La primer dificultad probatoria que se observa de este 

cometido, tiene que ver con que antes del trece (13) de noviembre de mil novecientos noventa 

y ocho (1998), data para la cual se apertura folio de matrícula inmobiliaria del bien 

pretendido, no es posible establecer con certeza la existencia de una posesión, toda vez 

que hasta antes de esta fecha, las dimensiones de los linderos, longitudes, área o 

superficie, extensión del terreno, inexistencia del es englobe, hacen jurídicamente inviable 

hacer cualquier consideración en torno a demostrar una posesión respecto a un previo 

que para entonces aún no existía en el tráfico jurídico. 

 

Sobre el particular, importa precisar que esta circunstancia no requiere medios de prueba 

testimonial que acrediten una posición con la entidad que le pretende imprimir la parte 

actora, toda vez que ninguno de los medios de prueba testimonial a usados con el libelo 

inicial, podrá demostrar la existencia de actos de señor y dueño durante un periodo o 

interregno en el cual el inmueble, bien o cosa pretendida, aún no existía.  Y aunque esa 

sola circunstancia permitiría dar al traste con la línea sucesiva, continua e ininterrumpida y 

de periodos de posesión que aduce o pretende demostrar la parte actora, toda vez, que 

si existen vicios jurídicos u obstáculos que impiden el nacimiento del derecho de posesión, 

este mismo vicio en la creación de la posesión, se proyectará sobre las futuras relaciones 

jurídicas sustanciales que se pretendan demostrar, respecto al mismo inmueble.  

 

Lo anterior implica que, para que exista la denominada “suma de posesiones”, resulta 

necesario que la parte que pretende el reconocimiento mediante sentencia, el derecho 

real de dominio sobre la cosa pretendida, no solamente debe acreditar el interregno 

durante el cual ejerció actos de señor y dueño sobre el bien pretendido, sino también los 

actos de señorío que fueron ejercidos en los periodos de tiempo anteriores a su posesión, 
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un título traslaticio de dominio apto así como la entrega del bien.   

 

Al respecto, la Honorable CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN CIVIL, en sentencia SC 

12323 del once (11) de septiembre de dos mil quince (2015), Magistrado Ponente, Doctor LUIS 

ARMANDO TOLOSA VILLABONA, señaló sobre la anexión o suma de posesiones lo siguiente: 

 
Recuérdese, centenariamente en una bien decantada doctrina probable47, esta Sala, 
incluyendo la memorada sentencia citada por el censor48, ha reiterado con claridad 
meridiana que para la concurrencia de la anexión válida de posesiones, el núcleo del 
instituto sumatorio “intervivos” se forja con la presencia de: i) negocio jurídico válido, 
esto es, que haya pleno consentimiento entre el poseedor que se despoja de la 
materialidad de la cosa y de quien la adquiere en su condición de causahabiente; ii) 
homogeneidad en la posesión, vista como identidad o uniformidad en la cosa poseída 
con sucesión cronológica ininterrumpida; de modo que el antecesor o antecesores, 
hayan sido poseedores del mismo bien formando una cadena de posesiones 
ininterrumpidas; y, ii) entrega de la cosa poseída. 
 
Con relación al primer elemento pergeñado, la Corporación ha mantenido la tesis 
según la cual, es necesario que exista un pontón traslativo que permita la creación de 
un vínculo sustancial entre el sucesor y el antecesor; como la compraventa, permuta, 
donación, aporte de sociedad, etc.; sin que necesariamente se requiera para su 
demostración escritura pública, porque ha modulado la antigua tesis, según la cual el 
título con virtualidad para anudar posesiones debía corresponder con la naturaleza 
jurídica del bien de que se tratara:  
 
"(…) Ahora bien, por su particular relación con el asunto que se examina resulta 
conveniente reiterar el aspecto de título singular generador de la sucesión de 
posesiones, que no puede perfeccionarse y, por ende, producir los efectos de 
agregación, sin que se cumpla con las  formalidades legales señaladas para el acto 
respectivo, es decir, por medio de público instrumento si se trata de la traslación del 
hecho de la posesión en inmuebles (…)"49.   
 
Precisamente, a partir del año 2007, flexibilizó esta doctrina, para admitir que un título 
cualquiera es suficiente. En este sentido, sostuvo: 
 
“(…) ¿Qué es lo que se negocia? Simplemente la posesión; o si se prefiere, los derechos 
derivados de la posesión. Y transmisión semejante no está atada a formalidad ninguna. (…)”.  
 

“(…). 
 
“(…) Por lo demás, requerir que en tales casos, para poder sumar posesiones, exhiba 
una escritura pública, es demandarle cosas como si él alegase ser poseedor regular, 
donde tal exigencia sí está justificada del todo. Una cosa es aducir suma de posesiones 

 
47 Art. 4 de la Ley 169 de 1896, C. Const. Sent. C-836 de 2001. 
 

48 CSJ. Casación civil, sentencia del cinco (5) de julio de dos mil siete (2007). 
 

49 CSJ. Civil. Sentencia del 26 de junio de 1986. También puede encontrarse en sentencias del 26 de junio 

de 1951 (LXX, pág. 408); 15 de febrero de 1966 (CXV, p. 123); 26 de agosto de 1969 (CXXI, p. 180); 21 de 

agosto de 1978; 13 de septiembre de 1980. 
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y otra alegar que se es poseedor regular”50 (Sublíneas fuera de texto original). 
 
Ahora bien, la no exigencia de la posesión regular, no elimina el requisito del vínculo 
o negocio jurídico que debe mediar entre sucesor y antecesor para que se verifique la 
suma de posesiones; de manera que el título debe contar con la idoneidad suficiente 
para demostrar que la posesión fue convenida, evitando así que la unión de 
posesiones provenga de ladrones o de usurpadores: “(…) Por consecuencia, un título 
cualquiera le es suficiente. Nada más que sea idóneo para acreditar que la posesión 
fue convenida o consentida con el antecesor. (…)”51. 
 
Sin embargo, la posesión de quien se reputa dueño sin serlo, supone el 
desconocimiento frontal de los derechos del propietario, por cuanto traduce rebelarse 
en un todo contra el verus domini, y a fortiori, cuando su derecho tiene como 
antecedente inmediato un negocio jurídico consistente en una promesa de contrato de 
compraventa celebrado con el mismo propietario inscrito y demandado, como 
eventual pontón para sumarla.  
 
Por regla general, quien obrando como propietario pleno celebra promesa de contrato 
en esas condiciones, sigue conservando el derecho de dominio; apenas contrae 
obligación de hacer, esto es, la de celebrar el contrato prometido, pero no ejecuta la 
tradición, tampoco la promesa envuelve la ejecución de una obligación de dar el 
derecho de dominio, simplemente apareja la de celebrar el contrato; apenas entrega la 
tenencia mas no la posesión de quien es dueño. Ni aun señalando que transfiere la 
posesión material al prometiente comprador y asentando que desde ese momento lo 
torna poseedor, puede éste reclamar la adjunción de esas posesiones porque el solo el 
hecho de demandar el derecho de dominio a su favor implica psíquica y 
conceptualmente combatir abiertamente al verus domini, y esta confrontación 
significa la ruptura automática y de pleno derecho del consentimiento que supone el 
negocio jurídico, y por supuesto, del conector, como elemento estructural de la suma 
de posesiones para que esta resulte válida. Esto es así, por cuanto el usucapiente al 
demandar al verdadero propietario o a quien se crea con derechos inscritos, desde una 
perspectiva objetiva como subjetiva, desquicia y rompe el consentimiento ínsito en el 

contrato, negocio o convenio que serviría para anudar las posesiones aditadas con 
aquél. Como corolario, quien en estas circunstancias demanda la declaración de 
pertenencia, rehúsa “in radice” cumplir lo pactado en el contrato que ha prometido 
celebrar.  
 
En tal caso, si el prometiente comprador se quiere postular como poseedor material, 
en franca insurrección contra su prometiente vendedor, sólo puede tenerse como tal 
desde el momento en que interversa abrupta y efectivamente su condición jurídica, o, 

a lo sumo desde cuando recibe la cosa del prometiente vendedor bajo tal condición.” 

 

Obsérvese que en relación al título o negocio jurídico que debe mediar entre el anterior 

poseedor y su sucesor, aunque no se exija la demostración de una posesión regular, la 

naturaleza de la negociación que existir entre estos si debe contener la entidad suficiente 

para poder derivar la negociación del derecho de posesión, excluyendo la promesa de 

compraventa, toda vez que en virtud de este negocio jurídico, las obligaciones que 

 
50 CSJ. Civil. Sentencia del 5 de julio de 2007, citada. 
 

51 Ibídem. 
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emergen para las partes contratantes, en particular, para el promitente vendedor, 

corresponde a una obligación de hacer, prestación diferente a la de transferir el derecho 

de posesión.  Por esa circunstancia, el Alto Tribunal de la Jurisdicción Ordinaria en su 

especialidad Civil, ha precisado que el contrato de promesa de compraventa no es 

documento apto para demostrar ese negocio jurídico que vincular el antecesor y sucesor 

del derecho de posesión.  

 

Esta sola circunstancia impide la prosperidad de las pretensiones incoadas por el 

Demandante, toda vez que, si se observa los medios de prueba documental que 

incorpora con la demanda, se tiene que los contratos de promesa de compraventa 

celebrados “presuntamente” el cuatro (4) de mayo de mil novecientos noventa y cuatro (1994), el 

doce (12) de junio de dos mil tres (2003), el veinte (20) de mayo de dos mil cinco (2005), treinta y 

uno (31) de marzo de dos mil trece (2013) y catorce (14) de mayo de dos mil trece (2013); no 

resultan ser demostrativos del negocio jurídico que debe existir entre el antecesor y el 

sucesor, respecto de la suma de posiciones que pretende demostrar la parte Actora.  Esto 

por cuanto, según se señaló anteriormente, los contratos de promesa de compraventa, 

tiene por finalidad convertirse en el acto jurídico de preparamiento o preliminar a la 

suscripción y perfeccionamiento del contrato de compraventa.  En síntesis, el contrato de 

promesa de compraventa genera principalmente una obligación de hacer, como es, 

obligarse aquí en la fecha y hora acordada, el Promitente vendedor, suscriba contrato de 

compraventa, con la finalidad de transferir el derecho real de dominio de la cosa.    

 

Obsérvese que la obligación o prestación que surge en el contrato de promesa de 

compraventa, es diametralmente opuesta a la obligación o prestación que surge de la 

suscripción del contrato propiamente de compraventa, como quiera que el primero, 

obligaciones de hacer, esto es, desplegar un acto positivo en favor de otro; en tanto que 

en el contrato de compraventa, la prestación que surge es de dar, es decir, transferir el 

derecho real de dominio sobre la cosa negociada.  De manera que resulta diáfano 

considerar que a partir de la suscripción de los sucesivos contratos de promesa de 

compraventa que incorpora la parte demandante con la demanda, no se puede 

establecer de forma clara, fiable, concreta y detallada, la fecha para la cual, cada uno 

de los Promitentes vendedores, inició a realizar su posesión toda vez que los actos de señor 

y dueño no pueden contabilizarse desde la suscripción del contrato de promesa de 

compraventa, pues con este, se acepta la existencia de un dominio ajeno.  

 

Por último, en relación al último de los contratos de promesa de compraventa suscrito 

entre el señor HERNANDO PALACIOS ESCOBAR, en calidad de Promitente Vendedor, y la señora 

LAURA XIMENA MORA ESCOBAR, en calidad de Promitente Compradora, el catorce (14) de mayo 

de dos mil trece (2013), acto jurídico del cual se desprenden, cuando menos dos 

circunstancias: la primera de ellas relativo a que el señor HERNANDO PALACIOS ESCOBAR 

demandante en el presente proceso, entregó la tenencia física del bien inmueble a la 

LAURA XIMENA MORA ESCOBAR, esto es, con la intención de imaginarlo o transferirlo a otro 

patrimonio, lo cual, de golpe, desdice el argumento que persigue al interior del presente 

proceso, como es, que se le declare dueño, toda vez que existe una manifestación de su 

voluntad desde el catorce (14) de mayo de dos mil trece (2013) la cual tuvo por objeto 

desprenderse de la tenencia y posesión física del bien inmueble pretendido al interior del 

proceso.   Esto para precisar que, en gracia de discusión, si la cadena sucesiva de 

conexiones posesorias se acreditara, la legitimada por activa para presentar la demanda 

sería la señora LAURA XIMENA MORA ESCOBAR y no el señor HERNANDO PALACIOS ESCOBAR. 

 

Esto para precisar, que ninguno de los documentos que incorpora la parte demandante 
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corresponden compraventas, pues estos documentos relacionados a las negociaciones 

que presuntamente se verificaron el tiempo entre los diversos poseedores que existieron, 

son contratos de promesa de compraventa, razón por la cual, no es posible que a través 

de un acto jurídico esta naturaleza se pueda considerar que existió una posesión pacífica 

e interrumpida, toda vez que la finalidad de las partes, en cada uno de sus actos jurídicos, 

fue la de prometer en venta el bien inmueble señalado anteriormente.  

 

Las consideraciones señaladas en presidencia, permiten concluir, sin hesitación alguna 

que la parte actora, además de no encontrarse legitimado para solicitar la declaratoria 

de pertenencia respecto del bien pretendido, tampoco reúnen las calidades señaladas 

en el fundamento fáctico del petitum, como es, la acreditación de los periodos de tiempo 

en los que aduce se verificó posesión, de forma pacífica, continua, e ininterrumpida, así 

como también de modo sucesivo entre los antecesores y sucesores que señala dentro de 

la demanda, toda vez que como quedó reseñado anteriormente, no se observa que 

existe una línea sucesiva de dominio, mediante los cuales, se puede determinar que otra 

vez de negocios jurídicos o actos idóneos, transfirieron de forma sucesiva el derecho de 

posesión, toda vez que los documentos que para el efecto se aporta, son contratos de 

promesa de compraventa, de los cuales no se puede inferir la existencia de la 

negociabilidad del derecho de posesión.   Éstas razones dar al traste con la afirmación 

que pretende construir la parte actora en relación a su presunta condición de poseedor, 

aspecto que tampoco se encuentra acreditado dentro del sub lite, toda vez que se 

observa que es del año 2013 este suscribió un contrato de promesa de compraventa 

respecto a un bien ajeno y sobre el cual ha reconocido dominio ajeno, en los contratos 

de promesa suscritos con anterioridad.    

 

 

— Segundo cargo de defensa: Falta de acreditación de posesión.—  Cumple igualmente 

precisar que la “presunta” posesión a que alude el Demandante, la cual en nuestro criterio 

es inexistente, pues carece de los elementos fácticos y jurídicos necesarios para su 

acreditación; no ha sido pacífica.  Obsérvese que es la misma parte Demandante quien 

confiesa que el señor SIERVO JIMÉNEZ MARTÍN promovió acción policiva ante la INSPECCIÓN 

SEGUNDA “A” DISTRITAL DE POLICÍA, de la ALCALDÍA LOCAL DE CHAPINERO, SECRETARÍA DE GOBIERNO DE 

BOGOTÁ D.C., por perturbación a la posesión por ocupación de hecho, proceso 

administrativo en el cual, el Demandado, señor SIERVO JIMÉNEZ MARTÍN, fungió como 

querellante, y el demandante, señor Hernando palacios Escobar, en calidad de 

querellado, con el Radicado No. 6442 - 2015.    

 

En las diferentes pesquisas, averiguaciones y pruebas que fueron practicadas dentro del 

proceso administrativo policivo, se constató que el demandante ocupó de hecho el 

inmueble objeto de reclamación en el presente proceso, realizando construcciones de 

forma improvisada, sin licencias para su construcción, así como también que el señor 

Hernando palacios Escobar ha enajenado el bien objeto de solicitud, a varios personas, 

entre ellas, a la señora ADRIANA BELLO GONZÁLEZ, pues en dicho proceso administrativo 

policía o si ya llegó copia del contrato de promesa de compraventa del veinte (20) de 

mayo de dos mil cinco (2005), celebrado, presuntamente, entre el señor HERNANDO PALACIOS 

ESCOBAR y la señora ADRIANA BELLO GONZÁLEZ, en el cual, se comprometía a vender el lote de 

terreno marcado con el número 216 a interior cinco de la manzana M la Parceladora San 

Luis Ltda. y con nomenclatura oficial, Carrera 3 este No. 95-73, interior cinco, así como 

también el contrato de promesa de compraventa suscrito el 31 de marzo de 2013 entre el 

demandante y la señora ALZIRA GONZÁLEZ, MIGUEL ALBERTO BELLO GONZÁLEZ y ADRIANA BELLO 

GONZÁLEZ, por medio del cual se compromete en venta los interiores 5, 7 y 8, del predio No. 
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216 de la manzana M del barrio San Luis de Chapinero.  

 

Es así como se puede establecer que la posesión que pretende demostrar la parte 

demandante, no ha sido pacífica, mucho menos es claro, toda vez que durante los 

últimos años han existido sendos contratos de promesa de compraventa, sin que exista 

claridad en el interior o fondo del asunto, quién es el sujeto derecho legitimado para 

presentar, si a ello hubiese derecho, demanda de pertenencia para solicitar la 

declaratoria de prescripción adquisitiva extraordinaria de dominio que ahora invoca la 

parte demandante. 

 

Lo anterior no es de poca monta, puesto que las vicisitudes procesales y probatorias que 

se ventilaron al interior del proceso administrativo policivo, dan cuenta de presuntas 

ventas que realizó el demandante desde el año 2005, y que a partir de la fecha se han 

realizado modificaciones o adecuaciones al predio por parte de estas personas, 

presuntamente como señores y dueños del predio, pero que tampoco se encuentran 

vinculados al interior del proceso.  Obsérvese que en la parte demandante al interior del 

proceso administrativo policía o no hizo oposición alguna a los presuntos actos de señorío 

que realizaron presuntamente los señores ADRIANA BELLO GONZÁLEZ, ALCIRA GONZÁLEZ 

RODRÍGUEZ, MIGUEL ALBERTO BELLO GONZÁLEZ y ADRIANA BELLO GONZÁLEZ, quienes afirmaron no 

reconocer dominio ajeno como circunstancia la cual la parte demandante en manera 

alguna y su oposición, razón por la cual, no existe claridad, correspondencia, consistencia 

y coherencia con lo que ahora se presenta en la demanda, toda vez que se ha permitido 

que otras personas se comporten como señores y dueños al interior del predio, manzana 

práctica que también se reprocha, es fundamental para los efectos que persigue la 

demanda, dejar sentado desde ahora que es el mismo demandante quien ha 

reconocido propiedad y posesión de sujetos externos en el mismo predio que ahora 

reclama como de su propiedad. 

 

De manera que, este medio exceptivo se fórmula en razón a que la parte demandante o 

sujeto activo de la acción, ha reconocido en actuaciones procesales administrativas de 

orden policivo, los actos de señorío de otras personas, prueba que desdice su condición 

de poseedor de la totalidad de la extensión del predio, así como las calidades o 

características propias de un poseedor, toda vez que para ser tenido como tal, no debe 

existir reconocimiento de derecho o dominio ajeno respecto al mismo bien. 

 

 

- Octavo cargo de defensa: Excepción innominada.—  Ruego al Operador Judicial se 

declaren probadas las excepciones que llegaren a  demostrarse durante el plenario y en 

general cualquier hecho que permita despachar desfavorablemente las pretensiones 

irrogadas por el Actor. 

 

 

 

PETICIÓN DE PRUEBAS QUE SE PRETENDEN HACER VALER COMO MEDIOS PROBATORIOS PARA DEMOSTRAR LOS 

FUNDAMENTOS FÁCTICOS QUE DINAMIZAN LAS NORMAS JURÍDICAS QUE AMPARAN LOS DERECHOS DE 

PROPIEDAD  

 

 
a) Interrogatorio de parte con exhibición de documentos.— 

Cítese al señor HERNANDO PALACIOS ESCOBAR, para que, bajo la gravedad de juramento, 

absuelva el interrogatorio de parte que oralmente o por escrito les formularé y reconozca 



 

 
 
 

58 

el contenido de los documentos que se pondrán de presente. 

 
b) Exhibición de documentos y/o Documentales Peticionadas.— 

 
INSPECCIÓN SEGUNDA “A” DISTRITAL DE POLICÍA, de la ALCALDÍA LOCAL DE CHAPINERO, 
SECRETARÍA DE GOBIERNO DE BOGOTÁ D.C.: 

Respetuosamente solicito se ordene a la INSPECCIÓN SEGUNDA “A” DISTRITAL DE POLICÍA, de la 

ALCALDÍA LOCAL DE CHAPINERO, SECRETARÍA DE GOBIERNO DE BOGOTÁ D.C. entregar la totalidad del 

expediente administrativo en el que reposa la Querella con el Radicado No. 6442 – 2015 

promovida por el señor SIERVO JIMÉNEZ MARTÍN ante ese Despacho por perturbación a la 

posesión por ocupación de hecho, proceso administrativo en el cual, el Demandado, 

señor SIERVO JIMÉNEZ MARTÍN, fungió como querellante, y el demandante, señor HERNANDO 

PALACIOS ESCOBAR, en calidad de querellado, en el cual se incorpore, copia de la denuncia 

o querella presentada, medios de prueba aportados, solicitados, decretados y 

practicados, actas de audiencia, grabaciones y decisión administrativa 

 
c) Documentales Aportadas.— 

Sírvase señor Juez, tener como pruebas documentales todas las aportadas por la 

demandante dentro de la demanda en el acápite de pruebas y anexos. 

 

- Copia cedula de ciudadanía de la señora AURA MARÍA MURCIA HURTADO; en un (1) 

folio. 

- Copia cedula de ciudadanía del señor SIERVO JIMÉNEZ MARTÍN; en un (1) folio. 

- Copia Resolución No. 0975 Superintendencia de Sociedades fecha veintiocho (28) 

de abril de mil novecientos noventa y tres (1993); en dos (2) folios. 

- Copia certificación oficina de registro y control inmobiliario Alcaldía Mayor de 

Bogotá D.C.; en un (1) folio. 

- Copia autentica escritura pública No. 2092 de fecha once (11) de julio de mil 

novecientos noventa y seis (1996) de la Notaria cuarenta y nueve (49) del Circulo 

de Bogota D.C.; en ocho (8) folios. 

- Copia del Certificado de Tradición Matrícula Inmobiliaria No. 50N – 27740; en dos 

(2) folios. 

- Copia del Certificado de Tradición Matrícula Inmobiliaria No. 50N – 20323874; en 

cuatro (4) folios. 

- Copia audiencia fecha doce (12) de marzo de dos mil veinte (2020) por presunta 

perturbación a la posesión querella No. 6442-2015; en un (1) folio. 

- Copia audiencia fecha veintitrés (23) de mayo de dos mil diecinueve (2019) por 

presunta perturbación a la posesión querella No. 6442-2015; en un (1) folio. 

- Copia audiencia fecha once (11) de marzo de dos mil diecinueve (2019) por 

presunta perturbación a la posesión querella No. 6442-2015; en dos (2) folios. 

- Copia audiencia fecha dieciséis (16) de octubre de dos mil dieciocho (2018) por 

presunta perturbación a la posesión querella No. 6442-2015; en dos (2) folios. 

- Copia audiencia fecha veintiuno (21) de junio de dos mil dieciocho (2018) por 

presunta perturbación a la posesión querella No. 6442-2015; en un (1) folio. 

- Copia audiencia fecha veintiséis (26) de julio de dos mil diecisiete (2017) por 

presunta perturbación a la posesión querella No. 6442-2015; en cinco (5) folios. 

- Copia audiencia fecha quince (15) de junio de dos mil diecisiete (2017) por 

presunta perturbación a la posesión querella No. 6442-2015; en cinco (5) folios. 

- Copia audiencia fecha veinticinco (25) de mayo de dos mil diecisiete (2017) por 

presunta perturbación a la posesión querella No. 6442-2015; en dos (2) folios. 
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- Copia audiencia fecha veintiséis (26) de abril de dos mil diecisiete (2017) por 

presunta perturbación a la posesión querella No. 6442-2015; en dos (2) folios. 

- Copia audiencia fecha diez (10) de febrero de dos mil dieciséis (2016) por presunta 

perturbación a la posesión querella No. 6442-2015; en cinco (5) folios. 

- Copia audiencia fecha veintitrés (23) de diciembre de dos mil quince (2015) por 

presunta perturbación a la posesión querella No. 6442-2015; en dos (2) folios. 

- Copia derecho de petición solicitud copia expediente Q-6442-2015 elevado el día 

seis (6) de julio de dos mil veintitrés (2023) a la Alcaldía Local de Chapinero 

Inspector 2ª Distrital de Policía ventanilla virtual radicación correspondencia 

https://www.gobiernobogota.gov.co/transparencia/tramites-servicios/ventanilla-

virtual-radicacion-correspondencia; en dos (2) folios. 

- Copia pago impuestos prediales del bien inmueble Matrícula Inmobiliaria No. 50N – 

20323874; en catorce (14) folios. 

 

PETICIÓN 

 

Por las consideraciones precedentes, solicito respetuosamente se desestimen las 

pretensiones incoadas en la demanda, por no encontrarse demostrada la realidad 

fáctica que dinamizan los presupuestos normativos para que se establezca el derecho 

sobre el cual depreca el reconocimiento la parte Actora. 
 

En consecuencia, solicito respetuosamente se condene en costas y agencias en derecho 

al Demandante. 

ANEXOS 

 

Las documentales enunciadas en el acápite de “Documentales Aportadas”. 

 

 Notificaciones 
 

Las partes, sujeto(s) activo(s) o pasivo(s) recibirán notificaciones en los lugares señalados 

en la demanda. 

 

Correo fsehuila@gmail.com celular 3118697656 

 

Cordialmente,  

 

 

 

 

RICARDO CEPEDA ALDANA  

C.C. No. 79.963.266 de Bogotá D.C. 

T.P. No. 359.365 del C.S.J. 

mailto:fsehuila@gmail.com
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RADICACIÓN: 11-00-140-03-023-2021-00704-00 Contestacion de demanda

ASOCIACION FRENTE DE SEGURIDAD DEL HUILA <fsehuila@gmail.com>
Jue 13/07/2023 4:21 PM

Para:Juzgado 23 Civil Municipal - Bogota - Bogota D.C. <cmpl23bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>
CC:asesorajudicial1988@gmail.com <asesorajudicial1988@gmail.com>

1 archivos adjuntos (8 MB)

CONTESTACION DEMANDA SIERVO JIMENEZ - ANEXOS.pdf;

Doctora
BLANCA LIZETTE FERNÁNDEZ GÓMEZ

Juez Veintitrés Civil Municipal de Oralidad
Bogotá – Cundinamarca
 
 

REF:    PROCESO:                           Declarativo De Pertenencia Por Prescripción Extraordinaria Adquisitiva De Dominio
DEMANDANTE:       HERNANDO PALACIOS ESCOBAR

DEMANDADO:        SIERVO JIMÉNEZ MARTÍN y AURA MARÍA MURCIA HURTADO, y demás personas
indeterminadas

RADICACIÓN:         11-00-140-03-023-2021-00704-00
ASUNTO:                Contestación de demanda

 
 
Respetuoso saludo,
 
 
RICARDO CEPEDA ALDANA, identificado con la cédula de ciudadanía No. 79.963.266 expedida en Bogotá D.C.,
Abogado portador de la Tarjeta Profesional No. 359.365 del Consejo Superior de la Judicatura, con fundamento
en el poder otorgado por el señor SIERVO JIMÉNEZ MARTÍN, mayor y domiciliada en Bogotá D.C., identificado con
la Cédula de Ciudadanía No. 79.155.235 expedida en Usaquén y la señora AURA MARÍA MURCIA HURTADO,
también mayor y domiciliada en Bogotá D.C., identificada con la Cédula de Ciudadanía No. 21.054.814 expedida
en Ubaté (Cundinamarca); y en virtud del mismo, respetuosamente me permito contestar la demanda, en los
siguientes términos:
 
 

OPORTUNIDAD PARA CONTESTAR LA DEMANDA

 
Intendente (R) RICARDO CEPEDA ALDANA 
Abogado Universidad Cooperativa de Colombia.
Especialista en Derecho Sancionatorio 
Técnico Profesional en seguridad Vial.
Experto Auditor en seguridad Vial 
Auditor BASC versión VI 2022. 

Remitente notificado con
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